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Nota de los autores


 Este libro es la segunda colaboración editorial que llevamos a cabo en el ámbito del Derecho Administrativo (1) . Como el anterior, este libro es producto de la práctica diaria y no pretende otra cosa que dejar por escrito una serie de problemas que a diario preocupan a todas aquellas personas que se encuentran con la Administración Pública. Y a esos problemas vamos dando la respuesta que se puede esperar de los tribunales. No nos ha preocupado dar nuestra opinión (aunque algunas veces ha sido inevitable) ni tampoco recoger agotadoramente las distintas opiniones de la doctrina, aunque como se puede apreciar la hemos tenido muy en cuenta, no podía ser de otro modo. Lo más acuciante para nosotros ha sido decir qué hacer ante y qué esperar de los tribunales cuando se trata de cuestionar la actuación de la Administración pública en vía administrativa, es decir, antes de acudir a los tribunales. En algunas ocasiones tener clara la respuesta de los tribunales puede evitar muchos esfuerzos inútiles, así como no hacerse demasiadas ilusiones sobre determinada pretensión. Pero no debe olvidarse que la jurisprudencia cambia y si lo hace no es de oficio, sino ante procesos judiciales constituidos por las acciones de las partes. En todo caso, entendemos que lo primero que debe exigirse a todo jurista es saber el estado de la cuestión y para ello escribimos este libro, y lo seguiremos haciendo. Una vez sabido esto, se puede cuestionar pero no antes.

Este trabajo se ha escrito en todos sus capítulos de forma conjunta. No obstante el guión de cada capítulo ha tenido la siguiente distribución. F. VIVAS: capítulo 1, apartado 4 del capítulo 2, apartado 1 del capítulo 3 y apartado 1 del capítulo 6. J.M. CAMPOS: el resto. La redacción ha sido conjunta y la responsabilidad también.

José María Campos Daroca

Retamar. Almería

Octubre, 2016





	 (1) 

	Justiprecio y Expropiación Forzosa. Valoraciones, tratamiento procesal, sustantivo y tributario. Edit. Bosch. Barcelona. 2010.
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Nota a la segunda edición


 Esta edición se ha limitado a actualizar capítulos afectados por nuevas regulaciones como es el caso de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, y el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos. También se ha dado nueva redacción al capítulo dedicado a la declaración de lesividad de los actos administrativos así como se han incorporado sentencias relevantes en las cuestiones tratadas.

José María Campos Daroca

Retamar. Almería

junio, 2022
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	AEAT
	Agencia Española de Administración Tributaria.



	CE
	
Constitución Española 1978.



	DGC
	Dirección General del Catastro.



	LBRL
	
Ley de Bases de Régimen Local. Ley 7/1985, de 2 de abril.



	LC
	
Ley 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado.



	LCI
	
Ley 48/2002, de 23 de diciembre, del Catastro Inmobiliario.



	LCSP
	
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 32, Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.



	LEC
	
Ley de Enjuiciamiento Civil.



	LGT
	
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, Ley General Tributaria.



	LJ
	
Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.



	LOUA
	
Ley 7/2002, de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de Andalucía.



	LPACAP
	
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.



	LRJPAC
	
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común.



	LRJSP
	
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.



	RCI
	
Real Decreto 417/2006, de 7 de abril. Desarrolla el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario.



	RGDRVA
	
Real Decreto 520/2005, de 13 mayo, por el que se aprueba el Reglamento General de Desarrollo Revisión en Vía Administrativa.



	STC
	Sentencia del Tribunal Constitucional.



	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo.



	STSJ
	Sentencia de Tribunal Superior de Justicia.



	STUE
	Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.



	TACRC
	Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales.



	TEAC
	Tribunal Económico Administrativo Central.



	TEAL
	Tribunal Económico Administrativo Local.



	TEAR
	Tribunal Económico Administrativo Regional.



	TRLCI
	Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario.



	TRLCSP
	
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.



	TRLRHL
	
Real Decreto Ley 2/2004, de 5 de marzo, que aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
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Capítulo I La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común


 1.  Introducción a la nueva Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas

El Consejo Europeo de junio de 2010, adoptó la denominada Estrategia Europa 2020, como el marco de referencia para la coordinación de las políticas económicas y de empleo de los Estados miembros de la UE. Dicho documento establece un ciclo que se extiende hasta el año 2020 a partir de dos instrumentos: los Programas Nacionales de Reformas y las Directrices Integradas 2020, como referencia para trazar los Programas nacionales de reformas.

El Consejo de Ministros aprobó el 26 de octubre de 2012 un Acuerdo por el que se creaba la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA) que, adscrita al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y presidida por el Subsecretario de la Presidencia, traslada las propuestas correspondientes al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas para su elevación al Consejo de Ministros y a los grupos previstos en los acuerdos de la Conferencia de Presidentes.

En fecha 19 de junio de 2013 se presentó por el Presidente del Gobierno el informe final de la CORA que incluía 217 propuestas relacionadas con la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas. Estas propuestas fueron concretadas por altos funcionarios públicos de áreas claves del Gobierno Central, quienes recibieron también sugerencias de los ciudadanos a través de un buzón electrónico y de un Consejo Asesor formado por representantes de los sindicatos, del sector privado y del mundo académico.

Igualmente, el Programa Nacional de Reformas de España para 2015 (1)  recogía expresamente la aprobación de nuevas leyes administrativas como una de las medidas a impulsar para racionalizar la actuación de las instituciones y entidades del poder ejecutivo, mejorar la eficiencia en el uso de los recursos públicos y aumentar su productividad. La medida más importante y ambiciosa de las propuestas por la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas es la aprobación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP) que, como señala la Oficina para la Ejecución de la Reforma de la Administración en el Informe titulado «Informe Ejecutivo Balance Cora» (2) , «junto a la de Régimen Jurídico, supone la modificación y renovación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y se constituye en la norma básica, que regula las relaciones de los ciudadanos con la administración, derogándose e integrándose en una única norma las distintas leyes que desde 1992 han ido regulando y completando la citada Ley. A su entrada en vigor se renovarán las relaciones de la Administración con los ciudadanos, que serán más modernas, dotando de preferencia a las relaciones por vía electrónica; más simples y rápidas, con menos trabas y mayor certidumbre; más transparentes, con mejor conocimiento y accesibilidad para los interesados; y con mayor participación del ciudadano, cuyas aportaciones serán básicas para lograr una regulación más ajustada a sus necesidades (Medida CORA: Reforma de la normativa de la Administración)».

Como justifica la propia Ley se lleva a cabo «una reforma del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones "ad extra" y "ad intra" de las Administraciones Públicas. Para ello se impulsan simultáneamente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará el Derecho administrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público» (3) .

El primer eje lo constituye la LPACAP que pretende regular las relaciones «ad extra» entre las Administraciones y los administrados, «tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los interesados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa».

Sin embargo, y a pesar de esta vocación de la Ley de regular las relaciones ad extra y ad intra de la Administración en dos leyes separadas, «existen distintas materias en las que coexisten disposiciones en ambos textos legales (regulación de órganos administrativos, uso de medios electrónicos, potestad sancionadora, responsabilidad patrimonial, etc.)» (4) .

El Consejo de Estado, en los dos Dictámenes emitidos para el anteproyecto de ambas leyes, critica la división en dos leyes al entender que supone una fractura sistemática y que ello va en contra de la tradición, produciendo confusión:

«…el enfoque que inspira la reforma proyectada, articulada en torno a los dos anteproyectos de ley de referencia, no entronca con la tradición jurídico-administrativa de nuestro ordenamiento; antes bien, supone una quiebra del esquema hasta ahora seguido en el derecho administrativa positive español, generando una fractura del tratamiento sistemático que tradicionalmente han recibido el régimen de organización y funcionamiento de las Administraciones Públicas y la regulación del procedimiento administrativo. Tal ruptura, lejos de servir al fin de clarificación y simplificación que pretende alcanzarse, introduce una notable confusión en el ordenamiento, planteando una serie de inconvenientes que evidencian la rigidez del esquema seguido y su insuficiencia para lograr una adecuada regulación de tales materias».

Por contra, ROMERO GÓMEZ (5)  considera que «esta visión de la actuación de la Administración, en su doble dirección "ad intra" y "ad extra", se ha utilizado doctrinalmente como criterio para la exposición y evaluación de lo que es una buena Administración, y permite establecer un cuerpo normativo propio centrado en el ciudadano antes que en la Administración» y que «esta nueva sistemática puede permitir que, tanto en su aplicación como en su desarrollo normativo —o en los cambios futuros que incorporen tales leyes— se tenga en cuenta, gracias a la nueva visión, la centralidad de los derechos y libertades de los ciudadanos en la actuación "ad extra" de la Administración».

Los aspectos más importantes de la nueva Ley son resumidos así por el profesor GONZÁLEZ-VARAS (6) :


	
1.  Obligación de emplear medios electrónicos para «las personas jurídicas y profesionales» (art. 14.2).

	
2.  Regulación más completa de los documentos con aportaciones del nuevo contexto electrónico (art. 16).

	
3.  Los sábados pasan a ser inhábiles y se establecen plazos por horas.

	
4.  El criterio de aplicación subjetiva de la LRJSP depende del ejercicio de potestades públicas.

	
5.  Matices en capacidad de obrar y representación. El artículo 3 extiende la capacidad de obrar en el ámbito del Derecho administrativo a los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos cuando la Ley así lo declare expresamente. En materia de representación, se incluyen nuevos medios para acreditarla en el ámbito exclusivo de las Administraciones Públicas, como son el apoderamiento apud acta, presencial o electrónico, o la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de apoderamientos de la Administración Pública u Organismo competente.

	
6.  Ratio electrónica para los registros de apoderamientos, identificación y firma del interesado.

	
7.  Práctica preferente de la notificación por medios electrónicos.

	
8.  Integración de los procedimientos sancionadores y de responsabilidad patrimonial en el articulado general de la LPACAP.

	
9.  «Se fomenta» la presentación de denuncias.

	
10.  Los expedientes deben conformarse en formato electrónico.

	
11.  Posibilidad de tramitación simplificada.

	
12.  Mantenimiento de la doctrina principal en los temas centrales de nulidad, revisión de oficio, lesividad y recursos.

	
13.  Regula la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria de las administraciones.

	
14.  Se deroga la Ley 30/1992 y otras leyes:
	
a)  Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

	
b)  Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos.

	
c)  Los artículos 4 a 7 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

	
d)  Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial.

	
e)  Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora.

	
f)  Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la Administración General del Estado, la expedición de copias de documentos y devolución de originales y el régimen de las oficinas de registro.

	
g)  Los artículos 2.3, 10, 13, 14, 15, 16, 26, 27, 28, 29.1.a), 29.1.d), 31, 32, 33, 35, 36, 39, 48, 50, los apartados 1, 2 y 4 de la disposición adicional primera, la disposición adicional tercera, la disposición transitoria primera, la disposición transitoria segunda, la disposición transitoria tercera y la disposición transitoria cuarta del Real Decreto 1671/2009 de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.





	
15.  Pretende sistematizar el escenario legislativo para evitar la dispersión.



2.  Normas generales sobre cómputo de plazos

2.1.  Cómputo de plazos

El Artículo 29 de la LPACAP, (art. 47 de la Ley 30/92) cuando se refiere a la Obligatoriedad de términos y plazos dice que: «Los términos y plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los mismos».

Ni que decir tiene que los términos y plazos establecidos para la tramitación de los procedimientos administrativos se entienden como máximos. Términos y plazos son conceptos esenciales en el procedimiento, por cuanto en Derecho Administrativo los plazos son preclusivos (7) , impidiendo, si se exceden, el acceso al trámite o a la vía de revisión que proceda.

La necesidad del cumplimiento de los plazos no es un requisito deslizado caprichosamente por el legislador y, así, el Tribunal Constitucional en STC 32/1989, de 13 de Febrero, proclamo que la observancia de los plazos no puede nunca significar un menoscabo del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, sino todo lo contrario, esto es, su reforzamiento, por cuanto sirve al superior principio de seguridad jurídica —art. 9.º.3 de la Constitución—. En tal sentido, la Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 33/2008, de 25 de febrero (Recurso de Amparo 1829/2005), expuso que:

«...tampoco esta queja puede prosperar, como ya hemos señalado en la STC 253/2007, de 17 de diciembre, F. 3, para una consignación también insuficiente, pues, aplicando la doctrina constitucional antes citada y situándonos en el control constitucional externo que en los casos de acceso al recurso nos corresponde, hemos de concluir que la alegación de una aplicación rigorista y desproporcionada de la causa de inadmisión prevista en el art. 449.3 LEC queda fuera del canon de constitucionalidad imperante en la vertiente de la tutela judicial que atañe al acceso al recurso, sin que el razonamiento de la Sentencia impugnada respecto de la finalidad de dicho precepto y su aplicación al caso resulte arbitrario, irrazonable o fruto del error patente».

Partiendo de la base de que el artículo 29 de la LPACAP establece el plazo como una obligación para la Administración y para el Administrado (Los términos y plazos establecidos en ésta u otras Leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los mismos), el artículo 30 regula cómo se computan los plazos en el seno del procedimiento administrativo y como señala GARCÍA PÉREZ (8)  la cuestión no tendría excesivo interés si no fuera porque «en la actuación de y con la Administración el paso del tiempo produce efectos decisivos y a veces irreversibles para los ciudadanos, cualquiera que sea el derecho, el interés o la simple expectativa invocada».

Para que los actos del procedimiento administrativo produzcan todos sus efectos es imprescindible que se realicen en un momento determinado o en un periodo de tiempo concreto (9) , y las consecuencias derivadas de que no sea así pueden consistir en el transcurso del plazo para recurrir, la producción o existencia de un acto estimatorio o desestimatorio por silencio, la responsabilidad disciplinaria, etc.

Término y plazo son conceptos distintos. El término hace referencia a un momento determinado en el tiempo en el que la norma exige realizar una actuación. El plazo consiste en el espacio de tiempo, más o menos amplio, que la norma establece para realizar la actuación.

Resulta obvio que según se trate del administrado o de la propia Administración quien incumpla los plazos las consecuencias varían y son indudablemente en la mayoría de los casos más perniciosas para el primero, pues, en algunos casos, le supone no poder continuar con el procedimiento y la producción de un acto firme y consentido.

Por lo que se refiere al interesado, la principal consecuencia es la pérdida del derecho al trámite, tal y como al efecto establece el artículo 68 de la LPACAP, que determina que, al interesado que no cumpla el trámite que le corresponda realizar en un plazo de diez días o que no subsane, en ese mismo plazo, los defectos de su actuación, se le puede entender decaído en su derecho al trámite correspondiente (esta resolución ha de dictarse en los términos establecidos en el artículo 21 de la LPACAP, esto es, habrá de ser expresa y notificarse). Añade el art. 73.3 que, sin embargo, la actuación del interesado se admitirá y producirá efectos legales si se produce antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por transcurrido el plazo (no es esta última previsión legal sino un trasunto de la contemplada en el art. 128.1 LJ para las actuaciones en sede jurisdiccional).

Al respecto de la posibilidad de rehabilitación de la actuación del administrado antes de que recaiga resolución que le tenga por decaído, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 23 de noviembre del 2005 señala:

«Resulta patente, que en aplicación del artículo 76.3 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, la Administración debió admitir la referida documentación de adaptación, en lugar de dictar la resolución de archivo y devolución de la subvención, puesto que en el momento de presentación de la misma aún no había recaído resolución administrativa declarando el decaimiento o caducidad del derecho por preclusión del término; razón por la que ha de entenderse que la resolución combatida no se ajusta a derecho, puesto que no aplicó el artículo 76.3 mencionado, con ocasión del trámite controvertido, obviando la finalidad y objeto de la adaptación, establecida precisamente en beneficio del interesado».

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1.ª, de 1 Abr. 2011 anula parcialmente una revocación de subvención al considerar:

«(…) acreditado que el recurrente presentó la documentación requerida una vez transcurrido el plazo de diez días que le fue concedido, pero con anterioridad a dictar la resolución denegatoria e incluso al inicio al expediente de revocación, que no consta que se iniciara, la Administración demandada antes de dictar la resolución revocatoria y la devolución parcial de la subvención, debió admitir y examinar la documentación presentada y pronunciarse conforme a ella dado que en el momento de su presentación todavía no se había pronunciado sobre el decaimiento de la subvención por incumplimiento del requerimiento sobre la aportación de determinada documentación cuya posibilidad de subsanar le fue reconocida por la propia Administración al requerirle para ello».

En cuanto a la Administración y en lo que afecta a la decisión final, en principio el incumplimiento de plazos no tiene por qué generar la invalidez de la misma. En este sentido, de acuerdo con los principios que ya nos son conocidos y que derivan del de eficacia, el art. 48.3 de la LPACAP (art. 63.3 de la LRJPAC) determina que la realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo. Al respecto señala la Sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 6.ª, Sentencia 107/2015 de 10 Nov. 2015, que la naturaleza del término o plazo incumplidos significa, entre otras cosas, que con ello se frustre el fin propio del acto o se cause con ello una indefensión real:

«Recordemos que, conforme al invocado artículo 63.3 de la Ley 30/1992, "La realización de actuaciones fuera del tiempo establecido para ellas solo implicará la anulabilidad del acto recurrido cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo".

La excepcionalidad de la ineficacia del acto extemporáneo aparece subrayada en el propio precepto que dice que "sólo implicará la anulabilidad…", y se condiciona además a que lo imponga la naturaleza misma del plazo o término, lo que la jurisprudencia ha identificado con la frustración del fin propio del acto administrativo, o con la causación de una indefensión real a las personas afectadas, entre otros supuestos de análogo calado».

Cuestión distinta es la responsabilidad de las autoridades y personal bajo cuya responsabilidad se esté tramitando el procedimiento que se establece en el art. 21.6 de la LPACAP (art. 42.7 de la LRJPAC). Es decir, la paralización injustificada del procedimiento podrá tener las consecuencias legalmente previstas o facultar al perjudicado a reclamar la reparación de los perjuicios que se le deriven, pero no altera el sentido del silencio de la Administración (Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3.ª, Sentencia de 19 Feb. 2013).

Otra cosa distinta es que la Administración no dicte resolución expresa en el plazo máximo fijado por la norma para la culminación del procedimiento y ello lleva consigo la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de que puede iniciar otro distinto, por ejemplo, en el caso de un procedimiento sancionador y siempre que no haya prescrito la infracción.

Es doctrina consolidada del Tribunal Supremo que en un expediente administrativo con contenido susceptible de producir efectos desfavorables o de gravamen al interesado —como puede ser la propuesta de revocación de prestaciones por desempleo— que hubiere sido iniciado de oficio, de producirse su caducidad por el transcurso del plazo legalmente establecido para su conclusión desde que fue iniciado, la Administración debe decretar su archivo y no dictar extemporáneamente resolución de fondo, la que devendría nula; aunque ello no impedirá la nueva iniciación de la actuación administrativa si por su naturaleza no estuviera sujeta a un plazo extintivo de cualquier clase, sin que el procedimiento caducado tenga eficacia interruptiva de dicho plazo, «por lo que no equivale a una nueva iniciación de la actuación administrativa el mero hecho de que se dicte por la Administración pública una resolución sobre la cuestión de fondo en el procedimiento ya caducado, debiendo, en su caso, incoarse efectivamente de nuevo otro expediente de no haber ya trascurrido el plazo extintivo de la correspondiente acción» (Tribunal Supremo, Sala Cuarta, de lo Social, Sentencia de 27 Nov. 2015, Rec. 1888/2014).

Ahora bien, pueden existir abusos cuando se procede a la apertura de diversos procedimientos que después son caducados. La Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de mayo de 2002 (número de recurso 640/2000) declaró, por ejemplo, que «reiniciar varias veces un procedimiento tras sucesivas declaraciones de caducidad, al provocar una situación de inseguridad jurídica del administrado, puede dar lugar a que se aprecie la existencia de un abuso de derecho por parte de la Administración».

El nuevo art. 30 de la LPACAP (equivalente al artículo 48 de la LRJPAC) establece lo siguiente:


«1. Salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo, cuando los plazos se señalen por horas, se entiende que éstas son hábiles. Son hábiles todas las horas del día que formen parte de un día hábil.

Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días.

2. Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos.

Cuando los plazos se hayan señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el Derecho de la Unión Europea, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.

3. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo.

4. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo.

El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes.

5. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

6. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.

7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles de las Entidades Locales correspondientes a su ámbito territorial, a las que será de aplicación.

Dicho calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda, así como en otros medios de difusión que garanticen su conocimiento generalizado.

8. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del tiempo de trabajo o el régimen de jornada y horarios de las mismas».



Como puede verse, la novedad principal introducida por la LPACAP consiste en el cómputo de plazos por horas del apartado 1:


«1. Salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo, cuando los plazos se señalen por horas, se entiende que éstas son hábiles. Son hábiles todas las horas del día que formen parte de un día hábil.

Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días».



La Ley 30/1992, en cuanto a los plazos señalados por horas, solo los contemplaba en los artículos 24.1 a) y 27.3, que se refieren a ciertos extremos del funcionamiento de los órganos colegiados tales como la recepción de la convocatoria de la reunión así como la información sobre los temas que figuren en el orden del día por los miembros de un órgano colegiado con una antelación mínima de 48 horas, o la posibilidad de discrepar mediante formulación de voto particular en idéntico plazo del acuerdo mayoritario.

Son verdaderamente escasos los plazos por horas regulados en las leyes sectoriales administrativas, aunque ello no quiere decir que en el futuro y dado el aumento en la utilización de las nuevas tecnologías que, indudablemente, agilizan y facilitan los trámites para el administrado, se regulen más plazos por horas.

A modo de ejemplo, la derogada Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado (hoy Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria) recogía en su artículo 5.7 el plazo de 24 horas desde la notificación de la resolución de inadmisión a trámite en el que el solicitante de asilo podía presentar una petición de reexamen de su solicitud.

2.2.  El dies a quo

Si resulta importante conocer cómo afecta el transcurso del tiempo a la eficacia del acto administrativo, también lo es cómo debe computarse a efectos de los plazos. Así nos encontramos con la primera cuestión a discernir: cuál es el momento inicial del cómputo del plazo administrativo.

Para ello debemos diferenciar entre aquellos plazos que se computan por horas (10) , por días, o por meses o años, pues, como hemos visto, en el artículo 48 se establece que los plazos expresados en días (art. 30.3) se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo; mientras que si el plazo se fija en meses o años (art. 30.4), éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo.

Como vemos los dos apartados expresan lo mismo sobre el día del inicio del cómputo de los plazos: el día de inicio del cómputo del plazo no computa (11) ; el dies a quo, es decir, el primer día del plazo es el siguiente a aquel en el que se notifique, comunique o publique el acto correspondiente.

En el caso del cómputo de los plazos por horas establecido en el art. 30.1 de la LPACAP, este sigue lo dispuesto en el artículo 3.1, párrafo 1.º del Reglamento (CEE, Euratom) núm. 1182/71, de 3 de junio que detalla al respecto lo siguiente:

«Si un plazo expresado en horas debe contarse a partir del momento en que sobrevenga un acontecimiento o se cumplimente un acto, la hora durante la cual ocurra dicho acontecimiento o se cumplimente dicho acto no se computará en el plazo».


Con ello se rompe con la regla del «dies a quo non computatur in termino, dies ad quem computatur», es decir, el día de inicio del cómputo del plazo no computa, doctrina consolidada jurisprudencialmente en Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 2008 (casa. 9064/2004), que reconoce la reiteradísima doctrina de la Sala de lo contencioso administrativo del Alto Tribunal sobre los plazos por meses, tanto los procedimentales como los procesales, que se computan de fecha a fecha, iniciándose el cómputo del plazo al día siguiente de la notificación o publicación del acto, pero siendo la del vencimiento la del día correlativo mensual al de la notificación (en el mismo sentido la Sentencia de la Sección 2.ª de 25 de septiembre de 2014, casa. 4031/2012).

La Sentencia de la Sala Tercera, Sección Segunda, del Tribunal Supremo de 11 de mayo de 2015 (Recurso de casación para la unificación de doctrina núm. 2073/2013), se refiere a la «doctrina legal sobre el cómputo de los plazos por meses que regula el artículo 48 de la Ley 30/1992 recordando que:

«Es exponente de la doctrina jurisprudencial sostenida por esta Sala la sentencia de 9 de mayo de 2008), que reconoce la reiteradísima doctrina de esta Sala sobre los plazos por meses, tanto los procedimentales como los procesales, que se computan de fecha a fecha, iniciándose el cómputo del plazo al día siguiente de la notificación o publicación del acto, pero siendo la del vencimiento la del día correlativo mensual al de la notificación. En esta línea nos hemos mantenido en la sentencia de esta Sección de 25 de septiembre de 2014 (casa. 4031/2012). El cómputo termina el mismo día hábil correspondiente al mes siguiente al de la notificación. Por eso en nuestro caso, notificada la liquidación el día 19 de mayo de 2006, el plazo de un mes finalizaba el 19 de junio de 2006 al ser éste hábil».

La Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de Marzo de 2006 que zanjó la polémica abierta sobre el cómputo del plazo de «fecha a fecha» a raíz de la redacción dada por la Ley 4/1999, de 4 de Enero que modificó la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Pública. Dijo el TS al respecto que:


	
a)  Cuando se trata de plazos de meses (o años) el cómputo ha de hacerse según el artículo quinto del Código Civil, de fecha a fecha, para lo cual, aun cuando se inicie al día siguiente de la notificación o publicación del acto o disposición, el plazo concluye el día correlativo a tal notificación o publicación en el mes (o año) de que se trate. El sistema unificado y general de cómputos así establecido resulta el más apropiado para garantizar el principio de seguridad jurídica.

	
b)  El cómputo del día final, de fecha a fecha, cuando se trata de un plazo de meses no ha variado y sigue siendo aplicable, según constante jurisprudencia recaída en interpretación del artículo 46.1 de la vigente Ley Jurisdiccional, de modo que el plazo de dos meses para recurrir ante esta jurisdicción un determinado acto administrativo si bien se inicia al día siguiente, concluye el día correlativo al de la notificación en el mes que corresponda.



Esta interpretación del referido artículo 46.1 de la Ley Jurisdiccional es igualmente aplicable al cómputo administrativo del día final en los plazos para interponer el recurso de reposición, a tenor de los artículos 117 y 48.2 de la Ley 30/1992 que después de la reforma introducida en el segundo de ellos por la Ley 4/1999, pues precisamente el objeto de la modificación fue parificar el régimen de la Ley 30/1992 con el de la Ley 29/1998 en la materia.

Respecto al cómputo de este plazo por horas el Tribunal Supremo en su Sentencia de 6 de noviembre de 2003, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, manifestó al respecto lo siguiente:

«Este plazo de 24 horas ha de computarse por horas a partir de la notificación y no conforme al cómputo general de plazos en el procedimiento administrativo establecido en la Ley 30/1992, pues, como hemos resaltado en nuestra sentencia de 30 de junio de 2006 (rec. núm. 5386/2003), con unas consideraciones que, "mutatis mutandis", resultan aplicables al caso que ahora nos ocupa:

1.ª. La propia regulación de la Ley 30/92 admite que por Ley puedan establecerse otros cómputos. Y ello es lo que ocurre en la Ley 5/84, cuyo artículo 5.7 computa el plazo de 24 horas para la petición de reexamen no desde un día determinado, sino desde un momento específico, a saber, desde la notificación de la resolución de inadmisión a trámite. Se trata de una norma con rango de Ley que contiene una regulación especial y distinta en beneficio de la urgencia que el caso requiere, como veremos.

2.º. La Ley 5/84, de 26 de Marzo, regula en su artículo 5 un procedimiento para decidir sobre la inadmisión a trámite y sobre la solicitud de reexamen que se rige por los principios de rapidez y urgencia; buena prueba de ello es que ese plazo para solicitar el reexamen se fija por horas (veinticuatro horas desde la notificación de la inadmisión), lo que no es frecuente en el Derecho Administrativo (v.g., en la propia Ley 30/92 sólo se hace referencia a plazos por horas en los artículos 24-1-a) y 27-3, con referencia a ciertos extremos del funcionamiento de los órganos colegiados, y, fuera de ella, apenas si hay ejemplos distintos a la regulación del derecho de reunión por Ley 9/1983, de 15 de Julio). Así que el establecimiento de plazos por horas es rigurosamente excepcional en el Derecho Administrativo.

3.ª. Un procedimiento en que la persona tiene limitada su libertad de movimientos (v.g. artículo 5.7, párrafo tercero de la Ley 5/84, a cuyo tenor el interesado ha de "permanecer en el puesto fronterizo" y en las "dependencias adecuadas" mientras se resuelve la petición de asilo y la solicitud de reexamen), no se compadece en absoluto con un sistema de cómputo que, por excluir los días inhábiles, puede retrasar la resolución de forma sustancial, al ser posible que se sucedan en el tiempo varios días festivos seguidos mezclados con días hábiles, no siendo infrecuente, como la experiencia señala, que, según ese cómputo, un plazo de dos días pueda convertirse en uno de cuatro. Esta posibilidad es contraria a los principios de celeridad y urgencia que rigen el procedimiento de inadmisiones a trámite y reexamen en las solicitudes de asilo.

Sentado, pues, que el plazo para pedir el reexamen ha de computarse por horas, lo cierto es que la solicitud de reexamen presentada por la Letrada que asistía a la interesada se presentó en una oficina de correos al día siguiente de la notificación de la inadmisión a trámite, según consta en el sello de correos que se estampilló en aquel escrito. Ya la elección de este medio de presentación de la solicitud de reexamen pugna claramente con los principios de celeridad e inmediación que son propios de este procedimiento específico, pero es que además no hay en dicho escrito ni en ningún otro ninguna clase de diligencia acreditativa de la hora de presentación de esa solicitud de reexamen, por lo que falta un dato esencial para que pueda ser tenida por válidamente presentada dentro del plazo perentorio señalado por la Ley. Por consiguiente, no existe ninguna irregularidad procedimental esencial por el hecho de que la Administración no resolviera sobre el reexamen, ni erró la sentencia de instancia al no tomarla en consideración.

Más aún, incluso en el caso hipotético y dialéctico de que la tuviéramos por admisible, con el consiguiente examen de lo que en ella se decía, no por ello habría de cambiar el sentido de la resolución administrativa que acordó la inadmisión a trámite de la solicitud de asilo, como veremos a continuación».

Este cómputo del plazo de hora a hora, de momento a momento, sin exclusión de los días inhábiles es matizado por el Alto Tribunal en Sentencia de la Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 5.ª, Sentencia de 5 Dic. 2007, Rec. 4050/2004 en la que se declara que, aun cuando no conste la hora de la notificación de la diligencia en que se desestima la petición de reexamen, dicha omisión no puede interpretarse en perjuicio del interesado, cuando hay elementos suficientes para poder determinar que la notificación se produjo fuera del plazo de 2 días, por lo que la solicitud debió ser admitida a trámite.

En el caso del cómputo de inicio de la acción para reclamar la responsabilidad patrimonial de la Administración, el dies a quo para el inicio del plazo de un año ha sido determinado jurisprudencialmente por el día en que resulta posible el ejercicio de la acción por estar plenamente determinados los dos elementos del concepto de lesión, como son el daño y la constatación de su ilegitimidad. Así, la Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de febrero de 2015:"Con carácter general, el ejercicio de la acción, en los procedimientos por responsabilidad patrimonial, se sujeta, efectivamente, a un requisito temporal insoslayable, el plazo de prescripción de un año que establece el artículo 142.5 de la Ley 30/1992. De modo que el derecho a reclamar prescribe cuando no se ha formulado dicha reclamación en el plazo mencionado. La cuestión se traslada entonces a determinar cuándo tiene lugar el «dies a quo», el inicio del plazo, para el ejercicio de la acción de responsabilidad. El mentado artículo 142.5 de la Ley 30/1992 dispone, por lo que hace al caso, que este plazo prescribe al año «de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo». Este plazo, por tanto, no puede iniciarse, en aplicación de la doctrina de la «actio nata», hasta tanto se produce el hecho o acto que configura una lesión, y para que tenga lugar ese «efecto lesivo» al que se refiere el expresado artículo 142.5, es necesario que se haya identificado completamente el daño y, sobre todo en estos casos, su carácter ilegítimo. En este sentido hemos declarado en Sentencia de 22 de diciembre de 2010, dictada en el recurso contencioso administrativo núm. 257/2009, que «la jurisprudencia de este Tribunal aplica para fijar aquel día inicial, como es de sobra conocido, el llamado principio de la "actio nata", por virtud del cual el cómputo del plazo de prescripción no puede realizarse sino desde el momento en que resulta posible el ejercicio de la acción por estar plenamente determinados los dos elementos del concepto de lesión, como son el daño y la constatación de su ilegitimidad (así, entre otras numerosísimas, en las sentencias de 23 de enero de 2001 y 13 de octubre de 2004)».

Pero veamos qué ocurre cuando el acto es objeto de publicación y además de notificación personal. Podrían surgir dudas respecto a cuál debe ser el dies a quo para el cómputo del plazo pero el Tribunal Supremo se encargó de disipar afirmando que ha de escogerse la fecha más favorable para el recurrente. Así lo dijo en la Sentencia de la Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 5.ª, Sentencia de 23 Abr. 1992:

«En efecto, indiscutido e indiscutible que el recurso de reposición formulado por F.F., S.A., estaría interpuesto dentro de plazo computando el mes preceptivo desde la publicación del acto de aprobación del proyecto de reparcelación, mientras que no lo estaría de hacerse la computación desde la notificación a la interesada, las dudas que plantea la determinación del "dies a quo" cuando un acto es a la vez notificado y publicado, cual ocurre con las resoluciones aprobatorias de tales proyectos por disposición del artículo 111 del Reglamento de Gestión Urbanística, deben necesariamente resolverse respecto de la comunicación más favorable al que lo recurre, en este caso la publicación por ser de fecha posterior, siendo al respecto plenamente válidas las cinco razones dadas en la sentencia recurrida y frente a las cuales, la parte apelante, se limita a contradecirlas sin argumentación alguna en contrario sobre cada una de ellas en particular. Además no debe olvidarse que el Ayuntamiento de Figueras no se limitó a la estricta publicación del acto de aprobación, sino que fue más allá, al indicar en la misma la posibilidad de recurrirlo en reposición en el plazo de un mes, sin limitación personal alguna, y que ante la indeterminación debe evidentemente seguirse el principio de interpretación más favorable al enjuiciamiento de los actos administrativos, que en el presente caso conduce a la plena temporaneidad del recurso de reposición de la recurrente F.F., S.A».

2.3.  El dies ad quem

La fijación del día inicial del cómputo de los plazos en el día siguiente a la notificación se encuentra claramente reconocida. Así, para los procedimientos administrativos lo está en el artículo 30.4 de la LPACAP (art. 48.2 de la LRJPAC en la redacción dada por la Ley 4/1999); para las reclamaciones económico-administrativas en diversos preceptos de la LGT (arts. 235.1, 241.1, etc.); para el proceso contencioso-administrativo en el artículo 46 de la LJCA; para el proceso civil en el artículo 133.1 de la LEC, etc.

Por consiguiente, si el día inicial para el cómputo de los plazos es el día siguiente a la notificación, sería lógico pensar que el día final o dies ad quem debería ser el día equivalente a ése en el mes o año posterior.

Sin embargo, es doctrina mayoritaria asentada por el Tribunal Supremo que el plazo vence el día cuyo ordinal coincida con el día de la notificación del acto. Es decir, el cómputo se inicia a partir del día siguiente a la notificación o publicación del acto y no se traslada en un día la fecha final, de forma que opera como el primer día a partir del cual puede realizarse la actuación, pero el último día del plazo sigue siendo el equivalente numérico del mes/meses que deban transcurrir al del día de la notificación o publicación del acto. Así se pronuncia la Sala Tercera del Alto Tribunal en su Sentencia de 9 de mayo de 2008: «Es reiteradísima la doctrina de esta Sala sobre los plazos señalados por meses que se computan de fecha a fecha, iniciándose el cómputo del plazo al día siguiente de la notificación o publicación del acto, pero siendo la del vencimiento la del día correlativo mensual al de la notificación y ello en adecuada interpretación del art. 48.2 de la Ley 30/92». Por todas citaremos la Sentencia de 8 de marzo de 2006 (Rec. 6767/2003) donde decimos: ...acogiendo la doctrina de esta Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo contenida en la sentencia de 15 de diciembre de 2005 (RC 592/2003), que expone cual es la finalidad de la reforma del artículo 48.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, operada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, y resume la jurisprudencia de esta Sala sobre la materia en los siguientes términos: «La reforma legislativa de 1999 tuvo el designio expreso —puesto de relieve en el curso de los debates parlamentarios que condujeron a su aprobación— de unificar, en materia de plazos, el cómputo de los administrativos a los que se refiere el artículo 48.2 de la Ley 30/1992 con los jurisdiccionales regulados por el artículo 46.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa en cuanto al día inicial o dies a quo: en ambas normas se establece que los "meses" se cuentan o computan desde (o "a partir de") el día siguiente al de la notificación del acto o publicación de la disposición. En ambas normas se omite, paralelamente, la expresión de que el cómputo de dichos meses haya de ser realizado "de fecha a fecha"».

Aclara el Alto Tribunal en su STS de 19 de diciembre de 2008 lo siguiente respecto a la interpretación jurisprudencial del cómputo:

«Es cierto que la interpretación del significante mes ha experimentado variaciones en la Jurisprudencia, pues tradicionalmente tuvo el significado de treinta días naturales conforme a la primitiva redacción del artículo 7 del Código civil, pero, a partir de la reforma del Título Preliminar de dicho Código en 1974, al establecer el artículo 5.1 del mismo que si los plazos estuviesen fijados por meses se computarán de fecha a fecha, el cómputo de los meses se efectúa de fecha a fecha, quedando circunscritas las excepciones a los supuestos de que en el mes del vencimiento no exista día equivalente al inicial, en cuyo caso es aplicable lo dispuesto por los artículos 5.1 del Código civil y 60.2 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958, reiterado éste por el artículo 48.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, y de que el último día del cómputo sea inhábil, en cuyo caso, se ha de entender prorrogado al primer día hábil siguiente, como establece el artículo 60.3 de la citada Ley de Procedimiento Administrativo de 1958, recogido también en el artículo 48.3 de la mencionada Ley 30/1992, de 26 de noviembre (Sentencias de 8 de marzo de 1982 y 20 de marzo de 1984), y se deduce también del artículo 5.2 del propio Código civil y de los artículos 185.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 305.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil».

También al ámbito tributario son de aplicación las normas de cómputo de plazos por meses mencionadas. Así lo declara la Sentencia de la Audiencia Nacional de 23 de Mayo de 2013:

«A) Cuando se trata de plazos de meses (o años) el cómputo ha de hacerse según el artículo quinto del Código Civil, de fecha a fecha, para lo cual, aun cuando se inicie al día siguiente de la notificación o publicación del acto o disposición, el plazo concluye el día correlativo a tal notificación o publicación en el mes (o año) de que se trate. El sistema unificado y general de cómputos así establecido resulta el más apropiado para garantizar el principio de seguridad jurídica.

B) El cómputo del día final, de fecha a fecha, cuando se trata de un plazo de meses no ha variado y sigue siendo aplicable, según constante jurisprudencia recaída en interpretación del artículo 46.1 de la vigente Ley Jurisdiccional de modo que el plazo de dos meses para recurrir ante esta jurisdicción un determinado acto administrativo si bien se inicia al día siguiente, concluye el día correlativo al de la notificación en el mes que corresponda.

Esta interpretación del referido artículo 46.1 de la Ley Jurisdiccionales igualmente aplicable al cómputo administrativo del día final en los plazos para interponer el recurso de reposición, a tenor de los artículos 117 y 48.2 de la Ley 30/1992 después de la reforma introducida en el segundo de ellos por la Ley 4/1999, pues precisamente el objeto de la modificación fue parificar el régimen de la Ley 30/1992 con el de la Ley 29/1998 en la materia. Queda por tanto delimitada la forma en la que se ha de proceder para efectuar el cómputo por meses, la cual sigue vigente tras la entrada en vigor de la Ley 58/2003, General Tributaria, como también recuerda la Sentencia de fecha 19 de diciembre de 2008, dictada en el Rec. de casación para la unificación de doctrina núm. 130/2004, de la Secc. 2.ª, Sala 3.ª, del Tribunal Supremo».

Sin embargo, esta forma de cómputo de los plazos de «fecha a fecha» que ha sido consolidada por el Tribunal Supremo no siempre ha sido aceptada y existen pronunciamientos del Tribunal Constitucional que difieren de esta doctrina legal. La Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 2.ª, Sentencia de 16 May. 2014, Rec. 2700/2012 se refiere a estos pronunciamientos de la siguiente forma:

«Cierto que existen pronunciamientos del Tribunal Constitucional que difieren de la doctrina legal que al respecto ha dejado sentada este Tribunal Supremo, así en la STC del Pleno 148/1991, de 4 de julio, al conocer del recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Abogado del Estado contra determinados artículos de la Ley Canaria 3/1985, publicada en el BO de las Islas Canarias en 5 de agosto de 1985, señaló que el dies ad quem era el día 6 de noviembre de 1985; o en la STC del Pleno 48/2003, de 12 de marzo, se dijo que en los plazos contados por meses no el correlativo mensual al día de la notificación o publicación, sino el correlativo mensual al día siguiente de la notificación o publicación. Pero aun cuando el Tribunal Constitucional, como se desprende de estos pronunciamientos, no acepta la doctrina del Tribunal Supremo al respecto, en los términos que hemos visto, la tesis por el mismo defendida sólo posee virtualidad dentro de los procedimientos ante el Tribunal Constitucional, en tanto que dado el tenor de los preceptos aplicables cabe la interpretación realizada por el Tribunal Supremo, no tratándose, por ende, de un error patente, sin incidencia, pues constitucional, en tanto no vulnera de forma manifiesta el art. 24 de la CE, tratándose de una cuestión de mera legalidad ordinaria, moviéndose el Tribunal Supremo dentro del ámbito que le es propio.

En esta línea cabe apuntar la STC 209/2013, de 16 de diciembre (…)» (12) .

El carácter preclusivo de los plazos se manifiesta también en la imposibilidad de aplicar a los recursos administrativos el día de gracia previsto en el art. 135 LEC y así lo resume la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Valencia de 20 de Abril del 2011):

«Por el contrario, deben rechazarse las alegaciones de la demanda cuando pretende que se aplique la doctrina del TC y el artículo 135 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, todos ellos concernientes al ámbito procesal, pues no cabe postular la aplicación de las normas procesales propias de la jurisdicción a un supuesto que se encontraba sujeto a las normas procedimentales de la vía administrativa y, más concretamente, a las del cómputo de plazos en procedimiento de revisión administrativa (artículos 235 de la Ley General Tributaria y 48 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre), sin poder confundir dichos ámbitos y las reglas que los rigen».

Pero también ocurre a veces que la Administración omite el rigor debido en las notificaciones dirigidas a los particulares, y en esos casos la naturaleza preclusiva del plazo se viene abajo y, por tanto, la presentación fuera del plazo establecido es admitida por la jurisprudencia. Así, por ejemplo, en este sentido se ha pronunciado el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede de Málaga, en su Sentencia de 7 mayo 2001 que rechaza claramente el motivo de inadmisibilidad consistente en la extemporaneidad del recurso contencioso:

«Que por el Ayuntamiento se ha planteado la inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo, por haberse interpuesto pasados dos meses desde la notificación de la resolución recurrida hasta la interposición del recurso. Esto, en realidad, había que haberlo examinado en primer lugar, pero dado que carece de fundamento, desde el momento en que al notificarle la resolución no se le dio pie al recurso contencioso-administrativo, como notificación irregular produce efecto cuando se dé por enterado, por lo que no se puede apreciar la extemporaneidad, conforme al artículo 58.3 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre».

O también la Sentencia de 19 octubre 2005 del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede de Sevilla, (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3.ª):

«Debe rechazarse en primer lugar la pretendida inadmisibilidad del recurso por su extemporaneidad, toda vez que la Orden combatida no tiene pie de recurso a medio del cual se informase a los interesados del plazo para interponerlo».

2.4.  Cómputo de plazos en los registros electrónicos

Establece la nueva LPACAP en su artículo 31 que cada Administración Pública publicará (13)  los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las oficinas que prestarán asistencia para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de los interesados a ser asistidos en el uso de medios electrónicos. Y ello tienen lógica porque, a diferencia de los registros físicos de la Administración, en el caso del registro electrónico no tiene por qué coincidir la hora oficial que rige en la sede de la oficina de registro con la del lugar donde se encuentra el administrado o interesado que presenta su escrito al registro electrónico.

Por consiguiente, el registro electrónico de cada Administración u Organismo se regirá por la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso a efectos del cómputo de los plazos (art. 31.1 de la LPACAP) y deberá contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su integridad y figurar de modo accesible y visible. Para la Administración el inicio del cómputo de plazos vendrá determinado por la fecha y hora de la entrada del documento en el Registro del Organismo destinatario.

El funcionamiento del registro electrónico se regirá por las siguientes reglas (art. 31.2.b):


	
a)  Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas.

	
b)  A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil.Los documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil. Los documentos presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los que lo fueran el primer día hábil posterior.



	
c)  El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá determinado por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u Organismo. En todo caso, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a quien presentó el documento.



Es decir, los registros electrónicos admiten la presentación de escritos, solicitudes y comunicaciones a cualquier hora del día todos los días del año, incluidos los días inhábiles, solo que, en este último caso, la presentación se entenderá realizada a primera hora del primer día hábil siguiente, salvo que una norma permita expresamente la recepción en un día hábil.

La posibilidad de admisión de los escritos presentados a cualquier hora del día en el registro electrónico ya se encontraba prevista en el artículo 26.2 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos que reza así: «Los registros electrónicos permitirán la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones todos los días del año durante las veinticuatro horas». Con esta base, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 4.ª, Sentencia 543/2013 de 22 Jul. 2013, Rec. 15650/2012, proclama esa posibilidad y dice que el recurrente disponía de la misma y que no la utilizó:

«No se entiende vulnerado el derecho de la actora a disponer del plazo en su integridad, pues aunque el Decreto autonómico 191/2011, de 22 de septiembre, de organización y funcionamiento de los registros de la Administración general y de las entidades públicas instrumentales de la Comunidad Autónoma de Galicia, prevé (Disposición adicional tercera. Horarios de apertura al público de las oficinas de registro) como horario de funcionamiento de las oficinas de registro e información de los edificios administrativos de Santiago de Compostela en San Caetano, A Coruña (Monelos), Ferrol, Lugo, Ourense, Pontevedra y Vigo, el que abarca desde las 9.00 horas hasta las 14.00 horas, en el caso de los sábados, la misma norma reglamentaria contempla otros sistemas de presentación de los escritos que no están sujetos a una limitación horaria a lo largo del día, sino que se pueden utilizar las veinticuatro horas del día, como sucede con el fax (artículo 16) o el registro electrónico de la Xunta de Galicia, que conforme a lo dispuesto en el artículo 43 del Decreto autonómico, está en funcionamiento durante las veinticuatro horas del día, todos los días del año, de modo que, aun siendo voluntaria su utilización, la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones a través de estos medios, podrá realizarse durante las veinticuatro horas de todos los días del año.

Y nada ha acreditado la actora que hubiese intentado presentar el recurso de reposición hasta las 24 horas del día del vencimiento a través de los medios que permiten esa posibilidad, y que no lo hubiese conseguido por causas ajenas a su voluntad. Y, por tanto, que la imposibilidad de hacerlo de tal manera le hubiese obligado a esperar al siguiente día hábil para presentarlo».

Conviene saber que no es lo mismo página web que sede electrónica de una Administración u Organismo pues la página web contiene también información que no necesita autenticación, mientras que la sede electrónica es un sitio seguro (14)  donde se realizan trámites electrónicos mediante la correspondiente autenticación o como señalaba el art. 10 de la Ley 11/2007, la sede electrónica es «aquella dirección electrónica disponible para los ciudadanos a través de redes de telecomunicaciones cuya titularidad, gestión y administración corresponde a una Administración Pública, órgano o entidad administrativa en el ejercicio de sus competencias». El art. 9 del Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos aprobado por el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, establece lo siguiente: «1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 38 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, una sede electrónica es aquella dirección electrónica disponible para la ciudadanía por medio de redes de telecomunicaciones. Mediante dicha sede electrónica se realizarán todas las actuaciones y trámites referidos a procedimientos o a servicios que requieran la identificación de la Administración Pública y, en su caso, la identificación o firma electrónica de las personas interesadas. 2. La titularidad de la sede electrónica corresponde a una Administración Pública, o bien a uno o varios organismos públicos o entidades de derecho público en el ámbito de sus competencias».

Por otro lado, y es pregunta frecuente, qué trámites o actuaciones se pueden realizar a través del Registro Electrónico y a este respecto se debe indicar que es un registro auxiliar del Registro General, pero únicamente habilitado para admitir: a) documentos electrónicos normalizados correspondientes a los servicios, procedimientos y trámites que se especifiquen conforme a lo dispuesto en la norma de creación del registro, cumplimentados de acuerdo con formatos preestablecidos y b) cualquier solicitud, escrito o comunicación distinta de los mencionados en el apartado anterior dirigido a cualquier órgano o entidad del ámbito de la administración titular del registro.

La presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones relacionados con determinados procedimientos y trámites transmitidos por medios electrónicos. De ahí que estos servicios, procedimientos y trámites deben ser publicados en el Catálogo de Procedimientos de la Sede Electrónica que no es otra cosa que un instrumento en el que el organismo recopila, describe y clasifica todos los procedimientos, trámites y servicios susceptibles de ser tramitados por medios electrónicos. Dicho Catálogo figurará de forma claramente visible en la Sede Electrónica.

2.5.  Ampliación de plazos por incidencias técnicas

El art. 32.4 de la Ley 39/2015 introduce una novedad en el régimen tradicional de la ampliación de plazos en el procedimiento administrativo: «Cuando una incidencia técnica haya imposibilitado el funcionamiento ordinario del sistema o aplicación que corresponda, y hasta que se solucione el problema, la Administración podrá determinar una ampliación de los plazos no vencidos, debiendo publicar en la sede electrónica tanto la incidencia técnica acontecida como la ampliación concreta del plazo no vencido». Con ello la nueva norma de procedimiento está reconociendo la existencia de límites técnicos de las aplicaciones informáticas o sistemas que se utilizan o vayan a utilizarse por la Administración y, por tanto, no parece muy equitativo imponer a determinados sujetos la obligación de relacionarse por medios electrónicos con la Administración, y, al mismo tiempo, que arbitre esta posibilidad («podrá») de ampliación del plazo en tales supuestos de mal funcionamiento.

2.6.  Cómputo de los plazos cuando el escrito o solicitud no se presenta en el registro del órgano llamado a resolver

Respecto a la importancia de los plazos en relación a la eficacia de la solicitud, escrito o comunicación cuando estos se presentan en el Registro de un órgano no llamado a resolver sobre los mismos, cumple indicar que para determinados procedimientos administrativos los plazos no empiezan a tener efectos hasta que aquellas solicitudes tienen entrada en el Registro del órgano competente.

Así, y a título de ejemplo, el procedimiento regulado en el Real Decreto 429/1993, sobre responsabilidad patrimonial de la Administración (que fue derogado con la entrada en vigor de la Ley 39/2015), y con carácter general el art. 42.3 de la Ley 30/1992, establece que cuando el procedimiento se inicie a instancia del interesado la reclamación se dirigirá al órgano competente y deberá ajustarse a lo previsto en el artículo 70 de la Ley 30/1992, en el que se impone, como contenido obligado de la solicitud de iniciación del procedimiento, indicar el «órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige».

Es cierto que esta obligación no se ve afectada jurídicamente por el derecho que tiene el ciudadano, en virtud del art. 16.4 de LPACAP, con la excepción establecida en el apartado 8 del mismo artículo que establece que no se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial establezca otra forma de presentación (artículo 38.4 de la Ley 30/1992), a presentar su escrito en otro registro administrativo distinto al del órgano competente ya que los órganos que pertenezcan a una misma Administración tienen la obligación de remitir el asunto en el que se estimen incompetentes al que consideren que tiene la competencia, con lo que se evita que un error del reclamante en la determinación del órgano competente suponga un obstáculo insalvable para la tramitación de su solicitud. Pero sí tiene efectos jurídicos respectos a otras cuestiones como puede ser que el cómputo del plazo de seis meses de que dispone la Administración para resolver el expediente de responsabilidad patrimonial no comience hasta que la solicitud tenga entrada en el registro del órgano competente y ello con independencia de que la prescripción de su derecho a reclamar se vea interrumpida desde el día en que presentó el escrito o solicitud ante el registro incompetente (15) .

Igualmente, la doctrina judicial mayoritaria ha entendido que la solicitud de conciliación se entenderá presentada en la fecha en la que tuvo entrada en el registro de cualquiera de los órganos administrativos, o en correos, aunque no sea el órgano al que va dirigida la solicitud (Sentencia núm. 153/2011 de 11 febrero del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Social, Sección 1.ª).

En esta línea también las SSTSJ de Canarias/Tenerife de 11 de septiembre de 2000, de Aragón de 30 de septiembre de 2000, de Cataluña de 3 de noviembre de 1999 y 17 de febrero de 1997, de Andalucía/Sevilla de 16 de abril de 1999, de Valencia de 6 de marzo de 1996, de Madrid de 10 de mayo de 1993, Sentencia Tribunal Superior de Justicia núm. 5411/2003 Cataluña (Sala de lo Social, Sección Única), de 15 septiembre.

2.7.  Plazos de resolución de los procedimientos

Como primera premisa hemos de decir que la LPACAP —como hacía la Ley 30/1992 en el art. 42— establece en su art. 21.1 que la Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación. Sin embargo, la nueva ley de procedimiento establece que si la norma que regula el procedimiento concreto no establece plazo, éste será de tres meses, distintos de los seis señalados antes en el artículo 42.3 de la LRJPAC.

Además de ello se regulan en los artículos 22 y 23 de la LPACAP la suspensión del plazo máximo para resolver y la posibilidad de la ampliación de dicho plazo máximo, con pocas novedades respecto a lo que ya regulaba la Ley 30/1992, manteniendo, en esencia, el tenor de las disposiciones del artículo 42 de la LRJPAC.

En cuanto a los efectos del silencio la LPACAP, en los artículos 24 (Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado) y 25 (Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio) mantiene, en términos generales, las líneas del régimen del silencio administrativo establecidas en el artículo 43 LRJPAC, que ya había recogido la evolución normativa iniciada a raíz de la Ley 4/1999, seguida de la Ley 25/2009 (16) , de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley 17/2009 (trasposición de la Directiva 2006/123/CE de Servicios), que consagró la regla general del silencio positivo en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, regla que queda exceptuada en los casos que así se establezca por una norma con rango de Ley por razones justificadas de interés general o una norma de Derecho de la Unión Europea. Y por otra parte, introduce en la LRJPAC la regulación de las figuras de la declaración responsable y la comunicación previa, ya previstas en la Directiva de Servicios y en la citada Ley 17/2009.

El legislador hizo caso al Consejo de Estado y en el artículo 24 de la LPACAP establece el sentido desestimatorio del silencio, de forma expresa, en los procedimientos que impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente (en línea con la jurisprudencia de la Unión Europea, como la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 14 de junio de 2001, asunto C-230/00), en los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, así como en los de revisión de oficio iniciados a solicitud de los interesados.

Además de estas excepciones al silencio positivo, se mantienen la ya existente de los procedimientos cuya estimación tenga como consecuencia que se transfieran al solicitante o a terceros facultades relativas a dominio público o al servicio público. En este punto el Consejo General del Poder Judicial en su Informe sobre el Anteproyecto de la LPACAP (17)  mantuvo que la formulación así hecha, y que es la que finalmente ha quedado en el texto, puede originar, sin embargo, ciertas dudas interpretativas acerca de lo que cabe considerar como transferencia de facultades a los particulares. Un ejemplo de ello se encuentra en la STC 149/2011, de 28 de septiembre, donde se considera adecuado a derecho el régimen de silencio administrativo positivo existente en la regulación de los contratos de cesión de derechos de uso de aguas (artículo 68 del Texto Refundido de la Ley de Aguas) y para los supuestos en los que la Administración hídrica no emita la necesaria autorización de dichos contratos en los plazos establecidos. El Tribunal razona que la afección al dominio público ya se ha producido y se ha tenido en cuenta en el otorgamiento de la primitiva concesión, cuyos derechos al aprovechamiento de las aguas son objeto de transacción en el contrato de cesión de derechos de uso de agua, disponiendo el legislador de completa libertad, entonces, a la hora de establecer el sentido del silencio administrativo en los procedimientos administrativos relativos a dichos contratos.

Respecto al sentido del silencio en los procedimientos iniciados de oficio se mantiene la redacción prevista en la Ley 30/1992. En este punto surge a veces la duda de qué sentido tiene el silencio en el caso de que el administrado solicite una ampliación de plazo y la Administración no resuelva sobre la misma de forma expresa. En el supuesto de que dicha petición se haga dentro de un procedimiento iniciado de oficio, y siguiendo la regla establecida en el artículo 43 de la LRJPAC (ahora 25 de la LPACAP), el silencio sería negativo según el Tribunal Supremo que ha venido aplicando una visión amplia de los «procedimientos de oficio» en el sentido de que se consideran también de oficio aquéllas peticiones o solicitudes que efectúan los particulares en el marco de un procedimiento complejo o interdependiente, si el mismo arranca de oficio de la propia Administración (p.ej. contratación o expropiación, que lleva a que una solicitud de pago de intereses moratorios contractuales o de retasación de justiprecio, sin respuesta, deba considerarse desestimada).

Así, la Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de Abril de 2011: «(…) la petición de ampliación del referido plazo —para cumplimiento de condición de subvención— no es una solicitud que inicie un procedimiento administrativo sino una incidencia producida dentro de un procedimiento iniciado de oficio al que, en consecuencia, no le es aplicable lo previsto en el artículo 43 LPAC, tal como acertadamente concluye el Tribunal de instancia».

Por lo que se refiere al sentido del silencio cuando se impugna mediante recurso de alzada ("No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo anterior de este apartado) se aclara esta cuestión siguiendo la doctrina mantenida por el Tribunal Supremo, según la cual el doble silencio no se puede traducir en positivo cuando opera alguna de las excepciones que lo convierten automáticamente en negativo (Sentencia de 8 de enero de 2013):

«1.ª.– El silencio positivo se produjo en una primera ocasión en vía de solicitud, ya que esta no consistía en la expedición, renovación, homologación, convalidación o reconocimiento (del título de piloto de helicóptero) a que se refiere, como caso de excepción al silencio positivo, el Anexo 2 de la Disposición Adicional vigésimo-novena de la Ley 14/2000, modificada por la Ley 24/2001, sino que consistía, simplemente, en que se le expidiera una acreditación para optar a la prueba de vuelo para la posterior obtención del título de piloto, cosa que es de todo punto diferente. Así que en el caso regía sin excepción la norma del silencio positivo recogida en el artículo 43.2 de la Ley 30/92.

2.ª.– Pero, además, se volvió a producir el silencio positivo (incluso en el caso de que hubiera regido la excepción esgrimida por el Sr. Abogado del Estado y el primer silencio hubiera de ser entendido negativo), al no ser resulto el recurso de alzada en el plazo de los tres meses establecido en el artículo 115.2 de la Ley 30/92. En efecto, así lo dispone el artículo 43.2, párrafo segundo de la Ley citada, que después de establecer como regla de excepción el silencio negativo en los "procedimientos de impugnación de actos y disposiciones", establece la siguiente contraexcepción: "No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase resolución expresa sobre el mismo".

Esta contra excepción no debe regir en los casos de derecho de petición o de facultades relativas al dominio público, pero rige sin duda en los casos exceptuados del silencio positivo en el primer párrafo del artículo 43.2 de la Ley 30/92. La lógica así lo impone: si el supuesto es de un recurso de alzada contra una desestimación presunta, de suyo va que se refiere a materia en la que, por excepción, no rige la norma general del silencio positivo, sino el negativo. En conclusión, la Ley 30/92 quiere que en los casos de desestimación presunta de un recurso de alzada interpuesto contra una desestimación presunta, el silencio sea positivo aunque en vía de petición rija, por otra Ley, el silencio negativo.

Por lo tanto, producido el silencio (y por doble vez) la Administración no podía dictar resolución en sentido contrario, según el artículo 43.4.a) de la Ley 30/92, y por ello, tal como lo entendió la Sala de instancia, la resolución expresa impugnada, de fecha 19 de Diciembre de 2008, es disconforme a Derecho».

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Sevilla, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 2.ª, Sentencia de 1 Dic. 2011, resumen también el sentido del doble silencio de la alzada de esta forma:

«La regla general, ante procedimientos iniciados al solicitud del interesado, es la que se contiene en el artículo 43.1 de la Ley 30/1992 cuando prevé que "en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado...el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa legitima al interesado o interesados que hubieran deducido la solicitud para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley por razones imperiosas de interés general o una norma de Derecho comunitario establezcan lo contrario"; en claro por tanto que con carácter general será la falta de notificación (no del dictado) en plazo de la resolución que decide la solicitud del interesado la que determina con carácter general la producción del silencio.

El criterio legal es sin embargo otro para el caso en que se impugne en segunda instancia, alzada, la desestimación de la petición inicial, si esta es presunta. Para tal caso, lo que establece el segundo inciso del párrafo segundo del artículo 43.1 de la Ley 30/1992 es que se entenderá estimado el recurso de alzada si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente "no dictase resolución expresa" sobre el mismo. Por tanto, para este caso es la fecha del dictado de la resolución expresa, y no la de su notificación, la determinante de la producción o no del silencio».

3.  Normas generales sobre el lugar de presentación de los escritos dirigidos a la Administración

3.1.  Cuestiones generales sobre el lugar de presentación de escritos

Sin duda alguna el lugar donde el administrado puede presentar los escritos, solicitudes y comunicaciones dirigidas a la Administración cobra singular importancia desde el punto de vista de la corrección y validez de dicha presentación. No en vano, nos encontramos en ocasiones ante situaciones de invalidez o extemporaneidad de los recursos, peticiones o solicitudes, precisamente, por haber presentado el escrito correspondiente en oficinas, registros o por medios no válidos a efectos administrativos. En este punto cumple indicar que las Sentencias del Tribunal Constitucional 41/2001 y 90/2002 convalidaron la regla general de que los escritos deben presentarse en el lugar adecuado, así como que debe flexibilizarse esa norma en supuestos excepcionales, siempre y cuando quede constancia de la fecha en que el escrito se presentó en un registro público y que se acredite que el presentador obró con diligencia y que concurrieron circunstancias excepcionales, lo que habrá de examinarse caso por caso.

Por otro lado, cuando la LPACAP hace referencia a «solicitudes, escritos y comunicaciones» se refiere a cualquier tipo de documento, ya sea por su contenido (recurso, petición, solicitud, denuncia, queja, etc.) ya sea por su formato (papel escrito o electrónico).

En el estado actual de nuestra legislación y al día de la fecha, la presentación de escritos y solicitudes a la Administración todavía puede ser presencial y con soporte papel o no presencial por medios electrónicos o telemáticos. Ambas son válidas si se cumplen sus respectivos condicionantes normativos y producirán efectos según el artículo 4 del RD 772/1999 (18) .

Si bien es cierto que la LPACAP establece la obligación de que cada Administración cuente con un Registro electrónico y un Archivo electrónico único, la Disposición transitoria segunda de la norma (Registro electrónico y archivo electrónico único) establece que en el ámbito de la Administración General del Estado, mientras no entren en vigor las previsiones relativas al registro electrónico y el archivo electrónico único, durante el primer año, tras la entrada en vigor de la Ley, podrán mantenerse los registros y archivos existentes en el momento de la entrada en vigor de esta ley y b) durante el segundo año, tras la entrada en vigor de la Ley, se dispondrá como máximo, de un registro electrónico y un archivo electrónico por cada Ministerio, así como de un registro electrónico por cada Organismo público. La regulación de esta materia se encuentra en Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos.

Ya dijimos más arriba que la nueva ley de procedimiento administrativo establece la obligación de relacionarse con la Administración a través de medios electrónicos para las personas jurídicas, para determinados grupos de personas y para aquellas que voluntariamente así lo demanden, por lo que resulta obvio que estos obligados deberán presentar sus escritos, solicitudes o comunicaciones en el registro electrónico correspondiente.

La LRJSP (que comprende la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local) y al sector público institucional (que se integra por cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas, las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas, que quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de la Ley que específicamente se refieran a las mismas, y en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas, así como Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las previsiones de la Ley).

Respecto al sector público institucional cabe preguntarse si sería válida la presentación realizada por el administrado en un registro de cualquier Administración de un escrito dirigido, por ejemplo, a una sociedad mercantil. En nuestra opinión la respuesta sería negativa pues el artículo 16.4 en lo relativo al lugar de presentación de los documentos por los interesados se refiere única y exclusivamente a aquellos documentos «dirigidos a los órganos de las Administraciones Públicas». Por tanto, no menciona expresamente a los órganos del sector público en su conjunto y, mucho menos, al sector público institucional.

Por Administraciones Públicas se deben considerar: a) la Administración General del Estado; b) las Administraciones de las Comunidades Autónomas; c) las Entidades que integran la Administración Local; d) los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en el sector público.

Pudiera surgir la duda de si la LPACAP se aplica también a los órganos judiciales, pero en este sentido es claro que éstos se rigen en cuanto a su actuación por la Ley Orgánica del Poder Judicial y las distintas leyes procesales (LEC, LJ, etc.).

El art 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, prevé que:


«Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán presentarse:


	
a)  En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1.


	
b)  En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.


	
c)  En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.


	
d)  En las oficinas de asistencia en materia de registros.


	
e)  En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes».






Añade el precepto que los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros.

Por consiguiente, y aunque ya no se establece la oficina de registro física, propiamente dicha, como lugar de presentación de los documentos ante la Administración, lo cierto es que las Oficinas de asistencia en materia de registros vienen obligadas a recibir la documentación presentada en papel (por quienes no tuvieran obligación de hacerlo electrónicamente) y digitalizarla para su incorporación al expediente administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, «sin perjuicio de aquellos supuestos en que la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o resulte obligatoria la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no susceptibles de digitalización» (art. 16.5 LPACAP).

Resulta obvio que el registro general del órgano administrativo al que vaya dirigido el escrito o recurso correspondiente resultará el lugar idóneo para la presentación. No obstante, la jurisprudencia, con base en lo dispuesto por el artículo 24 de la Constitución, venía admitiendo la interposición de reclamaciones o de recursos en otros lugares diferentes de los expresamente enumerados por la normativa aplicable, y así el Tribunal Supremo llegó a considerar válida y eficaz la presentación de una reclamación económico-administrativa en la Comandancia del puesto de la Guardia Civil, o ante el Juzgado de Guardia —Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de febrero de 1998—; en igual sentido la Sentencia del TSJ de Canarias (Sta. Cruz de Tenerife) de 25 de enero de 1999, en la que se declaró, a los efectos de la presentación de escritos referentes a las reclamaciones económico-administrativas, que deben asimilarse a las Delegaciones de Gobierno y los Gobiernos Civiles las Delegaciones Insulares en su ámbito competencial.

Fue el R.D. 772/1999, de 7 de mayo (19)  (modificado posteriormente por el R.D. 136/2010, de 12 de febrero (20) ), el que desarrolló los artículos 35.c), 38, 46 y 70.3 de la Ley 30/92 con el objetivo de mejorar y facilitar las relaciones entre los ciudadanos y la Administración General del Estado, todo ello para, como señala la Exposición de Motivos del citado Real Decreto, avanzar «en la construcción del sistema global e intercomunicado de registros que pretende la citada Ley».

Con esta modificación, la Ley 30/1992 habilitaba a los ciudadanos a presentarlos en todos los registros de cualesquiera órganos administrativos que pertenezcan a la Administración General del Estado o a alguna de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con independencia de la Administración Pública y del órgano o entidad al que se dirigen. También los registros de las entidades que integran la Administración local podían servir como lugares de presentación de comunicaciones dirigidas a otra administración siempre que previamente hubieran suscrito un convenio al efecto (21) .

Aplicando la letra e) del artículo 38.4 de la LRJPAC [hoy, art. 16.4.e) de la LPACAP], que habilitaba como lugar de presentación de los escritos «cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes», el Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, añadió una letra c) al apartado 2 del artículo 2, con la siguiente redacción:

«c) A través de la ventanilla única regulada en el artículo 18 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio en relación solamente con los servicios incluidos en el ámbito de aplicación de dicha norma» (22) .


Así las cosas, la llamada ventanilla única ha sido incorporada expresamente en la ley procedimental y se puede concluir que los particulares (y también las Administraciones Públicas (23) ) tienen derecho a presentar las solicitudes, escritos y comunicaciones que dirijan a los órganos de cualquier Administración pública o de las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de ellas, en cualquiera de los siguientes lugares:

— De forma presencial (siempre que no se esté obligado a relaciones electrónicamente con la Administración):


	
•  En las oficinas de asistencia en materia de registros del órgano administrativo al que se dirijan.

	
•  En las oficinas de asistencia en materia de registros de cualquiera de los sujetos del artículo 2.1 de LPACPA: a) La Administración General del Estado. b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. c) Las Entidades que integran la Administración Local. d) El sector público institucional).

	
•  En las oficinas de correos, en la forma establecida reglamentariamente.

	
•  En las representaciones diplomáticas y oficinas consulares de España en el extranjero.

	
•  En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes.



— De forma electrónica:


	
a)  En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como:

	
b)  En los restantes registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1 (a) La Administración General del Estado. b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. c) Las Entidades que integran la Administración Local. d) El sector público institucional).



Se debe tener en cuenta que expresamente el art. 16.8 de la LPACAP establece ahora que «no se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial establezca otra forma de presentación».

3.2.  Regulación transitoria de la LRJPAC y concordancias con la LPACAP

Con independencia de esta regulación del lugar de presentación que establece la nueva ley procedimental, conviene hacer un repaso de los lugares habilitados por el art. 38 de la Ley 30/1992 y hasta ahora utilizados por los interesados. Y ello porque, como hemos dicho más arriba, el régimen transitorio de la nueva regulación hace que, en no pocos casos, resulte de aplicación lo que a continuación se expone máxime teniendo en cuenta que llegarán a la jurisdicción contencioso-administrativa asuntos en los que se ventilen supuestos de la antigua regulación.

a) Las oficinas de registro [art. 38.4.a) de la Ley 30/92].

Por oficinas de registro deben entenderse los lugares habilitados por la Administración Pública para que el ciudadano pueda presentar las solicitudes, escritos y comunicaciones que van dirigidos a aquella y sirven, igualmente a la propia Administración para registrar los documentos que remite al administrado, a entidades privadas u a otra Administración.

Partiendo de la base de que los registros administrativos constituyen el cauce mediante el cual se deja constancia de los escritos y comunicaciones que recibe la Administración (registro de entrada) y de los que ésta dirige a otros órganos o a particulares (registro de salida), el artículo 38 de la Ley 30/1992 establece que los órganos administrativos llevarán un registro general en el que se hará el correspondiente asiento de todo escrito o comunicación que sea presentado o que se reciba en cualquier unidad administrativa propia (apartado 1) y que dichos órganos administrativos podrán crear en las unidades administrativas correspondientes de su propia organización otros registros con el fin de facilitar la presentación de escritos y comunicaciones. Dichos registros serán auxiliares del registro general, al que comunicarán toda anotación que efectúen (apartado 2).

No ofrece lugar a dudas la distinción entre Registro General y Registros Auxiliares del órgano administrativo, pues el primero tiene carácter obligatorio como consecuencia de lo establecido en la ley, frente al carácter voluntario de los Registros Auxiliares que no nacen por imperativo legal sino como potestad de los propios órganos administrativos con el fin de facilitar la presentación de escritos y comunicaciones y dependen del Registro General, al que comunicarán toda anotación que efectúen.

Las distintas funciones del Registro General y el Auxiliar se encuentran reguladas para la Administración del Estado en el RD 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la Administración General del Estado, la expedición de copias de documentos y devolución de originales y el régimen de las Oficinas de Registro. En concreto en su art. 12 se establece que tienen la consideración de Oficinas de Registro Auxiliares aquellas que, ejerciendo idénticas funciones y para los mismos Órganos administrativos que la Oficina de Registro General, se encuentran situadas en dependencias diferentes de aquélla. Añade también el citado artículo 12 que, de cada Oficina de Registro General, podrán depender varias Oficinas de Registro Auxiliares, siendo aquella la que ejerce las funciones de constancia y certificación en los supuestos de litigios, discrepancias o dudas acerca de la recepción o remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones (24) .

Resulta a estos efectos indiferente para su eficacia que el administrado presente el documento en un Registro Auxiliar o en el Registro General del mismo órgano administrativo pues para el Tribunal Supremo (Sentencia de 14 febrero 2012), «el artículo 13 de esta norma reglamentaria (RD 772/1999, de 7 de mayo) cuando se refiere a las funciones de las oficinas de registro sostiene en su apartado a) que además de la recepción de solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a cualquier órgano o entidad de cualquier Administración pública, tienen la obligación de acuerdo con el apartado d) de efectuar la remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones a las personas, órganos o unidades destinatarias, obligaciones de recepción y remisión que han de cumplir en todo caso de conformidad con lo dispuesto en los arts. 2 y 3 del mismo Real Decreto». Añade, además, el Alto Tribunal que «En consecuencia el error cometido por quien presentó el escrito de petición en el departamento llamado "control de reparto" no excusa a la Administración de cumplir con su deber de remitir el escrito de petición que le fue dirigido al órgano competente la Dirección General de Política Universitaria, pues aquella oficina auxiliar de la Sección de Asuntos Generales del Ministerio (control de reparto) debió de encauzar adecuadamente el escrito para que llegase al órgano idóneo para su tramitación y posterior resolución».

En el mismo sentido la Sentencia del Tribunal Supremo, (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2.ª) Sentencia de 3 marzo 2010:

«El recurso debe desestimarse, pues como acertadamente se razona en la sentencia recurrida, en el artículo 12.6 del RIS (25)  se hace referencia a la presentación del Plan "en cualquiera de los registros del órgano administrativo competente", y dentro de éstos, hay que incluir a los registros auxiliares de ese órgano, conforme a lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 30/1992. No tiene en cuenta el Abogado del Estado la distinción entre registros del propio órgano administrativo, bien sean generales o auxiliares, y registros de otros órganos bien sean de la Administración Estatal, Autonómica o Local, respecto de los cuales si tendría razón de ser la distinción de efectos que plantea el Abogado del Estado, y es, en definitiva, la que se desprende del artículo 4 del Real Decreto 772/1999, en cuyos apartados 1 y 2 distingue claramente ambos efectos, según la clase de registro en que se presente. Por lo demás, el artículo 12 de ese Real Decreto, distingue entre registros generales y auxiliares, atribuyendo a cualquiera de ellas la naturaleza de registro propio del correspondiente órgano.

El registro de la Agencia Estatal de Administración Tributaria de Oviedo, en el que se presentó la solicitud, es un registro de la Agencia Tributaria, dentro de la cual se incluye la Oficina Nacional de Inspección, y, por tanto, hay que considerar que es registro del órgano competente para dictar la resolución. La tesis del Abogado del Estado es reduccionista y pugna con el plural que se utiliza en el art. 12.6 RIS, que habla de "cualquiera de los registros", y no sólo el del lugar en que radique ese órgano competente. Por otra parte, las argumentaciones que plantea en su escrito de interposición, respecto de las dificultades de cumplir plazos perentorios cuando los escritos se presenten en registros alejados, decaen, si se cumple el mandato contenido en el artículo 38 de la Ley 30/1992 de que "concluido el trámite de registro, los escritos y comunicaciones serán cursados sin dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que hubieren sido recibidas"».

También se ha admitido en algunas ocasiones el escrito presentado ante un registro que no resulta ser Registro Auxiliar del órgano administrativo al que va dirigido. Es el caso de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 7.ª, Sentencia núm. 76/2015 de 16 febrero que da por válida la presentación de la documentación de un proceso selectivo ante el registro de un órgano no considerado como auxiliar del CSIC y anula la resolución declarando el derecho del actor a que se le adjudique el destino que le hubiera correspondido, otorgándole cuantos derechos, de toda índole, incluso los económicos, le hubieran correspondido, desde aquella fecha, debiendo detraerse de éstos últimos las percepciones que hubiera tenido en otras actividades incompatibles que hubiera realizado:

«Por tanto, la cuestión a dilucidar en el presente recurso consiste básicamente en determinar si la presentación de la documentación en el IESA por el hoy recurrente ha de reputarse válida, como pretende el hoy recurrente, o al no tener dicho Instituto la consideración de registro auxiliar del CSIC, ha de estimarse que dicha documentación no fue presentada dentro del plazo legalmente establecido para ello.

En relación con lo que antecede, conviene subrayar que ciertamente los participantes en procesos selectivos están obligados a cumplir con las bases de la convocatoria y recae sobre ellos la carga de aportar la documentación en los términos que establezcan dichas bases, ya que así resulta conveniente para que el funcionamiento de esos procesos sea igual para todos los participantes y se desarrolle con la normal regularidad que exige el principio constitucional de eficacia administrativa (artículo 103 CE).

Pero debe destacarse también que esos criterios de racionalidad y proporcionalidad, que antes se han apuntado, no permiten valorar como incumplimiento de las repetidas bases aquellos comportamientos de los aspirantes que no respondan a una resistencia a observarlas, sino a una razonable duda sobre su significado o alcance. Cuando esto último suceda lo procedente será permitir subsanar el error inicial en que se pueda haber ocurrido. El IESA es un órgano mixto nacido de un convenio de colaboración entre la Junta de Andalucía y el CSIC. Es cierto también que la oficina del registro General del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC) creado por Orden ECI/3078/2005 de 27 de diciembre no contempla como tal al IESA. Ahora bien, existen elementos en las actuaciones que permiten advertir que el camino seguido por el Sr. Alberto estuvo determinado, de un lado por la existencia de dudas razonables sobre que el IESA, al ser un órgano dependiente del CSIC, no fuera a dichos efectos una oficina del mismo, y de otro, por la creencia que la propia Administración, al admitirle y sellarle la documentación por él presentada, le vino a sugerir que era adecuada su actuación, cuando además, lo presentaba dentro del plazo legalmente establecido para ello, dependiendo, por tanto, de la propia actuación de la Administración que dicha documentación hubiera sido trasladada al registro del CSIC dentro del plazo establecido.

Al ser esto así, teniendo en consideración que el defecto denunciado y por el que fue excluido el hoy actor, lejos de afectar al principio de capacidad que ha de regir en los procesos selectivos, es en realidad, un requisito formal, es por lo que, a nuestro juicio, la postura adoptada por la Administración actuante en el supuesto analizado fue contraria, en verdad, a los principios de mérito y capacidad, careciendo en el caso que examinamos la solución adoptada por la Administración de una justificación objetiva y medianamente razonable».

b) Oficinas de registro de cualquier órgano administrativo perteneciente a la Administración General del Estado, o de los Organismos públicos vinculados o dependientes de aquélla [art. 38.4.b) de la Ley 30/1992].

Como cuestión eminentemente práctica es conveniente saber que si se presenta el escrito ante el registro físico del órgano administrativo al que va dirigido no resulta necesario indicar, además, la dirección postal de dicho órgano. Por el contrario, si se presenta el documento en un registro distinto al del órgano al que se dirige, sí es conveniente indicar la dirección del mismo.

c) Oficinas de correos [art. 38.4.c) de la LRJPAC y art. 16.4.b) de la Ley 39/2015]

La determinación reglamentaria respecto a la presentación de escritos a dirigidos a la Administración a través de las oficinas de correos viene dada por el RD 1829/1999, de 3 de diciembre, en concreto en su artículo 31, que establece:


«Art. 31. Admisión de solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos o entidades dirijan a los órganos de las Administraciones públicas.

Las solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos o entidades dirijan a los órganos de las Administraciones públicas, a través del operador al que se le ha encomendado la prestación del servicio postal universal, se presentarán en sobre abierto, con objeto de que en la cabecera de la primera hoja del documento que se quiera enviar, se hagan constar, con claridad, el nombre de la oficina y la fecha, el lugar, la hora y minuto de su admisión. Estas circunstancias deberán figurar en el resguardo justificativo de su admisión. El remitente también podrá exigir que se hagan constar las circunstancias del envío, previa comparación de su identidad con el original, en la primera página de la copia, fotocopia u otro tipo de reproducción del documento principal que se quiera enviar, que deberá aportarse como forma de recibo que acredite la presentación de aquel ante el órgano administrativo competente.

Practicadas las diligencias indicadas, el propio remitente cerrará el sobre, y el empleado formalizará y entregará el resguardo de admisión, cuya matriz archivará en la oficina.

Los envíos aceptados por el operador al que se encomienda la prestación del servicio postal universal, siguiendo las formalidades previstas en este artículo, se considerarán debidamente presentados, a los efectos previstos en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en su normativa de desarrollo».



Por tanto, para que la presentación tenga validez ante la Administración deberá procederse de la siguiente manera:


	
—  Se sella por Correos la primera hoja del original y copia del escrito a presentar; el original se introduce dentro del sobre (con identificación de la fecha en que se ha presentado en el sello), y la copia se devuelve (con la misma identificación en el sello, que sirve de acreditación de «entrada» para el cumplimiento de plazos).

	
—  Si se desea, también se puede sellar la primera hoja de los documentos que se envían; pero este sello no servirá de compulsa de la copia frente al original, sino de acreditación de que el documento en sí ha sido enviado.



La Sentencia de 20 de septiembre de 2011 de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco señala al efecto:

«De las normas consignadas en el fundamento anterior se colige, sin género de dudas, que nuestra normativa procedimental desde la LPA 1958 a la vigente LRJAPAC 1992 ha venido exigiendo al hacer la entrega en el Servicio de Correos la presentación en sobre abierto y haciendo constar la fecha.

Las modificaciones sustanciales se circunscriben a que la exigencia legal en sobre abierto de la LPA 1958 se ha degradado a requisito reglamentario bajo la LRJAPAC por razón de la remisión en blanco que la misma efectúa. Y que el nuevo marco reglamentario vigente desde 1999 contempla incluso la obligatoriedad de la consignación de la hora y el minuto.

Se ha constatado que hubo una interpretación flexible de la norma pero la más reciente posición de este Tribunal vertida en STS de 5 de abril de 2006, recurso de casación 7437/2002, se ha decantado por la asunción literal del art. 38.4.c) LRJAPAC en relación con el art. 205 del Decreto 1653/1964, de 14 de mayo, negando la pertinencia de extender la anterior jurisprudencia a supuestos en que no está en juego el acceso a los recursos y, por ende, el derecho de defensa en el ámbito administrativo, sino la adquisición de una posición jurídica ventajosa para el particular afectado.

Más con anterioridad la STS de 5 de junio de 2003, recurso de casación 8204/93 bien había abandonado aquella interpretación flexible en un supuesto de recurso administrativo negando eficacia a la fecha de envío de documentación enviada en sobre cerrado certificado.

Sin perjuicio de que la última jurisprudencia exija para determinar la fecha de presentación de documento que se lleve a cabo en sobre abierto, en el caso de autos nos encontramos además con las bases del concurso que constituyen la regla que deben respetar administrado y administración.

Y si en las mismas figuraba como requisito la presentación en sobre abierto no cabe eludir la citada exigencia pues las bases del concurso constituyen regla a respetar por los concursantes. Tampoco prospera este motivo».

La Sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4.ª, de 19 enero aclara, con cierta ironía, que las oficinas de correos a las que se refiere la ley deben ser españolas:

«Que es evidente que la previsión del apartado c) se refiere a las oficinas de correos españolas, pues no de otra forma se entendería desde el momento en que hace una llamada para que ese modo de presentación de escritos quede sujeto a las previsiones reglamentarias, no siendo posible que la Administración General del Estado reglamente el servicio de correos británico; en consecuencia sólo ante una dependencia administrativa española se pueden presentar escritos, bien sea en territorio nacional o, fuera de él, ante representaciones diplomáticas o consulares.

Que por último y frente a la claridad del artículo 38,4,d) de la Ley 30/1992, no tiene eficacia alguna la invocación que hace del Convenio Postal Universal y Protocolo Final de Seúl, de 14 de septiembre de 1994, pues, con independencia de que fue publicado en España en el BOE de 8 de agosto de 1997, lo que prevé es que las Administraciones se pondrán de acuerdo en cuanto a los criterios para la inscripción global de envíos certificados, cuando en el caso de autos no se está ante un problema de criterios sino de legalidad administrativa de un certificado hecho en Londres».

En igual sentido la Sentencia núm. 12/2005 de 14 enero del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso-Administrativo, cuando dice:

«Así, pese a que la parte actora aduce que en esas oficinas de Correos están incluidas las de terceros países miembros de la Unión Europea, la Sala considera que esa norma sólo se refiere a las oficinas de Correos españolas por ser las que forman parte de la Administración Pública española y, por tanto, las únicas sobre las cuales el poder ejecutivo español puede ejercer la potestad reglamentaria aludida en el propio precepto legal, siendo el cumplimiento de esas subsiguientes normas reglamentarias las que permiten atribuir eficacia jurídica a la presentación de un escrito en tales oficinas por las garantías que ofrecen. En apoyo de la conclusión expuesta debe destacarse que el mismo artículo 38.4 de la Ley 30/92 establece también como lugares de presentación de escritos "las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero", lo que significa que esas representaciones y oficinas son los lugares donde deben presentarse los escritos dirigidos a las Administraciones Públicas españolas desde el extranjero para que la fecha de remisión sea tenida en cuenta a la hora de computar los plazos legales, lo que excluye que la presentación de escritos en las oficinas de Correos de terceros países sea equivalente a su presentación en el registro de la Administración Pública española destinataria del envío».

No obstante lo anterior, el Tribunal Supremo en sentencia de 4 de julio de 2005, consideró como válida a efectos de la presentación de la solicitud de devolución de IVA de una empresa domiciliada en Italia la presentación en la Oficina de Correos italiana disponiendo, una vez recogida la normativa interna sobre la materia, que «cabía prescindir de su estricto cumplimiento cuando se podían entender razonablemente cumplidas las finalidades que trataban de garantizar, esto es, además de la fecha de presentación, la identidad o identificación de los escritos presentados en las Oficinas de Correos que se dirigen a una determinada Dependencia Administrativa». Dicho criterio ha sido acogido por la Audiencia Nacional en diversas sentencias como la de 11 de septiembre de 2009 y 14 de octubre de 2008).

Se ha dicho por el Tribunal Supremo, Sentencia de la Sección Séptima de la Sala Tercera de 3 de noviembre de 2011 que la circunstancia de que en el sello estampado por la oficina de correos no conste la hora en que se produjo la presentación constituye una falta de diligencia del funcionario de correos «que no le es imputable al interesado, en cuanto que según el artículo 31 del Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre, corresponde al operador al que se ha encomendado la prestación del servicio postal universal el hacer constar no solo el día, sino también la hora de presentación de las solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos dirijan a los órganos de las Administraciones públicas "(..) De esta forma, quien, como sucede en el caso de autos, decide presentar el escrito que ha de producir efectos en sede administrativa acudiendo al operador que presta el servicio postal cumple con hacerlo en los términos previstos en el precepto reglamentario anteriormente citado: depositándolo en sobre abierto en la oficina correspondiente al objeto de que el empleado encargado de su recepción consigne en la cabecera del documento las menciones referidas (nombre de la oficina, fecha, lugar, hora y minuto de la admisión), sin que pueda hacerse responsable a quien presenta el documento de las eventuales omisiones o deficiencias que el encargado de la recepción haya podido cometer al consignar los extremos previstos reglamentariamente"».

En cuanto a trámites procesales judiciales realizados a través de las oficinas de correos, señala el Auto del Tribunal Supremo, Sala Cuarta, de lo Social, de 13 Ene. 2016, que:

«(…) ha de estarse no a la fecha de la presentación del escrito en la oficina de Correos, sino a la de registro del mismo en el órgano judicial al que se dirija, en previsión específica y diferente de la que rige en términos generales para el resto de las Administraciones Públicas. Habiéndolo entendido así reiteradas resoluciones de esta Sala, dictadas en supuestos idénticos al presente cual puede apreciarse en la STS de 23/04/1992, y en los Autos de 18/02/1997 y 29/09/1998 en todos los cuales se ha mantenido el criterio de que «carece de efectividad procesal cualquier otra modalidad de presentación de escritos (que no sea la del citado art. 44) y en concreto la consistente en la utilización de la Oficina de Correos, con la consecuencia natural de que la fecha que ha de tenerse en cuenta para estimar bien presentado el escrito no puede ser la de su depósito en dicha oficina por carecer de validez procesal, sino la de llegada de dicho escrito al lugar adecuado, o sea, a la oficina judicial, de manera que sólo podría haberse aceptado como presentado en tiempo y forma aquel escrito si hubiera llegado al registro de la Sala dentro del plazo legal para recurrir cual esta Sala ha admitido en algún supuesto. «En definitiva, sólo si el escrito enviado por Correos, o por medio de cualquier otro vehículo para su traslado, llega antes de la fecha final del plazo procesal se convalida la utilización del mismo, por la circunstancia accidental de que con ello se ha cumplido la previsión del repetido art. 44, como esta Sala aceptó y puede apreciarse en su auto de 10/03/1997, habiendo sido este criterio seguido por los recientes autos de esta Sala resolutorios del recurso de queja de 06/03/2014 29/05/2014, 19/06/2013, 10/09/2014 y 17/12/2014».

d) Representaciones diplomáticas y oficinas consulares de España en el extranjero [Art. 38.4.d) de la LRJPAC y art. 16.4.c) de la Ley 39/2015].

Al amparo de lo previsto en el Art. 38.4.d) de la LRJPAC (hoy art. 16.4.c) de la Ley 39/2015), los ciudadanos pueden presentar las solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidas a los órganos de las Administraciones públicas en las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero, y aquellos serán cursados sin dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que hubieran sido recibidas.

e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes [art. 38.4 LRJPAC y art. 16.4.e) LPACAP].

Es el caso, por ejemplo, de determinadas entidades bancarias cuando actúan como colaboradoras de la Administración en supuestos concretos debidamente regulados (26)  como pueden ser la gestión de ayudas, subvenciones, etc.

Este apartado del artículo 38.4 de la LRJPAC y artículo 16.4.e) de la LPACAP son, además, como una previsión de futuro para incluir sucesivamente otros lugares de presentación que no sean los señalados en los demás apartados de las norma.

3.3.  Medios de presentación de los escritos, solicitudes y recursos

La Exposición de Motivos de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos ya señalaba que la informatización de registros y archivos del artículo 38 de la LRJPAC en su versión originaria y, especialmente, en la redacción que le dio la Ley 24/2001 de 27 de diciembre al permitir el establecimiento de registros telemáticos para la recepción o salida de solicitudes, escritos y comunicaciones por medios telemáticos, abría el paso a la utilización de tales medios para relacionarse con la Administración y la misma Ley 24/2001 modificó el artículo 59 permitiendo la notificación por medios telemáticos si el interesado hubiera señalado dicho medio como preferente o consentido expresamente (hoy el art. 14.1 de la LPACAP).

Así las cosas, la mencionada Ley 11/2007, de 22 de junio estableció el reconocimiento general del derecho de acceder electrónicamente a las Administraciones Públicas y además, a elegir, entre aquellos que en cada momento se encuentren disponibles, el canal a través del cual relacionarse por medios electrónicos con las Administraciones Públicas (art. 2.a).

3.3.1.  Fax

Respecto de este medio, la Sentencia de la Audiencia Nacional de 26 de abril de 2012, concluye con determinación que:

«De la interpretación conjunta de tales artículos, y siendo el fax un medio electrónico de comunicación, en cuanto permite transmitir escritos o gráficos por la línea telefónica, esta Sala entiende que ningún impedimento existe, en la actualidad, para considerar válidamente presentado, ante cualquier órgano de la Administración, un escrito dirigido al mismo a través de dicho fax siempre, claro está, que conste la efectiva recepción del mismo por tal Administración».

La Sentencia de 21 de noviembre de 2014 de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, sede de Burgos señala respecto a la presentación a través de fax lo siguiente:

«Este precepto permite la posibilidad de presentar las solicitudes, escritos y comunicaciones en cualquier otro medio que establezcan las disposiciones vigentes, y, en cuanto a la presentación de escritos por medio de fax, el Decreto 118/2002, en su Anexo I, establece los números de fax a los que se deben dirigir los escritos, que equivale a la presentación en el registro a los efectos de considerar presentado en forma y plazo el correspondiente escrito. Los números de fax que se recogen en este Decreto son 983 419 854 y 983 418 994 (que se vuelven a repetir en el Anexo III de la Orden HAC/450/2013, de 30 de abril, por la que se hace pública la relación de las unidades en las que se realiza la función de registro así como de sus números oficiales de telefax). Sin embargo, el recurso de apelación se presentó por vía de telefax a través del número 983 419 933, pero ello por sí solo no puede dar lugar a que se deje sin efecto el recurso de alzada interpuesto, considerándolo inadmitido, si no concurren otras circunstancias que determinen que este recurso de alzada no se ha interpuesto en tiempo y forma, debiéndose dar prioridad a la tutela judicial efectiva que recoge el art. 24 de la Constitución frente a un mero defecto formal de remisión del fax a través de un número distinto del previsto expresamente por el Decreto 118/2002 y por la Orden HAC/450/2013. En el presente supuesto nos encontramos con que la resolución de fecha 29 de agosto de 2012 expresamente recogía que contra la misma puede interponerse recurso de alzada ante la Dirección General del Medio Natural de la Junta de Castilla y León, y en la página web de esta Dirección General figura expresamente el fax número NUM001, sin que se especifique ninguna otra circunstancia, mientras que en la web de la Consejería aparecen los dos números que recoge el Decreto (983 419 854 y 983 418 994), por lo que lo lógico es que, si estos dos números de fax son los previstos para hacer efecto de registro en la recepción de escritos por la normativa vigente, estos dos números son los que deberían aparecer en la web de la Dirección General del Medio Natural, sin que se entienda la finalidad de hacer constar otro fax que no tiene ninguna finalidad, ya que no se puede remitir al mismo ningún escrito que pueda surgir efecto alguno, salvo que la propia Dirección, por propia voluntad, dé validez a la presentación del escrito a través de este número de fax. La indicación de este número en la página web provoca equívocos a aquellos que, confiados en esta información, utilizan este fax para comunicarse con la Dirección General del Medio Natural. Este equívoco provocado por la propia Administración no puede considerarse en beneficio de la misma, y debe entenderse como número idóneo para la interposición del recurso de alzada.

(…)Dirigido el recurso de apelación al fax que aparece en la página web de la propia Dirección General del Medio Natural, debe considerarse como fecha de presentación del mismo, la fecha de recepción del escrito en este fax, que, como se recoge claramente en las hojas que figuran a los folios 36 a 39 del expediente administrativo, tuvo lugar el día 20 de septiembre de 2012; que por otra parte nada se indica que lleve a otra conclusión en el oficio de fecha 15 de octubre de 2012, por el que la Técnico de la Dirección General del Medio Natural remite la copia del recurso de alzada interpuesto al Servicio Territorial de Medio Ambiente (folio 40 del expediente administrativo)».

En el mismo sentido de admitir como medio de presentación el fax, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia, Sala de lo Contencioso, sede de Barcelona de fecha 13 de diciembre de 201.

«En tercer lugar, la entrada del escrito en dependencias administrativas es evidente. Es más, el escrito fue remitido al número de fax que aparece en las comunicaciones de la Comissió interdepartamental de la RMI que obran en los folios 47 y 48 del expediente administrativo, con transmisión ok como acredita la recurrente al interponer el recurso. Y si ello es así, el artículo 38.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, imponía al titular de la dependencia administrativa en que se recibió el escrito por fax, el deber de llevarlo a Registro para formalizar su entrada, siendo la fecha de dicha presentación, la que debería haberse tenido en cuenta para apreciar la temporaneidad o extemporaneidad del recurso.

Al no hacerlo así la autoridad o funcionario receptor del fax, nada menos que durante más de un mes, tal inacción administrativa con incumplimiento de un deber impuesto legalmente, no puede perjudicar a la parte ahora recurrente, pues es evidente que situado el Registro en la misma ciudad aunque pudiera estar en una dirección diferente, un mes y dos días (plazo que transcurrió entre el primer y el segundo escrito) no aparece como razonable para demorar el registro efectivo del primer escrito. Escrito que por cierto, y a tenor de lo que apreciamos en el expediente administrativo, nunca fue llevado a Registro por parte de sus receptores, en lo que de nuevo constituye una actuación irregular de la Administración receptora».

3.3.2.  En los registros de las Administraciones de las Comunicaciones Autónomas

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38.4.b) de la Ley 30/1992, de Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los ciudadanos pueden presentar, en los registros de cualquier órgano administrativo que pertenezca a la Administración General del Estado o a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas, las solicitudes, escritos y comunicaciones que dirijan a los órganos y entidades de derecho público de cualquier Administración.

3.3.3.  En los registros de las entidades que integran la Administración local; siempre que previamente se haya suscrito el correspondiente convenio

Cuando los escritos o comunicaciones vayan dirigidos a la Administración General del Estado, de la Administración de las Comunidades Autónomas o a otro ente local solo podrá hacerse en los registros de las entidades que integran la Administración Local cuando previamente hayan suscrito un convenio al efecto. Es lo que se ha denominado Convenio Marco, que no es otra cosa que un acuerdo entre Administraciones Públicas para ofrecer la «ventanilla única» (o como el propio convenio indica, «oficinas integradas de atención al ciudadano»), que entre otros servicios, prestarán el de servir de registro de entrada al conjunto de las Administraciones Públicas. En cada Comunidad Autónoma existe un convenio de este tipo, que tendrá mayor o menor implantación en los municipios de dicha Comunidad (27) .

En el registro de los Entes Locales no adheridos al Convenio de que se trate se podrán presentar cualesquiera escritos o comunicaciones pero solo tendrá eficacia para presentar documentos dirigidos a ese mismo Ente Local, y no a otra Administración Pública. Por el contrario, se pueden presentar escritos dirigidos a ese Ente Local «no adherido» en cualquiera de los Entes firmantes del convenio, por el carácter general del registro como «ventanilla única» de algunas Administraciones.

3.3.4.  La presentación de escritos y solicitudes a la Administración por medio de servicios telemáticos

Como señala MÁRQUEZ FERNÁNDEZ (28)  las Administraciones han realizado importantes inversiones para incorporar la utilización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) en su quehacer diario. Estas tecnologías han permitido —en distinto grado— automatizar un elevado número de procesos y procedimientos y ha simplificado considerablemente el trabajo interno desarrollado por muchos departamentos, con la correspondiente mejora de su eficiencia, cumpliendo así una parte de las expectativas que la Administración electrónica había despertado.

La Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social reformó la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común añadiendo un apartado noveno al art. 38 (29)  que regulaba la presentación de escritos y solicitudes a la Administración por medio de servicios telemáticos en ambos sentidos; del administrado a la Administración y de la Administración al administrado. Posteriormente ese apartado noveno fue derogado por el número 1 de la Disposición Derogatoria Única de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos y dicha Ley en su artículo 24 disponía que:


«1. Las Administraciones Públicas crearán registros electrónicos para la recepción y remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones. 2. Los registros electrónicos podrán admitir:

a) Documentos electrónicos normalizados correspondientes a los servicios, procedimientos y trámites que se especifiquen conforme a lo dispuesto en la norma de creación del registro, cumplimentados de acuerdo con formatos preestablecidos.

b) Cualquier solicitud, escrito o comunicación distinta de los mencionados en el apartado anterior dirigido a cualquier órgano o entidad del ámbito de la administración titular del registro.

3. En cada Administración Pública existirá, al menos, un sistema de registros electrónicos suficiente para recibir todo tipo de solicitudes, escritos y comunicaciones dirigidos a dicha Administración Pública. Las Administraciones Públicas podrán, mediante convenios de colaboración, habilitar a sus respectivos registros para la recepción de las solicitudes, escritos y comunicaciones de la competencia de otra Administración que se determinen en el correspondiente convenio».



Como puede observarse se pasó del «Se podrán crear registros telemáticos…» del apartado 9 del art. 38 de la LRJPAC creado por la Ley 24/2001, al «crearán registros electrónicos…» del artículo 24, antes transcrito, de la Ley 11/2007, hasta llegar al actual art. 16 de la LPACAP que establece:


«1. Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, Organismo público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. También se podrán anotar en el mismo, la salida de los documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares.

Los Organismos públicos vinculados o dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio registro electrónico plenamente interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la Administración de la que depende.

El Registro Electrónico General de cada Administración funcionará como un portal que facilitará el acceso a los registros electrónicos de cada Organismo. Tanto el Registro Electrónico General de cada Administración como los registros electrónicos de cada Organismo cumplirán con las garantías y medidas de seguridad previstas en la legislación en materia de protección de datos de carácter personal.

Las disposiciones de creación de los registros electrónicos se publicarán en el diario oficial correspondiente y su texto íntegro deberá estar disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. En todo caso, las disposiciones de creación de registros electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de su gestión, así como la fecha y hora oficial y los días declarados como inhábiles.

En la sede electrónica de acceso a cada registro figurará la relación actualizada de trámites que pueden iniciarse en el mismo».



El Registro Electrónico debe emitir automáticamente un recibo acreditativo de la presentación del escrito, solicitud o comunicación de que se trate, en el que constaran los datos proporcionados por el interesado, con indicación de la fecha y hora en que tal presentación se produjo en el servidor y una clave de identificación de la transmisión (art. 16.3 LPACAP, «… recibo consistente en una copia autenticada del documento de que se trate, incluyendo la fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro, así como un recibo acreditativo de otros documentos que, en su caso, lo acompañen, que garantice la integridad y el no repudio de los mismos»). En cuanto al recibo de esos otros documentos que acompañen al documento principal supone mayores garantías para el administrado que el sistema de los registros presenciales (artículo 38 de la LRJPAC), ya que éstos no prevén ninguna forma de acreditación por parte de la Administración pública de los documentos acompañados al escrito principal.

Dicho recibo consiste en un fichero electrónico firmado con el certificado del servicio Web del órgano administrativo de que se trate que goza de plena validez legal y que el administrado puede y debe conservar como justificante. En caso de que no se reciba el mensaje de confirmación del Registro Electrónico, el administrado debe ser advertido de que la falta de recepción del mensaje de confirmación o, en su caso, la recepción de un mensaje de indicación de error o deficiencia de la transmisión implica que no se ha producido la recepción, debiendo realizarse la presentación en otro momento o utilizando otros medios para evitar indefensión.

Por otro lado, cuando una solicitud ha sido rechazada por el registro electrónico del órgano en cuestión por no corresponder a éste su recepción y/o tramitación, a pesar de tener en poder el recibo del Registro Electrónico, la unidad a la que corresponda el asunto de la solicitud y que reciba la misma debe informar al administrado por correo electrónico del rechazo de la misma, indicándole los motivos de la devolución.

Al tratarse en nuestro caso de un registro electrónico, debemos acudir a la norma especial relacionada con este ámbito, que en nuestro caso es el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos. El art. 37.3 del Reglamento establece:


«3. Los registros electrónicos admitirán:

a) Documentos electrónicos normalizados correspondientes a los servicios, procedimientos y trámites que se especifiquen conforme a lo dispuesto en la norma de creación del registro, cumplimentados de acuerdo con formatos preestablecidos.

b) Cualquier solicitud, escrito o comunicación distinta de los mencionados en el párrafo anterior dirigido a cualquier Administración Pública.

4. De acuerdo con el artículo 16.8 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, no se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial establezca otra forma de presentación. En estos supuestos, el órgano administrativo competente para la tramitación del procedimiento comunicará esta circunstancia al interesado e informará de los requisitos exigidos por la legislación específica aplicable».
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	El Programa Nacional de Reformas de España para 2015 dice sobre la Ley del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y la de Procedimiento Administrativo Común que "Estas leyes mejoran el proceso de elaboración normativa y favorecen la racionalización organizativa, debiendo estar justificada la creación y el mantenimiento de nuevos organismos o entidades Públicas".
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	El Real Decreto 479/2013, d 21 de junio, creó la Oficina para la Ejecución de la Reforma de la Administración, OPERA, con el objetivo de velar por la ejecución de las medidas incluidas en el informe de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas, asumir su seguimiento, impulso, coordinación y, en su caso, proponer nuevas medidas.
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	Introducción de la Ley 39/2015.
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	COMPANYS i ALET, A. «Principales novedades introducidas por las leyes 39/2015 y 40/2015 en materia de procedimiento administrativo y régimen jurídico de las administraciones públicas»; Foro de Actualidad, Actualidad Jurídica Uría Menéndez / 41-2015 / 85-95.
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	ROMERO GÓMEZ, F. «Reflexiones sobre la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: hacia una nueva posición de los ciudadanos en el procedimiento», Revista Aranzadi Doctrinal núm. 11/2015, Editorial Aranzadi, SA.
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	GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, S. «Las claves de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas» (BOE 2 de octubre de 2015), Actualidad Administrativa, núm. 11 (nov.2015), pp.77-81.
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	Sobre la obligatoriedad de términos y plazos y sobre la necesidad de distinguir entre el derecho de acción y el derecho material protegido por aquella ver Sentencia de la Sala 4.ª del Tribunal Supremo de 22 de julio de 1986, Ponente GONZÁLEZ Navarro.


	 Ver Texto 
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	GARCÍA PÉREZ, M. M. El cómputo de los plazos fijados en meses y el reto de la claridad de las normas, Universidade da Coruña: Servicio de Publicaciones 2003.


	 Ver Texto 
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	GONZÁLEZ PÉREZ, J., Manual de Practica Forense Administrativa, Civitas, 1993.


	 Ver Texto 
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	Novedad introducida por el art. 30.1 de la LPACAP.
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	 (11) 

	Con ello el artículo 48 LRJPAC cumple con lo establecido en el Reglamento (CEE, Euratom) núm. 1182/71, de 3 de junio, concretamente el artículo 3.1, párrafo 2.º en el que se establece lo siguiente: «Si un plazo expresado en días, semanas, meses o años debe contarse a partir del momento en que sobrevenga un acontecimiento o se cumplimente un acto, el día durante el cual ocurra dicho acontecimiento o se cumplimente dicho acto no se computará en el plazo».
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	 (12) 

	El mismo criterio en STS de 1-07-2009 y SSAN 1-6-13 y 20-07-2009 y 18-09-2009. La STSJ de Andalucía de 29 de junio de 2001, que sigue criterio distinto al que acabamos de exponer: «(...) como hemos adelantado, los hechos suceden vigente otro texto del artículo 48 de la Ley 30/92, concretamente el resultado de la modificación llevada a cabo por la Ley 4/1999, de 13 de enero. Esta nueva redacción del texto legal se limita a decir que si el plazo se fija por meses, estos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación del acto, y elimina el término de "fecha a fecha" que se recogía en el texto original. Aplicando esta nueva redacción del artículo 48 de la Ley 30/92, si el acto se notifica el 6 de octubre de 1999, quiere ello decir que el cómputo se inicia el día 7 siguiente y concluye el 7 de noviembre del mismo año. Como quiera que el día 7 de noviembre era domingo, se aplicará el apartado 3 del citado artículo 48, que prorroga el plazo al primer día hábil siguiente es decir, al día 8 de noviembre de 1999. Como esta fue la fecha en que el actor presentó el recurso de alzada, debe declararse la nulidad del acto impugnado y ordenar la Administración que con retracción de las actuaciones, resuelva el recurso de alzada, pronunciándose sobre las cuestiones en el planteadas, dictando, en definitiva, la resolución que proceda, ya que esta es la única pretensión formulada por la parte».
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	A modo de ejemplo traemos aquí lo que se publica en la sede electrónica de la Universidad Pablo de Olavide respecto a rango Horario y cómputo de plazos del servicio de registro electrónico: «El servicio de Registro Electrónico puede utilizarse durante las 24 horas del día, todos los días del año, rigiéndose por la fecha y hora oficial española. Serán considerados días inhábiles para el Registro Electrónico de la Universidad Pablo de Olavide los así declarados para todo el territorio nacional, para el territorio de la comunidad autónoma andaluza, para el término municipal de Sevilla, así como los que se determinen en el propio ámbito de la citada Universidad, especialmente en relación con los municipios de Dos Hermanas y Alcalá de Guadaira. Se pueden ver en el Calendario Oficial de la Universidad Pablo de Olavide (2015 y 2016), complementado con las Resoluciones de 1 y 12 de diciembre de 2014 de la Universidad Pablo de Olavide, por las que se declaran: inhábil el periodo vacacional correspondiente a las navidades de 2015, a efectos del cómputo de plazos en los procesos de Gestión de los servicios Inhabilidad del periodo vacacional de Navidad de 2015, y se determinan los periodos de apertura y cierre de Registro General, los horarios y la interrupción del servicio de publicaciones en el Tablón Electrónico Oficial, durante el periodo vacacional de Navidad de 2015: Horarios».
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	Sitios seguros en Internet son aquellos que, aunque requieran de datos personales, certifican que no los utilizarán de forma ilegítima o para fines que pudieran ocasionar algún perjuicio al usuario.
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	Sentencia TS, Sala 3.ª, sec. 6.ª, 21 de marzo de 2000: para que cualquier reclamación produzca efectos interruptivos de la prescripción, es preciso que no aparezca como inidónea o improcedente y que esté encaminada a lograr el resarcimiento del daño o perjuicio frente a la Administración responsable, siempre que comporte una manifestación de la voluntad de hacer efectiva la responsabilidad patrimonial de la Administración por alguna de las vías posibles para ello.


	 Ver Texto 
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	Para el Consejo de Estado esta regulación del silencio va más allá de lo que dispone la Directiva 2006/123/CE y así en su Dictamen 779/2009, de 21 de mayo, ya señaló que lo que realmente impone la Directiva es la generalización de la regla del silencio positivo en los procedimientos que regulen el acceso a tales actividades y su ejercicio, pero no al resto de los procedimientos administrativos. De acuerdo con lo establecido en la Directiva, la nueva redacción de la regla del silencio positivo debe prever la justificación de una imperiosa razón de interés general para excluir el sentido positivo del silencio en relación con el acceso a actividades y su ejercicio.


	 Ver Texto 
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	Informe sobre el Anteproyecto de Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.


	 Ver Texto 
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	Vigente hasta el 2 de octubre de 2016.


	 Ver Texto 
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	Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la Administración General del Estado (BOE núm. 122, de 22 de mayo de 1999), vigente hasta el 2 de octubre de 2016.
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	Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la Administración General del Estado, la expedición de copias de documentos y devolución de originales y el régimen de las oficinas de registro (BOE núm. 49/2010, de 25 de Febrero de 2010).
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	 (21) 

	Respecto a la necesidad de que el convenio efectivamente exista, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1.ª, Sentencia núm. 941/2010 de 15 septiembre, dijo: «A lo que alude el párrafo transcrito es a lo que se ha denominado derecho del ciudadano a la presentación de solicitudes mediante un sistema de adscripción indistinta, para cuya viabilidad no resulta óbice la efectiva suscripción de los oportunos convenios entre las Administraciones Públicas, pues la no existencia de los mismos, en absoluto, puede perjudicar al administrado quedando limitada su ausencia a una mera cuestión doméstica sin trascendencia de gravamen alguno para aquel».
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	 (22) 

	Artículo 18 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre: «Artículo 18. Ventanilla única.1. Los prestadores de servicios podrán acceder, electrónicamente y a distancia a través de una ventanilla única, tanto a la información sobre los procedimientos necesarios para el acceso a una actividad de servicios y su ejercicio, como a la realización de los trámites preceptivos para ello, incluyendo las declaraciones, notificaciones o solicitudes necesarias para obtener una autorización, así como las solicitudes de inscripción en registros, listas oficiales, asociaciones, colegios profesionales y consejos generales y autonómicos de colegios profesionales. 2. Las Administraciones Públicas garantizarán que los prestadores de servicios puedan, a través de la ventanilla única: a) Obtener toda la información y formularios necesarios para el acceso a su actividad y su ejercicio. b) Presentar toda la documentación y solicitudes necesarias. c) Conocer el estado de tramitación de los procedimientos en que tengan la condición de interesado y recibir la correspondiente notificación de los actos de trámite preceptivos y la resolución de los mismos por el órgano administrativo competente. 3. Asimismo, las Administraciones Públicas adoptarán las medidas necesarias e incorporarán en sus respectivos ámbitos las tecnologías precisas para garantizar la interoperabilidad de los distintos sistemas».
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	El Tribunal Supremo ya ha sentado que el derecho a presentar las solicitudes, escritos y comunicaciones en dichos lugares es extensible también a otras Administraciones que no sean las llamadas a resolver. Así, la Sentencia de del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5.ª, Sentencia de 24 febrero 2015: «La referencia que el precepto realiza a "los ciudadanos" como destinatarios de la facultad de presentar solicitudes, escritos y comunicaciones no puede interpretarse sólo de modo literal —literalista, más bien—, en el sentido de identificar sólo a los administrados, a los particulares, y negar operatividad al precepto cuando se trate de regular efectos jurídicos en las relaciones entre Administraciones públicas. Por ejemplo, el artículo 106 de la Constitución reconoce que "los particulares... tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos...consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos" y ello no impide que tal referencia deba entenderse hecha también a las Administraciones públicas. No sería admisible tampoco la duda de que el precepto sirve para determinar el dies a quo en los recursos administrativos suscitados por una Administración distinta de la llamada a resolver, cuando fuera presentado en alguno de los registros, oficinas o dependencias que enumera el citado artículo 38.4 de la Ley 30/1992. Así lo ha entendido este Tribunal Supremo, Sección 3.ª de esta Sala, en su sentencia de 8 de marzo de 2006, recurso de casación núm. 1349/2001, que por su interés reproducimos, la cual no versa sobre una cuestión exactamente igual a la aquí suscitada, aunque sí aborda la exégesis del artículo 38.4 de la Ley 30/1992 (…)».


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Para otras Administraciones Públicas véase, entre otros, el Decreto 204/1995, de 29 de agosto, por el que se establecen medidas organizativas para los servicios administrativos de atención directa a los ciudadanos de la Junta de Andalucía; el Decreto 191/2011, de 22 de septiembre, de organización y funcionamiento de los registros de la Administración general y de las entidades públicas instrumentales de la Comunidad Autónoma de Galicia; la Resolución de 14 de julio de 2014, del Director General de Calidad de los Servicios y Atención al Ciudadano, por la que se hace pública la relación de Oficinas de Registro de la Comunidad de Madrid; Decreto 72/2008 de 29 de abril, de creación, organización y funcionamiento de los registros de la administración general de la Comunidad Autónoma de Euskadi y sus Organismos Autónomos, etc.
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	Real Decreto 537/1997, de 14 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, en cuyo párrafo final se expresa que «El procedimiento deberá finalizar antes de tres meses contados desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en cualquiera de los registros del órgano administrativo competente o desde la fecha de subsanación de la misma a requerimiento de dicho órgano».
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	La Ley 11/2007, de 22 de junio establece en su artículo 23 (Formas de Representación) lo siguiente: «Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13.2, las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en cualquier momento, la acreditación de dicha representación».
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Es el caso, por ejemplo, de la Diputación Provincial de Almería que participa en dos proyectos basados en el concepto de ventanilla única como medio para facilitar el acceso de los ciudadanos a los registros de las distintas Administraciones:


	
—  Convenio Marco para la Implantación de una Red de Oficinas Integradas de Atención al Ciudadano, conocido como Red 060. La Diputación Provincial de Almería sólo está adherida para ejecución del primer nivel consistente en recepción y registro de documentos dirigidos a los órganos de la Administración General del Estado y de la Administración de la Junta de Andalucía, aunque el convenio prevé la posibilidad de una futura adhesión a dos niveles superiores: de información sobre la tramitación de procedimientos e incluso de tramitación de tales procedimientos.

	
—  Convenio Marco de Colaboración entre Entidades adheridas a la Red Provincial de Almería, en materia de Registro de Documentos, conocido como «Convenio 060 Extendido» (Resolución de Presidencia núm. 735 de 25 de mayo, publicada en Boletín Oficial de la Provincia núm. 105 de fecha 3 de junio de 2010). Este convenio permite: – La presentación por los ciudadanos de escritos dirigidos a cualquiera de las entidades adheridas, en las oficinas de registro de cualquiera de las demás entidades adheridas. – La interconexión de los programas de registro de las Entidades adheridas, de manera que la Entidad destinataria recibirá los documentos registrados en formato electrónico y de manera inmediata.



Otro ejemplo es el Convenio Marco entre la Administración General del Estado y la Comunidad de Madrid de 15 de noviembre de 2007 para la implantación de una red de oficinas integradas de atención al ciudadano en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid, que tiene como objeto acordar la colaboración entre la Administración General del Estado y la Comunidad Madrid para el desarrollo de las actuaciones precisas para establecer progresivamente una red de espacios comunes de atención al ciudadano que permita la prestación de servicios integrados de información, orientación, atención y tramitación sobre determinados aspectos de la actividad administrativa coordinando para tal fin el ejercicio de las competencias de las Administraciones intervinientes, entendiendo por tales las firmantes de este convenio y las Entidades Locales que se adhieran al mismo.
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	MÁRQUEZ FERNÁNDEZ, J.M. «La Ley 11/2007: Una nueva forma de entender la Administración Pública», La Administración Electrónica y el Servicio a los ciudadanos (E-Publicaciones), Ministerio de Economía y Hacienda, febrero de 2009.
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	Art. 38.9 «Se podrán crear registros telemáticos para la recepción o salida de solicitudes, escritos y comunicaciones que se transmitan por medios telemáticos, con sujeción a los requisitos establecidos en el apartado 3 de este artículo. Los registros telemáticos sólo estarán habilitados para la recepción o salida de las solicitudes, escritos y comunicaciones relativas a los procedimientos y trámites de la competencia del órgano o entidad que creó el registro y que se especifiquen en la norma de creación de éste, así como que cumplan con los criterios de disponibilidad, autenticidad, integridad, confidencialidad y conservación de la información que igualmente se señalen en la citada norma. Los registros telemáticos permitirán la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones todos los días del año durante las veinticuatro horas. A efectos de cómputo de plazos, la recepción en un día inhábil para el órgano o entidad se entenderá efectuada en el primer día hábil siguiente».
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            1. 

             Concepto y clases de recursos administrativos. Carácter de las normas reguladoras

          


          

          

            1.1. 

             Recursos administrativos y acceso a la jurisdicción

          


          El recurso administrativo puede entenderse como cualquier pretensión formulada por parte legitimada para ello que tienda a obtener la revocación de un acto administrativo que se estima contrario a Derecho, para lo que basta que se pida su reforma y que la solicitud se dirija al órgano competente. El carácter antiformalista de la jurisprudencia se mantiene constante requiriendo del escrito que se presente que al menos contenga la petición de reforma de la actuación administrativa (1) .


          Los recursos administrativos pueden entenderse como una facultad para los ciudadanos o como un presupuesto procesal para el acceso a la jurisdicción. Desde el primer punto de vista los recursos administrativos serían una garantía para el ciudadano, pues es evidente que la existencia de un mecanismo por el que la actuación de la Administración pueda ser reconsiderara por ella misma, de modo que se puedan dejar sin efecto ciertos actos incursos en ilegalidad y sin necesidad de acudir a los tribunales para ello, todo esto parece ser una garantía de que la Administración se comportará con sujeción a la legalidad. Desde el otro punto de vista, los recursos administrativos pueden ser entendidos como una barrera impuesta por el legislador a los ciudadanos, de modo que vienen a ser un obstáculo que debe superarse si el interesado quiere acudir a los tribunales. En este último aspecto la Administración se reservaría el derecho a resolver por sí misma la controversia suscitada respecto a sus actos administrativos, lo que implicaría, cuando menos, una dilación en la obtención de una respuesta jurisdiccional definitiva. Si a lo anterior se añade el que los actos administrativos gozan de presunción de legalidad y de que son inmediatamente ejecutivos (con las salvedades que puedan hacerse y con la posibilidad de que se adopten medidas cautelares —adoptadas por la propia Administración—), el panorama no es muy alentador.


          Desde nuestro punto de vista, la cuestión no es tanto la existencia en el procedimiento administrativo de recursos a disposición de los interesados como la manera en que estén regulados. Toda imposición que dilate el acceso a los tribunales nos parece innecesaria, pues de ser así la Administración obtendría un privilegio injustificado, sobre todo cuando para garantizar la eficacia de la actuación administrativa ya cuenta con la presunción de legalidad y la ejecutividad de los actos administrativos. Si el interés público justifica que la Administración tenga instrumentos exorbitantes para el resto de los ciudadanos, no es de recibo hacer del interés público una excusa para la exención judicial temporal de la Administración. Por otro lado, y si de eficacia se habla, habría que hacer estimar el coste que supone a la Administración la tramitación de recursos administrativos que son… sistemáticamente desestimados.


          En relación con lo anterior, nuestro Derecho Administrativo viene distinguiendo entre actos administrativos que agotan la vía administrativa y los que no, de modo que mientras en relación con los primeros se puede acudir directamente a la jurisdicción contencioso-administrativa, respecto de los segundos es imprescindible agotar la vía administrativa que solo se produce mediante la interposición del correspondiente recurso (de alzada en la actualidad) que remite el conocimiento de la impugnación administrativa a un órgano distinto del que lo acordó. Luego se verá las peculiaridades de los recursos de reposición y alzada, pero ahora tan solo debemos señalar que el recurso de reposición es facultativo (con algunas excepciones en el ámbito de las Haciendas Locales) y se interpone frente a actos que agotan la vía administrativa ante y es resuelto por el mismo órgano que dictó el acto impugnado. El recurso de alzada se interpone frente a los actos administrativos que no agotan la vía administrativa, siendo precisamente este recurso el que, al ser resuelto expresamente o por silencio, abre la vía judicial. Es decir, solo el recurso de alzada tiene la naturaleza de presupuesto procesal y si el interesado no presenta este recurso administrativo en plazo, el acto devendrá firme y al no haberse agotado la vía administrativa será inatacable.


          La mera existencia de un sistema de recursos administrativos no nos dice nada sobre su funcionalidad y es necesario examinar su configuración y en especial el ámbito del recurso administrativo como presupuesto procesal. Entendemos que cuanto mayor sea al ámbito del recurso de alzada, cuanto más actos administrativos se considere que no agotan la vía administrativa, más lesivo será para los ciudadanos que se verán en la necesidad de agotar la vía administrativa antes de acudir a los tribunales. Lo que supone una carga más al interesado que ya tiene que padecer la ejecutividad de los actos administrativos. Es preciso que haya un sistema de recursos administrativos, pero los mismos deben de ser potestativos de modo que sea el interesado, y no la Administración, el que decida si somete o no el acto a la nueva consideración de la Administración. El recurso de alzada debería limitarse a una serie de actos que tengan relación con una materia que exija esta doble consideración por su importancia. Pero tal decisión debería ser motivada y no dejarse como una consecuencia de la organización administrativa. Respecto al recurso de reposición, que sea potestativo nos parece correcto, pues deja a la exclusiva decisión del particular el de su interposición o no, pudiendo acudir a la jurisdicción directamente sin necesidad de pedir una reconsideración a la Administración autora del acto (2) .


          En nuestro Ordenamiento administrativo la redacción inicial de la LRJPAC eliminó el recurso de reposición (es decir, el que se resuelve por el mismo órgano que dicto la actuación impugnada) y se limitó a establecer el recurso ordinario que conocía de las impugnaciones de los actos que no agotaban la vía administrativa, recursos que eran resueltos por un órgano distinto del que lo dictó, normalmente un superior jerárquico. La ley 4/1999 de reforma de la LRJPAC volvió al sistema de la LPA con recurso de reposición facultativo (con las excepciones que se dirán en el ámbito local) y recurso de alzada necesario para agotar la vía administrativa.


          No obstante, el hecho de que los recursos administrativos sean considerados en ciertos casos como preceptivos para agotar la vía administrativa se ve compensado, en la medida de lo posible, con la interpretación y aplicación de la regulación con principios antiformalistas, aunque solo sea en atención a la no preceptiva intervención de letrados en los recursos administrativos. De este modo y teniendo en cuenta que el interesado no tiene por qué tener conocimientos jurídicos, es por lo que rige el antiformalismo en el examen de las condiciones formales de los recursos administrativo, antiformalismo que se relaciona con los principios de buena fe e interdicción de la arbitrariedad. Este antiformalismo permite admitir a trámites escritos de interposición y de trámite que no reúnan las exigencias de la LPACAP, tendencia que no siempre se ha llevado a efecto (como por ejemplo en el cómputo de los plazos de interposición, como veremos luego), aunque puede estar motivada esta actitud por razones de seguridad jurídica.


          La STS de 2-10-1979 así lo establece denegando la inadmisibilidad planteada por la Administración: «Que frente a la impugnación jurisdiccional que se ejercita contra los referidos actos se dice por la Administración que aquel escrito no implicaba un recurso de reposición y que por tanto el Ac. de 28 agosto 1975 no es resolutorio de un recurso que no se había interpuesto sino de ejecución forzosa de los dos precedentes, por lo que el demandante había vulnerado al acudir a la vía contencioso-administrativa lo preceptuado en el art. 377 de la Ley de Régimen Local, lo que determinaría la declaración de su inadmisibilidad prevista en el art. 82-c) de la Ley de la Jurisdicción; razonamiento que no debe prosperar habida cuenta que el mencionado escrito cumple tanto los dos requisitos institucionales del recurso de reposición, que son los de petición de reforma de un acto anterior y que esta petición se haga al mismo órgano que dictó el acto, como los formales regulados en el art. 114 de la L. Pro. Adm. que mantiene en este aspecto una clara tendencia antinominalista en su ap. 2.º al privar de toda trascendencia a la calificación que se dé al recurso siempre que del escrito se deduzca su verdadero carácter, que habrá de determinarse, por tanto, por las notas institucionales antes reseñadas» (3) .


          Por no atacar un concreto acto administrativo para su reforma, no son recursos administrativos las reclamaciones contra las resoluciones provisionales en que se haya concedido un plazo especial para formularlas, por lo que solamente después de elevada a definitiva la resolución correspondiente podrán interponerse contra ella los recursos que procedan (SSTS 30-12-1985 y 2-02-1998). No es recurso administrativo el requerimiento previo el recurso contencioso administrativo regulado por el artículo 44 de la LJ, (STS 4-12-1992) (4) . Tampoco puede equipararse el recurso administrativo y la rectificación de errores (STS 1-12-2003) (5) .


          El sistema de recursos administrativos no se establece por la ley para proteger a la Administración, sino como una garantía de los ciudadanos y así, este carácter debe primar sobre cualquier otro. Por este motivo, no se puede argumentar en modo alguno que la aplicación estricta del principio de legalidad justificaría la reformatio in peius (que la interposición de un recurso administrativo empeore la situación del recurrente) pues es aplicación otro principio tan fundamental como el de legalidad, el de seguridad jurídica, lo rechaza. Los recursos administrativos son una garantía del administrado lo que en nada afecta al principio de legalidad, cuya integridad puede ampararse por el cauce de la revisión de oficio y la declaración de lesividad. Por otro lado, la prohibición de perjudicar al recurrente se funda, además, en la vinculación de la Administración a sus propios actos declarativos de derechos.


          En este sentido «la potestad revocatoria de la Administración no puede extenderse más allá de sus límites legales, aprovechando la existencia de un recurso. Ello es así porque el recurso administrativo no puede tipificarse de presupuesto formal para el desdoblamiento de las potestades revocatorias de la Administración, sino como proceso impugnatorio normal al que es de aplicación el principio de congruencia, en base al cual la Administración no puede revisar en vía de recurso, más que aquello que concuerde con las peticiones del recurrente, pues para el resto ha de acudir a las potestades de revisión de oficio. Porque no puede olvidarse que las cuestiones relacionadas con el acto impugnado que no son objeto de especial impugnación quedan consentidas; es decir que el ámbito objetivo del recurso está determinado por las pretensiones deducidas, ya que los aspectos del acuerdo recurrido, cuya impugnación no se formula, quedan consentidos y —no olvidemos— sin recurso no hay posibilidad de revisión —a salvo las tan citadas potestades de oficio—» (STS de 20-06-1984).


          El verdadero sentido de los recursos administrativos (y los jurisdiccionales también) es la impugnación de la parte dispositiva del acto administrativo, de su decisión, y no exclusivamente de la motivación del mismo. Se entiende que todo recurso que cuestiona la parte dispositiva se opone de la motivación (o parte de ella) que se ha empleado para adoptar aquella. Pero no es posible cuestionar la motivación (por ejemplo, un informe de los servicios jurídicos de la Administración actuante) y dejar el acto incólume en su contenido dispositivo esencial (6) .


          Es principio general, recogido en el artículo 115.2 de la LPACAP, que el error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter. El antiformalismo obliga a obviar la denominación dada por el recurrente en su escrito y a tener en cuentas u verdadera naturaleza (7) .


          

          

            1.2. 

             Clases de recursos administrativos

          


          Los recursos administrativos pueden clasificarse en atención a diversos criterios:


          

            	

              1.  Por los motivos de impugnación: recursos ordinarios que pueden fundarse en cualquier infracción del ordenamiento jurídico. Es el caso del recurso de alzada y el de reposición. Recursos extraordinarios que solo se pueden interponer por motivo tasados, como el recurso de revisión.


            	

              2.  Por la normativa regladora los recursos administrativos pueden ser especiales o no. Son especiales lo que se regulan por normas distintas a la LPACAP, como es el caso en materia tributaria del recurso de reposición y de la reclamación económico administrativa, el recurso de reposición frente a actos tributarios de las Entidades locales (8) .


          


          Atendiendo a esta clasificación pude hacerse la siguiente clasificación (9) .


          

            	

              a)  Recurso de alzada (ordinario).


            	

              b)  Recurso de reposición (ordinario).


            	

              c)  Recurso de reposición en materia tributaria e ingresos públicos (especial).


            	

              d)  Recurso de revisión (extraordinario).


            	

              e)  Impugnación sustitutoria del recurso de alzada y reposición (especial).


            	

              f)  Reclamación económico-administrativa.


            	

              g)  Recurso en materia de contratación (especial).


            	

              h)  Impugnación en litigios entre Administraciones (especial).


            	

              i)  Recurso frente a la inactividad de la Administración (especial).


            	

              j)  Recurso frente a la vía de hecho (especial).


          


          Debe señalarse que los tres últimos supuestos de la anterior enumeración no son exactamente recursos administrativos, sino que hacen referencia a cierta actuación ante las Administraciones públicas previa al recurso contencioso-administrativo.


          Por otro lado, en el capítulo correspondiente a los recursos administrativos en el ámbito tributario examinaremos una serie de recursos especiales por la materia pero que se pueden incardinar en alguno de los supuestos anteriores.


          

          

            1.3. 

             Carácter de las normas reguladoras de los recursos administrativos

          


          La disposición final primera de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP), se refiere al título competencial en el que se basa su aprobación. La cuestión es ciertamente relevante en la materia que nos ocupa. Como señala COBO OLVERA en relación a la LRJPAC, el legislador debía haber precisado si la regulación de los recursos administrativos formaba parte de las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas o era parte de la materia «procedimiento administrativo común». La diferencia supone que la competencia legislativa sea compartida correspondiendo fijar las bases al Estado y teniendo las CCAA competencias legislativas para el desarrollo de las mismas, o que sea una competencia legislativa exclusiva del Estado, de modo que las CCAA no tendrán competencias de desarrollo (10) . La STC de29-11-1988 (citada por el autor reseñado) resolvió las posibles dudas que se suscitaron declarando que lo que quedaba reservado exclusivamente al Estado era la determinación de los principios o normas que, por un lado, definen la estructura general del iter procedimental que hade seguirse para la realización de la actividad jurídica de la Administración pública y, por otro, prescriben la forma de elaboración, los requisitos de validez y eficacia, los modos de revisión, y los medios de ejecución de los actos administrativos. Por lo tanto la regulación de los recursos administrativos forma parte del procedimiento administrativo común y no responde a la lógica bases-desarrollo propia de las competencias legislativas compartidas.


          La disposición adicional final 1.ª de la LPACAP establece: «Esta Ley se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia para dictar las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y competencia en materia de procedimiento administrativo común y sistema de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas» (11) .


          Atendido lo anterior debe tenerse en cuenta que la regulación contenida en la LPACAP será de aplicación a la Administración del Estado. Respecto de las Administraciones de las CCAA será de aplicación el mismo cuerpo legal, sin perjuicio de las especialidades que se establezcan por su legislación propia que además de reiterar lo establecido en la LPACAP establecen normas específicas sobre la competencia de sus órganos administrativos para instrucción y resolución de los recursos administrativos. En relación con la Administración institucional el artículo 2.4 de la LPACAP dispone que «Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente por la presente Ley». La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP) en su artículo 89.2. 3er párrafo establece para los organismos públicos estatales (Organismos autónomos y Entidades Públicas Empresariales) que «los actos y resoluciones dictados por los organismos públicos en el ejercicio de potestades administrativas son susceptibles de los recursos administrativos previstos en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas». Por su parte la Administración local está sujeta a la LPACAP con la especialidad de que el artículo 108 de la LBRL establece que: «Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, y de los restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, se formulará el recurso de reposición específicamente previsto a tal efecto en la Ley reguladora de las Haciendas Locales. Dicho recurso tendrá carácter potestativo en los municipios a que se refiere el título X de esta ley» (12) . En relación a la Administración corporativa habrá que estar a la regulación prevista en cada uno de los Estatutos del Colegio. Debe recordarse que según el artículo 8 de la Ley de Colegios Profesionales de 13 de febrero de 1974 dispone que: «1. Los actos emanados de los órganos de los Colegios y de los Consejos Generales, en cuanto estén sujetos al Derecho administrativo, una vez agotados los recursos corporativos, serán directamente recurribles ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 2. La legitimación activa en los recursos corporativos y contencioso-administrativos se regulará por lo dispuesto en la Ley de esta Jurisdicción». Según la doctrina (13)  si los estatutos «se limitaran a establecer la admisibilidad de un recurso ante el Colegio General, cualquiera que fuese la calificación del mismo, serán aplicables las normas de la LRJPAC (ahora concordantes de la LPACAP) que en todo caso serán supletorias de aquellos. Así respecto del silencio administrativo. No obstante, a veces se prevén recursos con denominaciones equívocas, fijándose plazos distintos de los generales».


          

          

            2. 

             Normas generales de los recursos administrativos

          


          

          

            2.1. 

             Regulación

          


          La Sección 1.ª del capítulo II del Título V de la LPACAP contiene los principios generales de los recursos administrativos. Estas normas generales se aplican a los recursos administrativos regulados por la propia Ley y que son el recurso de reposición, el de alzada y el extraordinario de revisión. Sin perjuicio de lo que se dirá en el estudio detallado de cada recurso, se hace un examen de esta regulación.


          

          

            2.2. 

             Objeto de los recursos. Actos administrativos. Resoluciones y actos de trámite cualificados

          


          El artículo 112.1 de la LPACAP establece cuál es el objeto de los recursos ordinarios: el de reposición y el de alzada. Ambos recursos administrativos ordinarios solo se pueden interponer frente a «las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de esta Ley».


          Por lo que se refiere a los actos de trámite el párrafo 2.º del mismo precepto estable que «la oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento». El tercer recurso administrativo regulado por la LPACAP es el de revisión que tiene por objeto los actos firmes en vía administrativa, y que al ser extraordinario solo puede interponerse cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 125.1.


          Por lo tanto, lo primero que debe dilucidarse es el objeto de los recursos ordinarios, que viene definido de forma negativa al excluirse a las disposiciones generales y en forma positiva al señalar a las resoluciones y los actos de trámite en los siguientes términos:


          

            	

              a) 

              Resoluciones. Son los actos definitivos por cuanto han resuelto —han puesto fin a— un procedimiento administrativo esto es, no estamos en presencia de ningún acto de trámite, de los que se producen a lo largo de la tramitación procedimental con la finalidad de alcanzar el momento final de adoptar el acto definitivo. Una cosa es que se trate de una resolución (acto definitivo en un procedimiento administrativo) y otra que se trate de un acto definitivo, pero que, además, haya agotado la vía administrativa. Luego se examinará con más detalle esta cuestión, pero puede adelantarse que las resoluciones, como actos administrativos, pueden agotar o no la vía administrativa, lo que incidirá en los recursos administrativos que se pueden interponer y en la posibilidad de acudir directamente a la jurisdicción contencioso-administrativa.


            	

              b) 

              Los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos.


          


          Al acto definitivo se le denomina también acto resolutorio porque el mismo contiene la voluntad administrativa hacia el exterior. El acto de trámite, por el contrario, al permanecer en la esfera interna de la Administración en función del procedimiento administrativo, no tiene trascendencia fuera de su ámbito administrativo propio y, por ello, no es susceptible de recurso. La salvedad es que el acto de trámite tenga alguna especialidad de las reseñadas por la Ley para que se le denomine «acto de trámite cualificado» y sea recurrible en vía administrativa (y jurisdiccional).


          La impugnabilidad de los denominados actos de trámite se admitía por la jurisprudencia cuando los mismos constituían un impedimento a la continuación del procedimiento o producían indefensión, con base a la configuración constitucional de la interdicción de la indefensión en su artículo 24.1. En la misma línea el artículo 107.1 de la LRJPAC ya se había ocupado de este tipo de actos al objeto de concretar su impugnabilidad —administrativa— a través de los recursos administrativos, pero limitando la misma a los «actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuar un procedimiento o produzcan indefensión». Por ello el legislador amplió para el ámbito jurisdiccional las condiciones de impugnación de los actos de trámite, añadiendo a las condiciones previstas para la vía administrativa las de que «decidan directa o indirectamente el fondo del asunto» y la de que los actos de trámite que produzca «perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos», que constituye la auténtica novedad del artículo 25.1 LJ. Esta expresión es introducida en el artículo 107 LRJPAC, según la redacción dada por la citada Ley 4/1999, de 13 de enero (STS de 6-04-2004).


          El artículo 112.1 de la LPACAP se refiere del mismo modo a la impugnabilidad de los actos de trámite cuando:


          

            «a) decidan directa o indirectamente el fondo del asunto:

          


          

            b) produzca in defensión;

          


          

            c) produzcan perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos».


          La STS de 19-12-2008 señala que «junto a esta categoría de actos de trámite surgen los llamados actos de trámite cualificados que aun cuando al igual que los anteriores se adoptan en el seno de un procedimiento administrativo, se diferencian de los primeros en que son susceptibles de generar por sí mismos ciertas consecuencias y efectos jurídicos en los afectados».


          Acto de trámite cualificado es la aprobación inicial de un plan urbanístico que en cuanto determina la suspensión de licencias, los afectados por la suspensión sí podrán impugnar la aprobación. En los restantes aspectos de un plan urbanístico son irrecurribles por cuanto se trata de un acto de trámite.


          No son impugnables los actos de iniciación de los procedimientos administrativos (STS de 25-05-1999), la emisión de informes jurídicos (STS de 6-04-2004) una declaración de impacto ambiental (STS de 11-12-2002) una propuesta de resolución ((2-02-1998). Los actos que deniegan o estiman diligencias probatorias en el seno del procedimiento administrativo, aun tratándose de procedimientos sancionadores (STS de 18-07-2003). Una relación detallada de los actos de trámite más comunes en el ámbito sancionador, que no son susceptibles de impugnación autónoma, la da la STS de 10-05-1999: actos mediante los que se acuerda la iniciación de los expedientes sancionadores o disciplinarios, así como las propuestas de resolución, pliego de cargos o acuerdos sobre audiencia al sancionado o expedientado (Sentencias de 5 de mayo de 1998, recurso de casación número 6874/1993, 19 diciembre 1996, recurso de apelación número 7872/1991, 3 de noviembre de 1992, recurso número 8795/1990, 28 de abril de 1989, 27 de diciembre de 1984, 17 de octubre de 1984, 22 de febrero de 1984, 15 de febrero de 1983, 8 de junio de 1982, 8 de julio de 1981 y 23 de enero de 1980 y Auto de 23 de enero de 1991. Se exceptúa el supuesto en el que en el acuerdo de incoación del expediente se adopta alguna medida que afecta de manera inmediata a los derechos de la persona afectada (como ocurre con las medidas cautelares de suspensión). En este supuesto entiende la Sentencia de 28 de enero de 1985 que la pretensión relativa a la imposición de una medida de suspensión cautelar de funciones es separable de la que hace referencia a la incoación del expediente por tratarse de actos distintos y es susceptible de ser admitida por no poder considerarse dicha imposición como un acto de trámite.


          Una definición y explicación de los actos de trámite cualificados en relación con el artículo 107 de la LRJPAC la encontramos en la STSJ de Madrid, de 26 Jun. 2015:


          «(…) a la función que desempeñan en el procedimiento y, por consiguiente, distingue entre actos de trámite que preparan y hacen posible la decisión, dirigiéndose al mayor acierto de ésta, y las resoluciones que deciden las cuestiones planteadas; de forma que acto trámite es aquél cuyo contenido aparece desprovisto de todo carácter decisorio, de modo que no incida, en forma directa o indirecta, sobre la situación jurídica de los particulares afectados.


          Esa diferenciación determina que los actos de trámite no sean impugnables separadamente, sino que es al recurrir la correspondiente resolución cuando pueden suscitarse las cuestiones relativas a su legalidad; razón por la que sólo son recurribles separadamente los denominados actos de trámite cualificados, es decir, cuando decidan directa o indirectamente el fondo del asunto, determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan indefensión o un perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos, a tenor de la indicada norma, que responde a principios de racionalidad y eficacia procedimental para evitar que los procedimientos se vean paralizados por reclamaciones sucesivas contra meros actos preparatorios y no decisorios (Sentencia del Tribunal Supremo Sala 3.ª, de 28 de junio de 2012.


          De otro lado, la Sentencias del Alto Tribunal, de 7 de julio de 2009 añade que la impugnabilidad de los actos de trámite no puede afirmarse a priori y genéricamente en abstracto sino atendiendo a los fines que cumplen y los efectos que desencadenan, "pues la contemplación de estos fines y efectos mostrará el verdadero sentido del acto, aquel que revelará si estamos en presencia de un acto interlocutorio o de una resolución que pone fin a una fase del procedimiento administrativo autónoma respecto de otra posterior a la que predetermina en una parte sustancial de su contenido y alcance, afectado al propio tiempo derechos e intereses legítimos" (S. TS de 15-3-1999 Sala 3.ª).


          En el supuesto enjuiciado, la comunicación controvertida constituye un acto de trámite cualificado y, por ello, impugnable autónomamente, toda vez que reviste naturaleza decisoria, pues al declarar y comunicar a la entidad actora que la única cantidad que le debe ser abonada por la extinción del arrendamiento es la de (…) €, por no haber sido objeto de aprobación administrativa el importe de (…) en su día ofrecido por la Junta de Compensación, condiciona necesariamente el derecho de (…) S.L. al percibo de la expresada suma, cuando menos, en al seno del procedimiento administrativo del que dimana la precitada resolución, siendo susceptible de producir un perjuicio irreparable a los derechos e intereses legítimos de la recurrente, de modo que la inadmisión del recurso genera a esta última una clara situación de indefensión. En consideración a lo expuesto, procede declarar contraria al ordenamiento jurídico la Resolución del (…) de 15 de octubre de 2012, por la que se inadmite el recurso de reposición promovido por la actora contra la Comunicación efectuada por el Departamento (…) con fecha 6 de junio de 2012».


          Cabe citar también la Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 2006, que establece:


          «La Sala, tras realizar una síntesis de las alegaciones de la parte recurrente en litigio, así como de la normativa reguladora —en vía administrativa y jurisdiccional— en relación con los actos de trámite señala que "de esta regulación se infiere que dichos actos no ponen fin a la vía administrativa y que, en consecuencia, no es admisible el recurso Contencioso-Administrativo contra ellos, sin perjuicio de que los motivos de oposición frente a los mismos puedan hacerse valer al impugnar el acto definitivo, pues el acto de trámite sólo es susceptible de impugnación cuando impide continuar el procedimiento o cuando produce indefensión o perjuicio irreparable, supuesto que abarca, entre otros, el de aquel en que se prejuzga el fondo del asunto, decidiéndolo directa o indirectamente, pues, siendo la finalidad del procedimiento administrativo el resolver de manera definitiva sobre los derechos e intereses afectados, tal acto impide a los interesados el pleno ejercicio de su derecho de defensa para hacer valer ante la Administración las alegaciones y pruebas pertinentes y puede comportar el incumplimiento de las garantías inherentes al acto de resolución del expediente"».


          Como se ha apuntado antes, Por otro lado, el artículo 25 de la LJ admite igualmente la posibilidad de recurrir en vía contencioso-administrativa los actos de trámite: «El recurso contencioso-administrativo es admisible en relación con las disposiciones de carácter general y con los actos expresos y presuntos de la Administración pública que pongan fin a la vía administrativa, ya sean definitivos o de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos».


          La Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 3 de diciembre de 1992, asunto C-97/1991,relativa al Caso Borelli, al afirmar la recurribilidad de los informes emitidos por órganos de los Estados Miembros en procedimientos de elaboración de actos comunitarios reforzó esta posibilidad de recurrir los actos de trámite cualificados.


          Como señala el párrafo 2.º del artículo 112.1 de la LPACAP, la oposición a los restantes actos de trámite (los no cualificados) podrá alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento. Esto implica que los actos de trámite son atacables pero no de forma autónoma, pues los vicios que padezcan estos actos de podrán alegar en el recurso administrativo y, ulteriormente, en el contencioso-administrativo que se interponga frente a la resolución definitiva del procedimiento o del recurso administrativo en su caso.


          En relación a la inactividad de la Administración pública, no se puede interponer recurso administrativo pues son directamente impugnables en vía contencioso-administrativa en los términos previstos en la LJ. Recordemos que en relación al objeto del proceso contencioso-administrativo la LJ admite pretensiones frente a la inactividad y la vía de hecho, pero las reclamaciones a las que hacen mención los artículos 28 a 30 de la LJ no son en puridad recursos administrativos (14) .


          Aunque luego se examina al estudiar los recursos administrativos regulados por la LPACAP (reposición, ordinario y revisión) debe señalarse ya que el recurso de reposición solo se puede interponer frente a actos administrativos que hayan agotado la vía administrativa, siendo un recurso potestativo. El recurso de alzada solo se puede interponer contra actos administrativos que no agotan la vía administrativa, siendo el citado recurso administrativo el instrumento para obtener ese agotamiento que de ser contrario a los intereses del recurrente podrá ya impugnarse ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Por ello, el recurso de alzada es un trámite obligado si lo que se pretende es acudir a la jurisdicción. Por último, frente a los actos administrativos firmes en vía administrativa (hayan agotado o no a esta) solo puede interponerse recurso extraordinario de revisión, por motivos tasados y atendiendo a los plazos señalados por la Ley.


          

          

            2.3. 

             Impugnación de disposiciones administrativas. No son recurribles mediante recursos administrativos. Impugnación directa ante la Jurisdicción. Recursos administrativos «per saltum»

          


          El artículo 112.3 de la LPACAP establece que «contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa. Los recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de alguna disposición administrativa de carácter general podrán interponerse directamente ante el órgano que dictó dicha disposición».


          Todo recurso administrativo que se interponga contra una disposición administrativa debe ser declarado inadmisible, por lo que los legitimados para recurrirlos tendrán que interponer recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses desde su publicación. Entre los supuestos de disposiciones administrativas no susceptibles de impugnación pueden citarse la resolución administrativa por la que se aprueba el pliego de cláusulas administrativas particulares (STS de 2-06-1990), los planes urbanísticos (STS 19-12-2007),el sistema de precios máximos de venta al público de gasolina y gasóleo (STS 19-09-1996) y las relaciones de puestos de trabajo (ATS 30-10-2008).


          La excepción es la que se recoge en el segundo inciso del apartado transcrito, el denominado recurso per saltum, que es un recurso administrativo ordinario frente a un acto administrativo cuando las razones de la impugnación son exclusivamente defectos de nulidad de la disposición que los actos de ejecución padecen también. Lo singular de este recurso es que permite recurrir una disposición administrativa cuando haya pasado el plazo del recurso contencioso-administrativo, pero siempre debe estar interpuesto en el plazo que le corresponda al acto en cuestión. Por otro lado, el recurso se interpone ante el órgano que haya aprobado la disposición administrativa cuya nulidad determinaría la del acto que la ejecuta.


          El TS viene señalando que la interpretación del artículo 107.3, párrafo segundo, de la Ley 30/1992 (actual 112.3 de la LPACAP) no puede prescindir del carácter extraordinario, y en cierto modo restrictivo, que preside su redacción. Se trata de residenciar ante el órgano que dicta una disposición reglamentaria los recursos administrativos indirectos que formalmente se interpongan contra actos dictados en su aplicación pero que en realidad lo sean, material y únicamente contra los preceptos de aquélla. Los recursos per saltum siguen siendo verdaderos recursos contra actos (así lo se subraya en la STS de 8-10-2001) de modo que sólo procederán cuando se cumplan las prescripciones que contiene a estos efectos el apartado primero del artículo 107.


          El ATS de 14-07-2009 en relación con los recurso de alzada per saltum establece unas exigencias de admisibilidad estrictas: «El hecho de que la parte interpusiera un recurso de alzada per saltum contra una actividad administrativa de las características citadas, no recurrible de suyo, o no recurrible aún de modo separado (como ocurre con los actos de trámite no cualificados), alegando que con él pretendía discutir la nulidad del precepto reglamentario, este hecho, decimos, no es suficiente para alterar el orden normal de competencias y atribuir al Consejo de Ministros la carga de resolver los referidos recursos de alzada. Está implícito en la redacción del precepto que el Consejo de Ministros "únicamente" tenga que pronunciarse sobre la validez de la disposición reglamentaria en la que se basan los actos ulteriores y no sobre otras cuestiones previas, como son las referidas a la inadmisibilidad misma del recurso de alzada por versar sobre actos no susceptibles de él. En consecuencia, sólo cabe incluir en el artículo 107.3 de la Ley 30/1992 los recursos de esta naturaleza en los que no haya dudas sobre la concurrencia de su admisibilidad y a través de los cuales se pretenda únicamente centrar el debate en la nulidad del reglamento de base, con exclusión de cualesquiera otras cuestiones».


          A los planes urbanísticos, como susceptibles de recurso administrativo per saltum, se refiere la STS de 21-04-2015: «siendo las actuaciones administrativas impugnadas disposiciones de carácter general, debe recordarse el mandato previsto en el artículo 107.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPA), según el cual "contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa" y así lo ha declarado esta Sala en una jurisprudencia consolidada, de la que son ejemplo las SSTS de 19 de marzo de 2008, en la que, remitiéndonos a la de 19 de diciembre de 2007, dijimos que "Los planes de urbanismo son disposiciones de carácter general, y así lo tiene reconocido una constante jurisprudencia del Tribunal Supremo". Por lo tanto, los planes urbanísticos no son susceptibles de recurso administrativo directo. Como señala la STS de 8-02-2011 el artículo 107.3 de la LRJPAC (actual 112.3 de la LPACAP) establece que contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa. Este es un precepto estatal básico que no puede ser contradicho por la legislación autonómica, si siquiera en aquellas materias que, como el urbanismo, son de la exclusiva competencia de ésta, pues en ella la Comunidad autónoma puede normar aspectos procedimentales y de régimen jurídico, pero sin infringir las normas básicas del Estado».


          Pero debe distinguirse entre el acto de aprobación de la norma urbanística y la propia norma, como señala la STS de 21-07-2010 al decir que «el acuerdo de aprobación definitiva de un plan de urbanismo, tiene un aspecto de acto administrativo (el acuerdo en sí adoptado por la comisión con sus requisitos de procedimiento, quórum. etc.) y otro aspecto de disposición general (el propio plan de urbanismo que se aprueba). Pues bien, la exigencia de agotamiento de la vía administrativa que imponen en el Decreto autonómico de Cataluña los artículos 294 del T.R. 1/90, de 12 de julio y 16.4 de la Ley autonómica 2/2002, de 14 de marzo, es acorde a Derecho en cuanto se impugne el acuerdo de la Comisión en el aspecto que tiene de acto administrativo, pero no en cuanto se impugne la disposición misma, pues en este último caso el artículo 107.3 de la Ley 30/1992 prohíbe la exigencia».


          Solo puede ser objeto del recurso per saltum el acto administrativo de ejecución, no la disposición reglamentaria que se ha aprobado en desarrollo de otra norma reglamentaria (15) . Por otro lado, la vía económico-administrativa no puede dar lugar a un recurso administrativo per saltum, de modo que la utilización del recurso per saltum ante el Consejo de Ministros, estableció en el artículo 113 de la LPA (actual 112.3 LPACAP), cuando se trata de disposiciones generales dictadas en materia fiscal o tributaria, excluye en tal caso la vía económico-administrativa, según al efecto se ha declarado por el TS en sus sentencias de 21-10-1983, 16-05-1984 y 10-07-1986, no es procedente la citada vía económico-administrativa ni para conocer de impugnaciones de acuerdos del Consejo de Ministros, ni tampoco para revisar la legalidad de una disposición de carácter general —incluida la impugnación indirecta—.


          

          

            2.4. 

             Motivos de impugnación de los recursos ordinarios

          


          En los recursos administrativos ordinarios se pueden alegar todo tipo de infracciones jurídicas. Por ello cabe alegar motivos de nulidad de pleno derecho o cualquier infracción del ordenamiento jurídico incluido la desviación de poder.


          El artículo 112.1 de la LPACAP señala que podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de esta Ley. La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento. Por su parte el artículo 115.3 establece el principio general de que «los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes los hubieren causado».


          Atendiendo a lo anterior, el recurso de alzada y de reposición pueden fundarse en los siguientes motivos:


          

          

            2.4.1. 

             Nulidad de pleno derecho

          


          El artículo 47.1 de la LPACAP (art. 62 de la LRJPAC) enumera los motivos de nulidad, aunque deja a la inclusión de otros supuestos por otras normas con rango de ley: 1. Los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en los casos siguientes:


          

            	

              a)  Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.


            	

              b)  Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.


            	

              c)  Los que tengan un contenido imposible.


            	

              d)  Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta.


            	

              e)  Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.


            	

              f)  Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.


            	

              g)  Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición con rango de Ley (16) .


          


          Son las recogidas en el artículo 47.1.de la LPACAP (art. 61 de la LRJPAC), que coinciden además con la redacción del artículo 217 de la LGT haciendo mención de los siguientes supuestos:


          

            a) Que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.


          Esta causa que fue introducida, con carácter general para todo el ámbito administrativo, en la reforma de la LRJPAC realizada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, en los mismos términos que los que ahora recoge el artículo 217 de la LGT. La vulneración de un derecho fundamental por acto administrativo da lugar al máximo grado de ineficacia, esto es, de la nulidad de pleno derecho: (SSTS 3-04-2000; 27-09-2000 y 19-02-2002). Podemos apreciar en la STS de 22-01-1993 una diferenciación entre los preceptos relativos al régimen jurídico de las Administraciones Públicas especialmente aplicables en el ámbito tributario.


          

            b) Que hayan sido dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.


          Para que estemos ante el supuesto recogido en el artículo 217.1.b) de la LGT es necesario que la incompetencia del órgano que dicta el acto sea manifiesta, por lo que no todos los supuestos de incompetencia implican la nulidad absoluta sino sólo aquellos en los que la incompetencia aparezca de modo manifiesto, pues en caso contrario el acto sería simplemente anulable. La caracterización de este caso de nulidad incide en el adverbio «manifiestamente», que viene a entenderse como sinónimo de notorio, evidente, claro, terminante, sin que sea preciso llevar a cabo previamente una interpretación jurídica en los términos que recoge la jurisprudencia, como por ejemplo SAN de 14-01-2000, y la STSJ Andalucía, Málaga, de 31-01-2000.


          Sólo la incompetencia por razón de la materia o del lugar darían lugar a la nulidad de pleno derecho, pero no la jerárquica o de grado, pues en estos casos cabe la convalidación por el superior jerárquico del órgano del que el acto procediese, en atención a lo dispuesto por el artículo 52..3 de la LPACAP que establece que si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad, la convalidación podrá realizarse por el órgano competente cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado.


          En estos términos la STS de 29-03-2006 que afirma que «para que el acto dictado por un órgano incompetente sea nulo de pleno derecho, se exige que la incompetencia sea manifiesta, entendiéndose por tal la incompetencia por razón de la materia y del territorio, pero no como en el presente caso, cuando se trata de una incompetencia jerárquica o de grado, que puede ser subsanada y convalidada posterior y superiormente». En términos análogos SAN de 4-05-2006 que señala que «incompetencia únicamente determina la nulidad radical de los actos que se vean aquejados por esa infracción cuando sea no sólo manifiesta, sino que se trate de incompetencia territorial o material, no así la jerárquica [la cual] únicamente abocaría a la mera anulabilidad del acto».


          

            c) Que tengan un contenido imposible.

          


          Con el antecedente del artículo 47.1.b) de la LPA, apareció en el artículo 62.1.c) de la LRJPAC, con carácter general, y para la materia tributaria en el art. 217.1.c) de la LGT.


          La STS de 19-05-2000 reclama la necesidad de suma prudencia para la apreciación de estos actos de contenido imposible, definiéndolos como aquellos que «resultan inadecuados, en forma total y originaria, a la realidad física sobre la que recaen. Son también de contenido imposible los actos que encierran una contradicción interna en sus términos (imposibilidad lógica) por oponerse a leyes físicas inexorables o a lo que racionalmente se considera insuperable. La jurisprudencia ha equiparado en algunos casos la indeterminación, ambigüedad o ininteligibilidad del contenido del acto con la imposibilidad de éste».


          

            d) Que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta.

          


          La concurrencia de este motivo exige una previa resolución judicial del orden penal, por delito o falta que resuelva la cuestión prejudicial suscitada (STS 2-11-2004).


          

            e) Que hayan sido dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido para ello o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.


          Respecto al primer inciso, cuando se prescinde total o absolutamente del procedimiento legalmente establecido, pueden distinguirse dos supuestos. La Administración observa determinado procedimiento pero no el previsto legalmente para el supuesto en cuestión, con independencia de la corrección o no del acto final. O bien la Administración sigue el procedimiento administrativo correcto pero con omisión de los trámites esenciales o fundamentales integrantes del procedimiento en cuestión.


          La doctrina se recoge en SSAN de 25-03-2004 y 4-11-2004, en las que se ha declarado «que la teoría de la nulidad de los actos administrativos ha de aplicarse con parsimonia, siendo necesario ponderar siempre el efecto que produjo la causa determinante de la invalidez y las consecuencias distintas que se hubieran seguido del correcto procedimiento rector de las actuaciones que se declararon nulas y, por supuesto, de la retroacción de éstas para que se subsanen las irregularidades detectadas, añadiendo que en el caso de autos, tratándose, como la Sala sentenciadora razonó, no de que se hubiera prescindido totalmente del procedimiento establecido al efecto, sino tan sólo del trámite de audiencia del interesado, exclusivamente se incidiría en la de simple anulabilidad, y ello sólo en el supuesto de que de la omisión se siguiera indefensión para el administrado, condición esta que comporta la necesidad de comprobar si la indefensión se produjo; pero siempre, en función de un elemental principio de economía procesal implícitamente, al menos, potenciado por el art. 24 de la Constitución, prohibitivo de que en el proceso judicial se produzcan dilaciones indebidas, adverando si, retrotrayendo el procedimiento al momento en que el defecto se produjo a fin de reproducir adecuadamente el trámite omitido o irregularmente efectuado, el resultado de ello no sería distinto del que se produjo cuando en la causa de anulabilidad del acto la Administración creadora de éste había incurrido».


          Respecto del segundo inciso, omisión de las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos judiciales, no es necesaria la omisión o infracción de todas las reglas que regulan la formación de la voluntad de estos órganos, siendo solo preciso que la omisión se produzca respecto a alguna de ellas para que pueda hablarse de nulidad de pleno derecho. No pueden darse reglas apriorísticas, siendo preciso un análisis concreto e individualizado, con atención al caso. No obstante debe tenerse en cuenta que las reglas omitidas deben estar en relación con la formación de la voluntad en los órganos colegiados, con lo que pueden acotarse la materia a la normativa directamente dirigida a regular el régimen de sesiones y adopción de acuerdos.


          Podemos apreciar la doctrina pacífica al respecto en la STSJ, Extremadura, de 20-05-2003 con enumeración de las reglas esenciales a tener en cuenta a estos efectos:


          

            	

              a)  Las reglas que regulan la convocatoria de los miembros componentes del órgano colegiado; en cuanto que éstos han de conocer con la antelación temporal suficiente, que la norma expresamente determina, para disponer lo necesario en orden a asegurar su asistencia física a las sesiones de aquél, así como para trabar exacto conocimiento del objeto o materia de la que se ha de tratar en cada sesión.


            	

              b)  Las reglas que determinan la composición del órgano colegiado, tales como las que se refieren a su Presidente, Secretarios y Vocales, tanto en su número como calidad y circunstancias de los mismos; estando ello en relación con lo referente a la nominación individual de las personas físicas que asisten con tal carácter a las sesiones de que se trate.


            	

              c)  Las reglas que determinan la forma en que ha de hacerse el «Orden del día», referente a las materias que se han de tratar en cada sesión del órgano, que exigen que ésta sea lo suficientemente clara para que los miembros que lo componen, se decidan a asistir a las mismas y tengan previo y concreto conocimiento de lo que en cada sesión se va a tratar.


            	

              d)  Las reglas que establecen la formación del quórum de asistencia y votación, para lo que es preciso consignar en el acta de cada sesión el número de convocados, el de asistentes y el de votantes, y, cuando sea preciso, la calidad de todos ellos.


            	

              e)  Las reglas que se refieren a la deliberación de los asistentes, en relación con cada tema de la orden del día y su votación.


          


          La jurisprudencia insiste en que ha de examinarse la transcendencia que el defecto formal presenta realmente sobre la sustancia del acto (SSTS 15-03-1991, 24-06-1991 y la de 7-07-1986). Se incluyen los defectos en la convocatoria del órgano colegiado, STS 7 de octubre de 1996; la irregular composición del órgano (SSTS 1-07-1993; la vulneración de las reglas sobre fijación del orden del día (STS 19-12-1999; irregularidades relativas al quórum para la adopción de los acuerdos (STS 18-02-1983) así como la vulneración de las reglas relativas a la deliberación y votación (STS 17-02.1992).


          

            d) Los actos expresos y presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.


          Viene recogida en el artículo 47.1.f) de la LPACAP, y en lo que aquí interesa en el art. 217.1.f) de la LGT. Supone permitir la impugnación frente a los actos expresos como a los producidos por silencio administrativo positivo, en el supuesto de que incurriesen en alguna infracción del ordenamiento jurídico, y a su través se hubiesen adquirido facultades o derechos. Impugnación que deberá seguir el procedimiento administrativo de revisión de oficio correspondiente.


          

            e) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición legal.

          


          

          

            2.4.2. 

             Anulabilidad

          


          El artículo 48 de la LPACAP dispone: «1. Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder».


          La desviación de poder tiene una definición auténtica en el artículo 70.2 de la LJ: «Se entiende por desviación de poder el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados por el ordenamiento jurídico».


          No toda infracción del ordenamiento jurídico no susceptible de ser calificada como nulidad de pleno derecho puede considerarse como vicio de anulabilidad que permita su anulación. El propio apartado 2.º del artículo 48 establece que: «No obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados». Y en el apartado 3.º indica que «la realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo». Lo que sea o no un vicio invalidante deberá tener en cuenta la producción no de indefensión a los interesados pues solo si hay indefensión real determinará una declaración de nulidad.


          Por su parte el artículo 115.3 establece el principio general de que «los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes los hubieren causado», lo que ha venido siendo considerado expresión del principio general del Derecho Nemo auditur propiam turpitudinem allegans. Este precepto solo se refiere a los vicios de anulabilidad y ex exigible tanto al administrado como a la propia Administración y en su virtud actos administrativos que infringen el ordenamiento no son anulados, persisten en la vida jurídica por la circunstancia de que tales ilegalidades fueron propiciadas por la parte que pretende hacerlos valer en vía de recurso administrativo o de oposición al mismo. El CC lleva a cabo una regulación más detallada en los artículos 1305 y 1306 que no es seguida por la LPACAP, pues mientras que la primera hace especial mención a la culpabilidad de los intervinientes en el contrato afectado, en la prevista en el artículo 115.3 es de carácter objetivo, sin exigir una especial intención. Como señala la doctrina (17)  esta es una regla que debía estar incluida en la regulación de la resolución administrativa y no en el apartado dedicado a las formalidades del escrito de interposición. Entendemos que si se aplicara esta regla daría lugar a una resolución administrativa (o sentencia) de desestimación y no de inadmisibilidad, pues parece claro que no cabe declarar la inadmisibilidad por defecto o irregularidad en la forma del recurso si se incluyen motivos basados en vicios o defectos propiciados por el recurrente. El razonamiento jurídico en estos casos y siempre que se haya acreditado la realidad del supuesto de hecho, será el de que el acto no es anulable por no poder tener en consideración la infracción (reamente producida) una norma jurídica en el caso concreto y a la vista del comportamiento del recurrente.


          Antes se ha señalado que esta regla es exigible a la Administración del mismo modo y en justa reciprocidad. Se pueden señalar los siguientes supuestos típicos de aplicación a la Administración (18) . a) imposibilidad de alegar motivos de inadmisibilidad del recurso provocados por la propia resolución que se recurre, como la indicación incorrecta de los recursos procedentes; b) imposibilidad de oponer actos administrativos no notificados al recurrente (19) ; c) imposibilidad de que la Administración se beneficie de la no resolución expresa de solicitudes o recursos administrativos. Como se verá en diversas partes de este trabajo, la falta de resolución expresa hace que el plazo de recurso no se inicie sino desde el momento en que el interesado realice actos que supongan el conocimiento del mismo acto o que interponga el recurso que entienda procedente. De este modo la Administración no puede plantearen la inadmisibilidad del recurso por caducidad del plazo de interposición, ya se trate de recursos administrativos o contenciosos-administrativos.


          

          

            2.5. 

             Objeto y motivos del recurso extraordinario de revisión. Remisión

          


          Esta cuestión es objeto de exposición detallada en el capítulo correspondiente al recurso extraordinario de revisión. Ahora solo apuntar que según el artículo 113 de la LPACAP Contra los actos firmes en vía administrativa, sólo procederá el recurso extraordinario de revisión cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 125.1. Y este establece los siguientes motivos: a) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al expediente; b) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la resolución recurrida; c) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución y d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme.


          

          

            2.6. 

             Capacidad, legitimación y representación

          


          Estos tres aspectos relativos a las condiciones subjetivas del recurrente se rigen por lo previsto en las normas generales.


          

          

            2.6.1. 

             Capacidad de obrar: artículo 3 de la LPACAP

          


          

            «A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:

          


          

            a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.

          


          

            b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.

          


          

            c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos».


          

          

            2.6.2. 

             La legitimación: artículo 4 de la LPACAP

          


          Como señala la doctrina (20)  «no toda persona con capacidad de obrar puede intervenir en cualquier procedimiento, es necesario que el resultado de dicho procedimiento le afecte de alguna manera. Es decir, que además de la capacidad de obrar el sujeto ha de tener legitimación. A través de los conceptos de interés legítimo e interés directo se garantiza una utilidad específica al interesado. La legitimación, presupuesta la capacidad y la representación, para tener la condición de interesado tanto en la tramitación del procedimiento administrativo como para interponer los recursos administrativos, exige que «exista una relación entre el recurrente y el objeto del recurso en virtud de la cual es admisible que alguien solicite frente a la Administración un pronunciamientos obre la pretensión ejercida que puede consistir en la titularidad de un derecho o de un interés legítimo afectado por la decisión administrativa. Constituye, pues, una relación específica entre el ciudadano y la pretensión que ejercita ante la Administración vía recurso que implica la contestación de quién puede interponerlo"» (21) .


          El artículo 4 de la LPACAP regula la condición de interesado de forma general.


          

            

              «1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

            


            

              a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

            


            

              b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte.

            


            

              c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

            


            

              2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

            


            

              3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento».


          


          La legitimación viene dada por la condición de interesado, es decir, por la titularidad de un derecho o de intereses legítimos individuales o colectivos. Y el contenido específico de la legitimación vendrá dado por el asunto en concreto.


          La interpretación de lo que haya de entenderse por interés legítimo a los efectos de interponer el recurso administrativo la encontramos en la STAN de 11-10-2006 que resume la doctrina sobre la cuestión en relación a la legitimación en vía contencioso-administrativa que entendemos aplicable a la materia de que tratamos:


          «El criterio de delimitación de la legitimación fundado en la existencia de un derecho o interés legítimo [art. 19.1.a) citado LJCA/1998], como superador del inicial interés directo (art. 28 LJCA/1956), en el orden Contencioso-Administrativo ha sido reiteradamente declarado por el Tribunal Constitucional (entre otras SSTC 60//2001, de 29 de enero, 203/2002, de 28 de octubre, y 10/2003, de 20 de enero) el cual insiste en que las normas procesales deben ser interpretadas en sentido amplio (STC 73/2004, de 19 de abril) máxime tras haber procedido a entender sustituido el interés directo por el más amplio de interés legítimo identificable con cualquier ventaja o utilidad jurídica derivada de la reparación pretendida (entre otras SSTC 60/1982, de 11 de octubre, 257/1988, de 22 de diciembre y 97/1991, de 9 de mayo).


          La STS de 12 de julio de 2005 señala que el «más restringido concepto de "interés directo" del artículo 28.a) LJCA/1956 debe ser sustituido por el más amplio de "interés legítimo", aunque sigue siendo una exigencia indeclinable la existencia de un "interés" como base de la legitimación y por tanto, que la resolución administrativa pueda repercutir, directa o indirectamente, pero de modo efectivo y acreditado, es decir, no meramente hipotético, potencial y futuro, en la correspondiente esfera jurídica de quien alega su legitimación..., sin que baste, por tanto, su mera invocación abstracta y general o la mera posibilidad de su acaecimiento (SSTS de 4 de febrero de 1999, 17 de marzo y 30 de junio de 1995 y 12 de febrero de 1996, 9 de junio de 1997 y 8 de febrero de 1999, entre otras muchas; SSTC 60/1982, 62/1983, 257/1988, 97/1991, 195/1992, 143/1994 y ATC 327/1997)».


          Hay que señalar también, que en relación con la legitimación en el proceso, se ha destacado en general, la obligación de una interpretación amplia, en aplicación del principio antiformalista. «El interés directo debe ser interpretado, dado el contenido del artículo 24.1, CE, en la forma más favorable posible a la efectividad de la tutela judicial efectiva» STC 31/1990.


          La STS, Sala 3.ª, 19-mayo-2000, al analizar el entendimiento expansivo que se ha dado al concepto de legitimación, señala por lo que aquí nos interesa, que «... Otro de los ejes sobre los que se ha producido la expansión del concepto de la legitimación activa ha sido la acentuación de la presión de intereses colectivos o de grupo, como refleja la regulación que hoy hace la Ley de la Jurisdicción 29/1998, de 13 jul, acogiendo la evolución iniciada por la jurisprudencia del Tribunal Supremo y continuada por el Tribunal Constitucional» Pero también en este aspecto la ampliación experimentada tiene sus límites. Y así resulta en cuanto a los intereses colectivos que su diferencia con los intereses difusos —reconocidos por el art. 7 de la LOPJ, como aptos también para generar un título legitimador— se encuentra en que se residencian en los entes, asociaciones o corporaciones representativas que son depositarias de específicos y determinados intereses colectivos».


          Interesa la exposición sintética de la legitimación que se encuentra en la STC de 18-10-2004: «el interés legítimo en el proceso contencioso-administrativo ha sido caracterizado como una relación material unívoca entre el sujeto y el objeto de la pretensión (en este amparo, la resolución administrativa impugnada) de tal forma que su anulación produzca automáticamente un efecto positivo (beneficio) o negativo (perjuicio), actual o futuro, pero cierto» (SSTC 65/1994, de 28 de febrero; 105/1995, de 3 de julio; 122/1998, de 15 de junio; 1/2000, de 17 de enero), debiendo entenderse tal relación referida a un interés en sentido propio, cualificado y específico, actual y real (no potencial o hipotético). Más sencillamente, se trata de la titularidad potencial de una ventaja o de una utilidad jurídica, no necesariamente de contenido patrimonial, por parte de quien ejercita la pretensión, y que se materializaría de prosperar ésta. Luego, para que exista interés legítimo, la actuación impugnada debe repercutir de manera clara y suficiente en la esfera jurídica de quien acude al proceso» (STC 45/2004, de 23 de marzo)».


          La legitimación no solo viene determinada por la existencia de la condición de interesado antes señalado y definido en los términos de la LPACAP, sino que debe seguirse algún perjuicio por el acto que se recurre. Si el acto administrativo favorece al interesado por completo no tendrá legitimación al carecer de todo interés la resolución de un recurso que, por lo demás, no podrá perjudicar la situación del recurrente. Otra cosa es que el acto solo reconozca parcialmente las pretensiones del interesado, cuestión esta que debe estarse al caso. Esta cuestión la trata la STS de 16-10-1985 que parte de considerar, una vez examinados los antecedentes, «…que el debate administrativo y el consiguiente judicial se reduce a cuestiones puramente académicas y abstractas carentes de eficacia jurídica alguna, pues cualquiera que sea el sentido en que se resuelvan la decisión denegatoria de la licencia se mantendrá inalterable en cuanto que la impugnación del Ayuntamiento no va dirigida a su revocación para sustituirla por un acto de concesión, sino muy al contrario para reforzarla con una nueva razón desestimatoria y ello supone desconocer el indiscutido principio procesal, según el cual los recursos están establecidos para ser utilizados por aquéllos que son perjudicados por la decisión que se recurre, no siendo concebible que se interpongan por los titulares de intereses que precisamente son acogidos y satisfechos por esa decisión y este principio es tan viejo y tradicional en nuestro Derecho, que aparece ya proclamado en el Código de las Partidas cuando restringe el derecho de recurrir a "quien se tuviere por agraviado de juicio que fuese dado contra él" y ha sido desde entonces mantenido de manera constante por jurisprudencia de todo orden y en tal sentido deben interpretarse los artículos 23 de la Ley de Procedimiento Administrativo y 28 de la Ley de esta Jurisdicción».


          Debe distinguirse entre la condición de interesado para que las resoluciones administrativas dictadas en un procedimiento se le notifiquen a una persona y la condición de interesado inherente a la legitimación para recurrir en vía administrativa o jurisdiccional. El TS, con relación a la regulación análoga de la LRJPAC, viene haciendo alusión a la confusión entre el concepto de «interesado» como parte en el procedimiento administrativo, a quien ha de notificarse la resolución que recaiga de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de la LPA (art. 4 de la LPACAP), e interés legítimo para recurrir el acto o disposición que se estime contrario a los intereses profesionales o generales de una clase o corporación determinada, cuya representación esté conferida al colegio profesional correspondiente. Así en la STS de 10-03-1999 se hace mención a las SSTS de 10-11-1994 y 13-03-1998 que han precisado con absoluta claridad que la posibilidad de impugnar legítimamente un acto de la Administración no convierte a quien tal posibilidad ostenta en legítimo interesado en el procedimiento administrativo según el artículo 23 (de la LPA), con la consecuencia de que haya de ser notificada la resolución recaída en dicho procedimiento que a su derecho o interés afecte como ordena el precitado artículo 79, ya que el concepto de «interesado» recogido en el Título II de la LPA únicamente resulta aplicable a las personas físicas o jurídicas incluidas en alguno de los apartados correspondientes del artículo 23 (22) .


          No tiene legitimación el funcionario que forma parte del órgano administrativo que tramita el procedimiento que se ultima con el acto administrativo que se pretende recurrir, con la salvedad de que el funcionario fuese destinatario final del mismo (STSJ de Baleares de 20-04-2001).


          La legitimación reconocida por la Administración a un determinado particular en vía administrativa no puede ser luego negada en vía jurisdiccional. Como señala la doctrina, en virtud de los actos propios no puede denegarse lo que se aceptó ya en vía administrativa (23) .


          Como supuestos específicos de legitimación ex lege nos encontramos la de los concejales en relación a los actos dictados por la corporación a la que pertenezcan. El artículo 63.1.b) de la LBRL establece que junto a los sujetos legitimados en el régimen general del proceso contencioso-administrativo podrán impugnar los actos y acuerdos de las entidades locales que incurran en infracción del ordenamiento jurídico: b) Los miembros de las corporaciones que hubieran votado en contra de tales actos y acuerdos. Esta legitimación les permite impugnar los actos y acuerdos que aprobara el órgano municipal del que forma parte el concejal, por lo que en principio si no formara parte no tendría legitimación. Esta doctrina tradicional (24)  y estricta en lo que se refiere a la literalidad de las exigencias puede matizarse con la consideración que hacen otras sentencias posteriores sobre esta materia.


          Así la STC de 18-10-2004 acoge una legitimación más amplia de los concejales, pues anula una sentencia que negaba la legitimación activa del concejal por no haber formado parte del órgano que dicto el acuerdo en cuestión, concluyendo el TC que la especificación del inciso «que hiera votado en contra del acuerdo impugnado» no excluye la legitimación de los concejales que no hayan formado parte del órgano que dictó el acto: «existe una legitimación ex lege, que conviene concretamente, por razón del mandato representativo recibido de sus electores, a los miembros electivos de las correspondientes corporaciones locales para poder impugnar los actos o actuaciones de éstas que contradigan el Ordenamiento jurídico. No se trata de una legitimación basada en un interés abstracto en la legalidad, sino de una legitimación directamente derivada de la condición de representante popular que ostentan, en cuanto ahora importa, los concejales de un Ayuntamiento y que se traduce en un interés concreto —inclusive puede hablarse de una obligación— de controlar su correcto funcionamiento, como único medio, a su vez, de conseguir la satisfacción de las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal que, como primera competencia, asigna a los Municipios el art. 25.1 de la mencionada Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local.


          Esta otra fuente o modalidad de título legitimador, independiente del derivado del régimen general —y por tanto no sujeto a la existencia de un interés caracterizado como una relación material unívoca entre el sujeto y el objeto de la pretensión de la que resulta para aquél una ventaja o utilidad jurídica en sentido amplio, conforme antes se destacó en el fundamento 3, apartado a)—, encaja claramente en un interpretación conjunta de los arts. 20 a) LJCA y 63.1 b) LBRL.


          En efecto. El primero de los preceptos apuntados, después de disponer que "no pueden interponer recurso contencioso-administrativo contra la actividad de una Administración pública, los órganos de la misma y los miembros de sus órganos colegiados", salva de inmediato el caso de que «una Ley lo autorice expresamente». Esta Ley, en cuanto ahora interesa, sería, precisamente, el meritado art. 63.1 b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, desarrollado en el art. 209.2 del Real Decreto 2568/1986, que aprobó el Reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico de las entidades locales, que, de modo significativo, comienza estableciendo: junto a los sujetos legitimados en el régimen general del proceso contencioso-administrativo (y por tanto con separación de sus requisitos, léase de la caracterización del interés como relación entre sujeto y objeto de la pretensión) "podrán impugnar los actos y acuerdos de las entidades locales que incurran en infracción del Ordenamiento jurídico... los miembros de las corporaciones que hubieran votado en contra de tales actos y acuerdos".


          La interpretación del precepto acabado de transcribir no puede quedarse en el restrictivo sentido de que sólo, en cuanto aquí importa, los concejales que hubieran integrado uno de los órganos colegiados del municipio (Ayuntamiento y Comisión de Gobierno, allí donde exista) y hubieran votado en contra del acuerdo adoptado por aquéllos estarían legitimados para impugnarlo en vía Contencioso-Administrativa, como si de un aislado —y hasta podría decirse que insólito— título legitimador se tratara. Por el contrario, esta excepción, que responde al obligado interés del concejal disidente en el correcto y ajustado a Derecho funcionamiento de la corporación local a que pertenece (porque ya se ha dicho que se trata de un título legitimador distinto del derivado del «interés legítimo» que caracteriza la legitimación general —la del art. 19.1.a LJCA—), ha de presuponer lógicamente el prius de la legitimación del concejal o representante popular de una entidad local para impugnar jurisdiccionalmente las actuaciones contrarias a Ordenamiento en que hubiera podido incurrir su corporación, de la que la excepción legal —la del art. 63.1.b LRBRL— sería una consecuente aplicación.


          No tendría sentido admitir la legitimación de ese miembro de una corporación local, únicamente, cuando hubiera concurrido en sentido disidente a la formación de la voluntad de un órgano colegiado, para negársela a quien no hubiera formado parte del órgano por causas ajenas a su voluntad, o incluso por deliberado apartamiento de los representantes mayoritarios, y más aún cuando es idéntico, en uno y otro caso, el "interés en el correcto funcionamiento de la corporación" que subyace en el título legitimador que ahora se examina.


          Por consiguiente, el precepto analizado —el tan repetido art. 63.1.b LBRL— parte, por elemental lógica, de un principio de legitimación de los miembros representantes populares de las corporaciones locales, que luego resulta matizado en el caso de que los actos propios de dicho representante durante el proceso de formación de voluntad del órgano que dictó el acto de que se trate contradigan palmariamente la posterior actividad impugnatoria, cosa que se produciría cuando no se hubiera puesto objeción alguna al acuerdo o cuando, incluso, se hubiera votado a favor de su adopción.


          La especificación a que acaba de hacerse referencia no puede interpretarse, desde una perspectiva constitucional y en presencia del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva de derechos e intereses legítimos —art. 24.1 —, en el sentido de que si la Ley únicamente alude a los miembros de un órgano colegiado para hacer posible la impugnación de los actos en cuya adopción hayan intervenido, es que ésta resulta vedada para los demás. Más bien lo lógico es entender lo contrario: que el concejal, por su condición de miembro —no de órgano— del Ayuntamiento, que es, a su vez, el órgano de gobierno y administración del municipio y para el que es elegido "mediante sufragio universal, libre, directo y secreto" de los vecinos (art. 19.2 LBRL en relación con los arts. 176 y siguientes de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio 1985, del régimen electoral general), está legitimado para impugnar la actuación de la corporación local a que pertenece, por el interés concreto que ostenta en el correcto funcionamiento de dicha corporación en virtud de su mandato representativo, a no ser que, tratándose del acto de un órgano colegiado, no hubiera votado en contra de su aprobación».


          Otro supuesto de legitimación ex lege es la acción vecinal del artículo 68 de la LBRL. Este precepto establece lo siguiente:


          

            

              «1.

              Las entidades locales tienen la obligación de ejercer las acciones necesarias para la defensa de sus bienes y derechos.

            


            

              2.

              Cualquier vecino que se hallare en pleno goce de sus derechos civiles y políticos podrá requerir su ejercicio a la Entidad interesada. Este requerimiento, del que se dará conocimiento a quienes pudiesen resultar afectados por las correspondientes acciones, suspenderá el plazo para el ejercicio de las mismas por un término de treinta días hábiles.

            


            

              3.

              Si en el plazo de esos treinta días la entidad no acordara el ejercicio de las acciones solicitadas, los vecinos podrán ejercitar dicha acción en nombre e interés de la entidad local.

            


            

              4.

              De prosperar la acción, el actor tendrá derecho a ser reembolsado por la Entidad de las costas procesales y a la indemnización de cuantos daños y perjuicios se le hubieran seguido».


          


          Este supuesto no es un caso de acción popular, sino de sustitución extraprocesal en todo tipo de orden jurisdiccional, no solo el contencioso-administrativo, siendo el legitimado el propio municipio que no actúa ante el requerimiento del vecino. Se precisa la condición de vecino (estar empadronado con residencia habitual) aunque en algún caso se ha dado legitimación a un ciudadano extranjero no empadronado pero con arraigo en el municipio por tener en propiedad terrenos radicados en el mismo (SAP de Brugos de 25-06-2007). Tratándose de una legitimación activa por sustitución que otorga a cualquier vecino legitimación extraordinaria para ejercitar en nombre de la entidad local las acciones necesarias para la defensa de los bienes y derechos de la misma sería una especie de la legitimación reconocida en el artículo 10 de la LEC (25) .


          

          

            2.6.3. 

             Acción pública y legitimación

          


          En materias determinadas como el urbanismo existe lo que se ha denominado acción pública que permite a toda persona recurrir la actuación administrativa sin exigir una legitimación como la que se precisa en general y que hemos expuesto antes. No se trata de que se le deba notificar cualquier resolución que se dicte en esta materia por la Administración (lo que además sería imposible) sino de permitir el ejercicio de acciones administrativas y judiciales a cualquier persona que así lo desee.


          El artículo 19.1.h) de la LJ la reconoce sin más, al atribuir legitimación a «cualquier ciudadano, en ejercicio de la acción popular, en los casos expresamente previstos por las Leyes».


          Será pues la ley la que determine los casos. Pueden citarse el artículo 5 f) de Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (26) ; artículo 109 de la Ley 22/1988, de Costas (27) ; artículo 22 de la Ley 30/2014, de 3 de diciembre, en ejercicio de la acción popular, en los casos expresamente previstos por las, de Parques Nacionales (28) ; el artículo 8.2 de la Ley 17/1985, de 25 de junio, de patrimonio Histórico Nacional (29) .


          

          

            2.6.4. 

             Representación: artículo 5 de la LPACAP

          


          

            «1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.

          


          

            2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.

          


          

            3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación. Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.

          


          

            4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna de su existencia.

          


          

            A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de apoderamientos de la Administración Pública competente.

          


          

            5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente administrativo acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.

          


          

            6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo requieran.

          


          

            7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el interesado por sí mismo en el procedimiento» (30) .


          Los denunciantes no tienen legitimación para recurrir las resoluciones que se dicten en procedimientos sancionares y disciplinarios. La jurisprudencia es abundante en relación a los denunciantes de funcionarios públicos y de miembros de la magistratura (31) .


          

          

            2.7. 

             Procedimiento administrativo en vía de recurso

          


          La interposición de un recurso administrativo da lugar a un verdadero procedimiento administrativo con autonomía y sustantividad propia que puede terminar de una forma normal, es decir mediante una resolución expresa y motivada dictada por el órgano competente, o mediante una forma ficticia en virtud del silencio administrativo causado por la falta de resolución expresa (STS de 13-12-2004).


          La LPACAP, como antes hacían las LPA y LRJPAC, incluye unas normas procedimentales específicas para los recursos administrativos que se regulan en la propia ley, como es el escrito de interposición, el trámite de inadmisión, la suspensión de la actuación impugnada, el trámite de audiencia, la resolución del recurso todo lo cual se estudia en este apartado. Sí es novedosa la regulación sobre la concurrencia de recursos administrativos. Por otro lado, la ley regula expresamente tres tipos de recursos: el potestativo de reposición, frente a actos que agotan la vía administrativa; el recurso de alzada, que se interpone contra actos que no agotan la vía administrativa y el recurso de revisión que se interpone frente a los actos firmes, hayan agotado o no la vía administrativa, y que solo se puede fundamentar en motivos concretos que determina en lista cerrada la propia ley. En todo lo no expresamente regulado por las normas generales de los recursos administrativos (sección 1.ª del Capítulo II del Título V de la LPACAP) en lo previsto para cada recurso será de aplicación las normas generales de la vigente ley de procedimiento administrativo. En este apartado haremos consideraciones generales que luego se verán con más detalle en el estudio de cada uno de los tres recursos administrativos que regula la Ley.


          

          

            2.7.1. 

             Inicio del procedimiento

          


          El procedimiento de recurso administrativo se inicia solo y exclusivamente por la interposición del mismo mediante escrito que ha de reunir los requisitos del artículo 115 de la LPACAP:


          

            «1. La interposición del recurso deberá expresar:

          


          

            a) El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal del mismo.

          


          

            b) El acto que se recurre y la razón de su impugnación.

          


          

            c) Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del medio y, en su caso, del lugar que se señale a efectos de notificaciones.

          


          

            d) Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige y su correspondiente código de identificación.

          


          

            e) Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones específicas» (32) .


          El apartado b) se refiere a la inclusión en el recurso de «la razón de su impugnación». Esta lacónica indicación al contenido del escrito de interposición en lo que se refiere a la fundamentación del mismo, la razón de su impugnación, entendemos que se refiere tanto a la relación de hechos, el relato fáctico, en los que se apoya; además de la fundamentación jurídica, el relato jurídico; y, por último, la solicitud que se interesa (lo que en una demanda contenciosa se llamaría «súplica»), es decir la petición que se requiere a la Administración en relación a un acto administrativo. Esta petición será de nulidad con la intención de que desaparezca tanto el propio acto como sus consecuencias, pudiendo ser estas ser de muy variado tipo. Además, si se tiene legitimación para ello se pude pedir el reconocimiento por la Administración de una situación jurídica individualizada. En todo caso, no debe olvidarse que es conveniente agotar las posibilidades de la petición de modo que quede con toda claridad cuál es la voluntad del recurrente que no se tiene que limitar a la mera declaración de nulidad, sino que puede querer más cosas: que se le reconozca un derecho, una cantidad de dinero, una situación administrativa, etc. En este orden de cosas la LJ en su artículo 31 se refiere a esa variedad de pretensiones que el recurrente puede ejercitar en su escrito de demanda y que son aplicables a la solicitud incluida en un recurso administrativo. El artículo 31 de la LJ dispone: «1. El demandante podrá pretender la declaración de no ser conformes a Derecho y, en su caso, la anulación de los actos y disposiciones susceptibles de impugnación según el capítulo precedente 2. También podrá pretender el reconocimiento de una situación jurídica individualizada y la adopción de las medidas adecuadas para el pleno restablecimiento de la misma, entre ellas la indemnización de los daños y perjuicios, cuando proceda» (33) .


          Debe advertirse que los motivos que se plantean en el escrito del recurso no limitan los argumentos jurídicos que pueden emplearse con posterioridad en el recurso contencioso administrativo. Siempre que no se alteren los hechos y lo que se pide puede variarse la fundamentación incluyendo motivos de impugnación que no se hicieron valer en vía administrativa, siempre que tal proceder no suponga una alteración de los hechos o una petición distinta cualitativamente o mayor cuantitativamente.


          La STS de 10-03-2008 así lo declara al decir, contestando a la no estimación de una causa de inadmisibilidad, que «la primera (causa de inadmisibilidad), hace referencia a una supuesta desviación entre los motivos alegados en reposición y los articulados en la demanda, en tanto no se hizo alusión en el recurso administrativo a la redacción irregular de la Base (…), ni a la desviación de poder. Pero es reiterada la jurisprudencia que viene admitiendo la posibilidad de alegar en vía procesal motivos de anulación distintos de los citados en los recursos administrativos, donde no se prevé la necesaria intervención de Abogado, exigiendo el artículo 33 tan solo la congruencia de la sentencia entre los motivos alegados en la demanda y contestación, e incluso la posibilidad de que por el Juez o Tribunal se introduzcan en el debate motivos distintos, siempre sin alterar las pretensiones de las partes y con su previa audiencia. En cualquier caso es evidente que esta supuesta desviación sobre la vía previa administrativa no es un defecto de la sentencia ni ésta conculca las normas sobre los actos y garantías procesales».


          Esta cuestión está afectada por el derecho constitucional reconocido en el artículo 24 de la CE (34)  por cuanto forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva el que se dé por los tribunales contestación a todas las cuestiones suscitadas por las partes. Y por este motivo el TC ha conocido de esta materia en la STC 61/1990, de 9 de marzo, siendo el objeto una sentencia que no se había pronunciado sobre todos los motivos de impugnación en base a que los mismos no se habían planteado en su día en el recurso administrativo: «el objeto del recurso de amparo consiste en la impugnación de las resoluciones judiciales a las que el recurrente imputa la vulneración de su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 de la CE) al no responder a lo planteado en la demanda contencioso-administrativa y desestimar el recurso con una motivación arbitraria y no fundada en Derecho, sin entrar a resolver el fondo de las cuestiones planteadas incurriendo con ello en incongruencia omisiva. La recurrente en amparo aduce, asimismo, que la Sentencia de 28 de enero de 2005 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias habría incurrido en lesión del derecho fundamental reconocido en el art. 24.1 CE en cuanto derecho de acceso a la jurisdicción porque la Sala aplicó una causa de inadmisión no prevista legalmente, como es la falta de alegaciones en la vía administrativa previa


          Conforme con lo que dispone el art. 56.1 LJCA el órgano judicial debió entrar a conocer los motivos de impugnación de la liquidación tributaria cuestionada aducidos en la demanda contencioso-administrativa aunque no hubiesen sido aducidos en la vía administrativa previa. De esta manera el órgano judicial hubiese cumplido con las exigencias derivadas del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE), concretamente con el derecho a una resolución de fondo congruente con las pretensiones de las partes. Un derecho fundamental que, de acuerdo con la doctrina consolidada de este Tribunal, no exige una respuesta explícita y pormenorizada de todas las cuestiones planteadas pero sí que el órgano judicial evite que se produzca un desajuste entre el fallo y los términos en que las partes formularon sus pretensiones».


          En relación a los requisitos formales de los escritos de interposición la doctrina jurisprudencial mantiene un criterio antiformalista (35)  (espiritualista se le ha denominado también) y, en todo caso, permite la subsanación debiendo requerir la Administración al interesado antes de acordar la inadmisibilidad. Es decir, que respecto de todas las causas de inadmisibilidad debe tenerse en cuenta que si los defectos apreciados en el escrito de interposición son subsanables, la Administración deberá requerir a la interesada para que los subsane, dándole un plazo para ello. El TS ya en relación con la LPA con argumentos que son aplicables aquí, decía en su sentencia de 23-01-1998 que «si bien en la LPA-1958 y con relación a los requisitos del escrito de interposición de los recursos administrativos no se dice expresamente que puede subsanarse la falta de alguno de los datos que debe contener el aludido escrito, preciso es poner de relieve que la posibilidad de dicha subsanación la establece aquella Ley para todo escrito que inicie un procedimiento administrativo». La vigente Ley de procedimiento administrativo establece en el artículo 68 la regulación de la mejora y subsanación de solicitudes que es de aplicación a los procedimientos administrativos en vía de recurso (36) .


          Por lo anterior, la apreciación de cualquier defecto en el escrito de interposición deberá ser comunicada al recurrente para que en el plazo que se fije se subsane, continuando luego el procedimiento por sus trámites o declarando la inadmisibilidad del recurso si no se atiende el requerimiento de subsanación y el defecto impide la continuación del procedimiento. La falta acreditación de la representación puede subsanarse (STSJ Valencia de 2-01-2003) (37) .


          El escrito de interposición que no reúna las anteriores precisiones o las haga de forma imprecisa o lacónica puede ser subsanado por la presentación de un escrito posterior de alegaciones siempre que las mismas se hagan llegar a las demás partes de modo que se cumplan las exigencias de contradicción sin indefensión. Es el caso resuelto por la STS de 20-05-2002 «Si el escrito de interposición del recurso de alzada se presenta dentro de los quince días siguientes a la notificación del acto que se recurre, ha de entenderse que se cumple con la exigencia de temporaneidad que resultaba del artículo 122.4 LPA; y, asimismo, el procedimiento administrativo y, en particular, los recursos administrativos no están regidos por un principio de preclusión tan exigente que impidiera al recurrente formular, con posterioridad a la interposición, ningún tipo de alegaciones. La escueta regulación del recurso de alzada contemplada en los artículos 122 a 125 LPA había de completarse con los principios generales establecidos para los recursos administrativos en los artículos 113 a 121, y conforme a ellos, especialmente según lo establecido en el artículo 117 LPA, eran posibles alegaciones distintas de las contenidas en el escrito de interposición.


          Ahora bien, si se efectuaron dichas alegaciones complementarias, cuando había terceros interesados era preciso, en todo caso, el traslado de las mismas. El artículo 117.3 LPA se refería expresamente al escrito de recurso, pero, lógicamente cuando sólo existiera dicho escrito. Pues si había otros complementarios la misma finalidad y el propio régimen del artículo 91 LPA, al que se remitía el citado artículo 117.3 LPA, exigía el traslado de aquéllos a los interesados.


          No obstante, si se omite el traslado de las alegaciones solo habrá nulidad de actuaciones si se ha causado indefensión material relevante de los interesados en el recurso (…)».


          En relación con estas cuestiones formales el artículo 115.2 de la LPACAP establece que «el error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter». Este precepto que obliga a la Administración a calificar el escrito del interesado para atribuirle su verdadero carácter y, consiguientemente, tramitarlo correctamente, está anclado en las exigencias de la buena fe, como reconoce el TS al decir en la sentencia de 16-06-1981 que «el principio espiritualista, si no sirviera más que para excusar en no empleo del término reposición, pero para nada más, ciertamente que nos prestaría un flaco servicio y una vana esperanza; porque la doctrina, en estos casos, se ha inclinado por el empleo de la técnica del error scusabilis, en estrecha alianza con el principio de la buena fe cuya ratio iuris consiste en que no se niegue la justicia a quine sinceramente la ha invocado; principio recogido en el art. 114.2 de la LPA (…) y que ha sido desarrollado por la jurisprudencia en SSTS de 17-01 y 15-12-1961 y 20-05-1960».


          La STS de 28-04-1988 expone el principio anterior a la luz de la normativa ya derogada de la LPA ante el supuesto habitual de que se presente una solicitud reiterando otra anterior que ha sido expresamente denegada: «derivación de todo lo anterior es la corrección técnico-jurídica de la consideración y calificación de recurso de reposición que la Sentencia de 19 de noviembre de 1986, aquí impugnada, otorga a la "nueva solicitud de colegiación" formulada en el escrito de fecha 13 de febrero de 1986, producto de la cual es el Acuerdo del día 20 del mismo mes y año objeto del recurso contencioso-administrativo de instancia y tildado, en éste y en la apelación, de reproducción del anterior, definitivo y firme, de 21 de enero, y, por lo tanto, de inimpugnable judicialmente. Y debe reputarse, tal nueva solicitud, de recurso de reposición, no sólo porque ésta es la interpretación, como es obvio, según lo antes dicho más atemperada al principio de la tutela judicial efectiva del artículo 24.1 de la Constitución Española, sino también porque así viene a establecerlo tanto el tenor teleológico del artículo 114.2 de la Ley de Procedimiento Administrativo (pues el posible error de calificación del promovente se autosubsana por el verdadero carácter que se deduzca de la intentio que dimana del escrito y pretensión formulados) como la reiterada jurisprudencia que al respecto predomina, reconducible, en esencia, a la tesis de que una reiteración de la petición inicial, siempre que se haga dentro del plazo para formular el recurso, constituye, según los casos, un recurso de reposición o de alzada cualquiera sea el alcance matizador que el interesado le haya dado en su mera plasmación formal. Por eso, en el caso presente, formalizada "la nueva solicitud de colegiación", ante el mismo Colegio dentro del mes siguiente a la notificación de la anterior resolución denegatoria, no existe duda de clase alguna de que se esté ante un propio recurso de reposición y de que, por lo tanto, el Acuerdo desestimatorio del mismo de 20 de febrero de 1986 era perfectamente recurrible en la vía contencioso-administrativa de la Ley 62/78, y lo fue, además dentro del plazo legal de los 10 días que establece el artículo 8.1 de dicho texto, circunstancias, todas, que permiten llegar a la conclusión de que concurrían todos los requisitos para que la Sala de la Audiencia Territorial de Valencia pudiese hacer las declaraciones de fondo que estimó oportunas (…)" (38) .


          No solo es irrelevante el error en la calificación del recurso para la admisibilidad del mismo (siempre que su verdadera naturaleza se desprenda del contenido, no en otro caso) sino que si se siguen las instrucciones de la Administración a la hora de interponer un determinado recurso, no podrá luego la Administración, aprovecharse de un error causado por ella misma, STS 20-02-2015: «No obstante lo anterior, el hecho de que en el presente supuesto se haya interpuesto un recurso de reposición, no puede provocar la inadmisibilidad del recurso por extemporaneidad en su interposición, como pretende la parte recurrente en casación, por cuanto fue la propia Administración la que, erróneamente, ofreció dicho recurso a la parte. (…). Consecuentemente, la parte recurrente no hizo sino seguir la instrucción que en materia de recursos le indicó la propia Administración, por lo que, si su interposición resultaba improcedente, ello no puede provocar, en ningún caso, efectos perjudiciales en beneficio de quién ha actuado de forma incorrecta, estimando la extemporaneidad del recurso» (39) .


          Ahora bien, esta regla solo se aplica en materia de recursos administrativos sin que se pueda referir a determinadas actuaciones entre Administraciones como es el caso del requerimiento del artículo 49 de la LJ (40) . Por otro lado, debe distinguirse el error en la calificación del recurso por parte del recurrente y la interposición de recursos inexistentes o equivocados sin que el error sea causado por la actuación de la Administración. En este sentido, la interposición de un recurso de reposición directamente contra una disposición administrativa es inviable por estar esta actuación administrativa expresamente excluida de recurso administrativo (sin perjuicio del recurso per saltum) y ello a pesar de que tal disposición no fuera debidamente notificada. La consecuencia de lo anterior es que el plazo de dos meses para la interposición del recurso contencioso empiezan a contar desde, precisamente, la fecha de interposición del recurso administrativo por lo que pasados los dos meses terminará el plazo para acudir a la jurisdicción. Es decir, que esta clase de errores no rehabilitan los plazos de caducidad. Resuelve así el TS en su sentencia de 20-12-1999: «El silencio de la Administración tampoco cambia las cosas porque no le es imputable a ella el error del actor en la utilización de los remedios que el ordenamiento jurídico le ofrecía para combatir el acto que consideraba contrario a Derecho. Y, por esa misma razón, debemos descartar que sea éste un supuesto en el que mediante trabas formales injustificadas se impida el acceso del recurrente a la Jurisdicción. No hay tal. Simplemente, escogió un camino inadecuado y, entre tanto, transcurrió el tiempo para interponer el recurso procedente, lo que hizo que el posterior recurso Contencioso-Administrativo deviniese extemporáneo. Esa equivocación no es razón para obviar las reglas que la Ley establece con carácter general sobre los plazos para recurrir. En este sentido, esta Sala ha dicho en reiteradas ocasiones que "la interposición de un recurso improcedente o inexistente en el ordenamiento jurídico en el momento en que se publicó el Acuerdo impugnado no puede determinar la rehabilitación del plazo para recurrir, precisamente por la improcedencia o inexistencia del aludido recurso (así la Sentencia de 11 de junio de 1990)"».


          

          

            2.7.2. 

             Trámite de audiencia a los interesados. La prueba en el procedimiento administrativo de recurso

          


          El artículo 118 de la LPACAP regula la audiencia de los interesados en los procedimientos administrativos en vía de recurso del siguiente modo:


          

            

              «1. Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes.

            


            

              No se tendrán en cuenta en la resolución de los recursos, hechos, documentos o alegaciones del recurrente, cuando habiendo podido aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho.

              

                Tampoco podrá solicitarse la práctica de pruebas cuando su falta de realización en el procedimiento en el que se dictó la resolución recurrida fuera imputable al interesado

              .


            

              2. Si hubiera otros interesados se les dará, en todo caso, traslado del recurso para que en el plazo antes citado, aleguen cuanto estimen procedente.

            


            

              3. El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de documentos nuevos a los efectos de este artículo. Tampoco lo tendrán los que los interesados hayan aportado al expediente antes de recaer la resolución impugnada».


          


          Este precepto reitera el contenido del artículo 112 de la LRCPAC con la salvedad de que ahora se incluye en el párrafo segundo del primer apartado la frase que se ha subrayado y que se refiere a las pruebas que se pueden solicitar en el recurso administrativo que en ningún caso se admitirán si la falta de realización de las mismas en el procedimiento en el que se dictó la resolución recurrida fuera imputable al interesado que las propone.


          En el trámite de audiencia, por lo tanto, los interesados pueden hacer alegaciones teniendo a la vista todo lo actuado en el procedimiento administrativo. En el plazo que se establezca en la resolución administrativa, que no será inferior a 10 días ni superior a 15) los interesados también podrán aportar la documentación que entiendan pertinente.


          Del mismo modo, y a la vista de la redacción del inciso añadido a la anterior redacción, los interesados podrán solicitar la práctica de las pruebas que consideren pertinentes, diligencias probatorias que entendemos pueden ser de cualquier tipo, y no solo documentales. En todo caso, la solicitud de prueba deberá acreditar que si no se practicó en el procedimiento administrativo fue por causa no imputable a la parte. Parece lógico pensar que si se practica prueba en la tramitación del recurso administrativo será preciso dar la posibilidad de alegar a su vista una vez practicada, salvo que se trate de una prueba que haya aportado la misma parte.


          El interesado en este trámite es siempre el propio recurrente. Lógicamente, a este no se le dará traslado de su propio recurso de alzada. Sí se le habrá de facilitar el recurso a otros interesados en el acto administrativo a los que se haya notificado la resolución recurrida y que pueden estar interesados en la oposición al recurso administrativo. Entendemos que estos también podrán aportar documentación y proponer prueba en los términos ya señalados. La práctica de la prueba exigirá una resolución administrativa que acuerde su admisión o no


          Como es tradicional y lógico, si en el recurso administrativo no se van a tener en cuenta por parte del órgano administrativo competente hechos nuevos o documentos que no formaran parte del expediente, se podrá prescindir del trámite de audiencia.


          La infracción de este trámite que dé lugar a la indefensión material de algún interesado producirá la nulidad de lo actuado (41) . El trámite de audiencia es el más importante en el ámbito del procedimiento administrativo, y aunque en ocasiones se relativiza el mismo distinguiendo entre indefensión formal y material. Solo se produce indefensión y la consiguiente nulidad si la misma es real: cuando la falta de audiencia implica la imposibilidad de defensa del interesado. Por ello, no existe cuando ha existido la posibilidad de defensa en otro trámite equivalente al específicamente dirigido a otorgar dicha audiencia. Así, se le causa una auténtica indefensión al recurrente en la tramitación del recurso administrativo si no se le permitió la defensa de sus derechos frente a las alegaciones efectuadas por quien luego resultaría adjudicatario del concurso, al haber resuelto la Administración dicho recurso acogiendo alegaciones del recurrente, con privación del mínimo derecho de defensa de quien de esta forma resultó privado de su condición inicial de adjudicatario.


          Se anulan las actuaciones por la STS de 27-01-2004 ante la constatación de que en la tramitación del expediente relativo al recurso administrativo una vez que se dictó la resolución inicial denegando la inscripción de la marca, se interpuso contra la misma recurso ordinario (alzada ahora) por el aspirante recurso que se tramitó sin intervención de la interesada y que durante la substanciación del recurso ordinario, el aspirante presentó dos escritos formulando nuevas alegaciones y presentando una serie de documentos que luego resultaron decisivos para la concesión de la marca, sin dar traslado al oponente causándole indefensión en cuanto no tuvo ocasión de oponerse a los escritos impugnando los documentos aportados (42) .


          La indefensión material se ha considerado inexistente si la interesada pudo alegar todo lo que entendió pertinente en el cauce del proceso contencioso-administrativo. La STS de 16-05-1996, lo manifiesta así tras reconocer que no se cumplimentó correctamente el trámite de audiencia: «Tal indefensión no se ha producido, pues si bien es cierto que la resolución originaria incurrió en el error de negar la residencia del solicitante en el lugar indicado, cuando efectivamente no era así, tuvo la oportunidad de recurrir contra este acto y alegar lo contrario, lo que efectivamente hizo. Ahora bien, la resolución de alzada reconociendo esa residencia, funda la denegación de la vivienda en otros motivos distintos, lo que indudablemente podía hacer, conforme al artículo 119 de la Ley de Procedimiento Administrativo), y aunque no se le dio al interesado la audiencia previa que en dicho precepto se establece para estos casos, ha tenido oportunidad en la vía jurisdiccional de argumentar en contra de esa motivación, por lo que la pretendida indefensión es meramente formal, no susceptible de producir la nulidad del acto, como reiteradamente tiene señalada la jurisprudencia de esta Sala (Sentencia de 24 mayo 1995, por todas)».


          Respecto a la prueba en el procedimiento de recurso administrativo deben distinguirse dos situaciones (43) :


          

            	

              a)  Que en el procedimiento en el que se dictó el acto administrativo impugnado hubiera habido periodo de prueba. En este caso no parece necesario otro periodo con la misma finalidad salvo que la Administración hubiera denegado la práctica de alguna. A su vez deben distinguirse los siguientes supuestos:
	
—  que el recurrente no hubiera comparecido en el procedimiento por no haberse notificado en forma, pese a tener la condición de interesado según el artículo 4.1.b) de la LCAPAP. En este caso en vía de recurso se puede solicitar la práctica de las pruebas pues tal proceder puede dar lugar a la nulidad de la resolución recurrida.

	
—  que el recurrente compareciera en el procedimiento pero no hubiera sido notificada la apertura del periodo de prueba. En este caso, si la resolución fue dictada teniendo por ciertos hechos probados en aquel trámite de prueba el interesado puede solicitar la nulidad del procedimiento y que se retrotraigan el expediente administrativo al momento en el que se le debió notificar la apertura del periodo de prueba. También podrá el interesado recurrente solicitar la práctica de las pruebas que no puedo proponer por no haber tenido conocimiento del periodo de prueba.

	
—  que el recurrente solicitara la práctica de determinadas pruebas que la Administración entendió impertinentes. El recurrente podrá solicitar la práctica de las pruebas otra vez.






            	

              b)  Que en el procedimiento en el que se dictó el acto recurrido no se hubiera acordado la apertura de un trámite de prueba, tanto si se hubiese solicitado como si no. Si la Administración no tuvo por ciertos los hechos alegados por el recurrente era en todo punto obligado la práctica de las pruebas. Al no hacerlo así se incurre en una infracción del artículo 77.2 de la LPACAP (44)  que puede plantearse en vía de recurso administrativo como motivo de nulidad o pedir la práctica de la prueba.


          


          También debe señalarse que la presunción de legalidad de los actos administrativos no produce la inversión de la carga de la prueba, sino que cada una de las partes debe probar aquello que alegue. La STSJ de Extremadura de 10-02-1998 lo expone con cita de la doctrina jurisprudencial: «Pues bien, "la presunción de legalidad de los actos administrativos que privilegiarían a éstos con la dispensa de prueba constituye una incorrecta afirmación ya que tal presunción no supone un desplazamiento de la carga probatoria que en principio corresponde a la Administración, sino que lo único que desplaza es la carga de accionar o de impugnar la resolución para destruir la misma, que podrá fundarse en la falta de prueba de los hechos en que se ampare la decisión administrativa" (SSTS 2 febrero y 11 mayo 1993) Por lo demás, el alcance de la presunción de legalidad en modo alguno es extensible a los hechos concretos tomados en consideración por los actos (STS 20 febrero 1982). Es admisible, por supuesto, la prueba por indicios, lo que ocurre es que no consta en autos cuales son los hechos que le han permitido a la Administración educativa llegar a la conclusión de que se supera el límite de las 250.000 pesetas de renta disponible "per capita", pues no consta en autos ningún documento con datos económicos distintos de los suministrados por la recurrente…». En el mismo sentido en relación a la prueba de los hechos negativos, que no son carga del que los alega, sino del que se opone sin que la cualidad de la parte demandada, una Administración pública, ni la naturaleza de su actuación, mediante actos administrativos investidos de la presunción de legalidad, altere la situación. Puede citarse la STSJ de Canarias de: «El artículo 80.1 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común establece, de forma idéntica a como lo hacía el derogado artículo 88.1 del texto de 1958, que los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio de prueba, y el artículo 74.4 de la Ley Jurisdiccional que la prueba se desarrollará con arreglo a las normas establecidas para el proceso civil ordinario, por lo que habrá de estarse en esta materia a las normas que con carácter general se contienen en los artículos 578 y siguientes de la LEC y, en su caso, a las de los artículos 1214 y siguientes del CC, a cuyo respecto debe señalarse, por lo que aquí importa, que, al margen de las muy diversas teorías sustentadas en orden a la carga de la prueba, es regla general que al actor, sin excluir a la Administración, incumbe la prueba de los hechos que sirven de fundamento a su resolución o pretensión, prueba que, sin embargo, no es necesaria cuando los hechos han sido admitidos por la parte contraria, cuando se trata de hechos que por su notoriedad son de general conocimiento, cuando revisten naturaleza negativa o cuando se hallan consignados en documentos a los que la norma legal atribuye presunción de certeza, en cuyo caso se produce el desplazamiento de la carga probatoria a quien lo impugne. Pues bien, en el presente supuesto, la pretensión anulatoria formulada por la recurrente, al venir basada en un hecho de carácter negativo, consistente en rechazar la existencia de las explotaciones mencionadas en el acto recurrido, el éxito de aquella pretensión y, en definitiva, el, otorgamiento de la autorización solicitada, venía condicionada a, simplemente, la falta de prueba por la demandada del supuesto de hecho del que hizo depender la consecuencia jurídica plasmada en el acto denegatorio impugnado. Y eso es exactamente lo que ha ocurrido, pues no obstante las reiteradas alegaciones de la actora respecto de la falta de constancia en el expediente de las explotaciones invocadas en el acto recurrido, la Administración demandada omitió proponer prueba alguna al respecto, como en Derecho debía (obviamente, resulta a todas luces improcedente e ilógico imponerle a la actora la carga de probar la inexistencia de tales explotaciones —artículo 1214 CC—); inactividad probatoria que, de conformidad con el razonamiento precedente, ha de perjudicar en el supuesto de autos a la Administración, sobre quien pesaba la carga de la prueba, procediendo, en consecuencia, la anulación del acto recurrido al fundamentarse, como hemos dicho, en circunstancias fácticas que no han sido probadas».


          Por último debe dejarse constancia de la consolidada doctrina de este Tribunal sobre el derecho a la utilización de los medios de prueba pertinentes (art. 24.2), y que puede sintetizarse así en sus líneas principales (SSTC 165/2001, de 16 de julio), 168/2002, de 30 de septiembre y 131/2003, de 30 de junio):


          «a) Este derecho fundamental, que opera en cualquier tipo de proceso en que el ciudadano se vea involucrado, no comprende un hipotético derecho a llevar a cabo una actividad probatoria ilimitada en virtud de la cual las partes estén facultadas para exigir cualesquiera pruebas que tengan a bien proponer, sino que atribuye sólo el derecho a la recepción y práctica de las que sean pertinentes (SSTC 168/1991, de 19 de julio; 211/1991, de 11 de noviembre; 351/1993, de 29 de noviembre; 131/1995, de 11 de septiembre; 1/1996, de 15 de enero; 116/1997, de 23 de junio; 190/1997, de 10 de noviembre; 198/1997, de 24 de noviembre; 205/1998, de 26 de octubre; 232/1998, de 1 de diciembre; 96/2000, de 10 de abril, entendida la pertinencia como la relación entre los hechos probados y el "thema decidendi" (STC 26/2000, de 31 de enero).


          b) Puesto que se trata de un derecho de configuración legal, es preciso que la prueba se haya solicitado en la forma y momento legalmente establecidos (SSTC 149/1987, de 30 de septiembre; 212/1990, de 20 de diciembre; 87/1992, de 8 de junio; 94/1992, de 11 de junio; 1/1996; 190/1997; 52/1998, de 3 de marzo; 26/2000,), siendo sólo admisibles los medios de prueba autorizados por el ordenamiento (SSTC 101/1989, de 5 de junio; 233/1992, de 14 de diciembre; 89/1995, de 6 de junio; 131/1995; 164/1996, de 28 de octubre; 189/1996, de 25 de noviembre; 189/1997, de 10 de noviembre; 190/1997; 96/2000)».


          Por último, es relevante la siguiente STS de 28-10-1996 que hace un examen de la carga de la prueba empleado los términos de hechos impeditivos y extintivos para definir la situación del demandado en el proceso contencioso-administrativo (que puede aplicarse plenamente a la vía administrativa y a la de los recursos administrativos): «Si bien es cierto que el artículo 1.214 del Código Civil impone la carga de la prueba de la obligación "al que insta su cumplimiento" no es menos cierto que también impone la de su "extinción al que la opone", habiéndose sustituido y superado la antigua doctrina legal "incumbit probatio qui dicit non qui negat" por la más perfilada y flexible teoría que atribuye al obligado la prueba de los hechos "impeditivos" y la de los "extintivos" que enerven el derecho reclamado, doctrina que aplicada al hecho aquí enjuiciado viene a indicar que, con independencia del reconocimiento expreso que la Administración ha reflejado con actos propios en el expediente de la realidad del hecho de la expropiación, debió de traer a las actuaciones el expediente originario o la parte del mismo referida a los terrenos objeto de reversión, —que debe obrar en su poder y no en posesión del expropiado—, para probar su alegad a inexistencia de expropiación y cuyo expediente no ha venido al proceso pese a la petición de prueba que la parte actora hizo y acordó la Sala de Instancia, porque tanto el (…), no contestaron a los oficios que al efecto se les dirigieron, pese a constar su recepción de los mismos en plazo, por lo que combinando esta inactividad administrativa, tanto para la oposición a la pretensión como para la cumplimentación de las pruebas acordadas en la fase probatoria del procedimiento, con la prueba que el peticionario aporta —la certificación registral de la finca que en su día fue parcialmente expropiada (ocupada por las vías del Tranvía de Granada a Dúrcal, según consta en la certificación registral)— y no contradicha por otra alguna se llega por esta Sala a la fundada conclusión, como se hace en la sentencia apelada, de que efectivamente existió la expropiación que habilita a los solicitantes para el ejercicio de la acción de reversión que postulan, pues no hay en el expediente, ni en el proceso, dato alguno que difiera de la certificación registral a la que hay que conceder la fe que el Registro de la propiedad tiene, procediendo, en consecuencia, la desestimación del recurso y la confirmación de la sentencia apelada».


          

          

            2.8. 

             La resolución del recurso administrativo

          


          

          

            2.8.1. 

             Regulación

          


          El artículo 119 de la LPACAP regula la resolución final de los recursos administrativos:


          

            

              «1. La resolución del recurso estimará en todo o en parte o desestimará las pretensiones formuladas en el mismo o declarará su inadmisión.

            


            

              2. Cuando existiendo vicio de forma no se estime procedente resolver sobre el fondo se ordenará la retroacción del procedimiento al momento en el que el vicio fue cometido, sin perjuicio de que eventualmente pueda acordarse la convalidación de actuaciones por el órgano competente para ello, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 52.

            


            

              3. El órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el procedimiento, hayan sido o no alegadas por los interesados. En este último caso se les oirá previamente. No obstante, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por el recurrente, sin que en ningún caso pueda agravarse su situación inicial» (45) .


          


          Entendemos aplicable el artículo 88 de la LPACAP que regula el contenido de las resoluciones finales de los procedimientos administrativos:


          

            

              «1. La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas del mismo.

            


            

              Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas por los interesados, el órgano competente podrá pronunciarse sobre las mismas, poniéndolo antes de manifiesto a aquéllos por un plazo no superior a quince días, para que formulen las alegaciones que estimen pertinentes y aporten, en su caso, los medios de prueba.

            


            

              2. En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por éste, sin que en ningún caso pueda agravar su situación inicial y sin perjuicio de la potestad de la Administración de incoar de oficio un nuevo procedimiento, si procede.

            


            

              3. Las resoluciones contendrán la decisión, que será motivada en los casos a que se refiere el artículo 35. Expresarán, además, los recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno.

            


            

              4. Sin perjuicio de la forma y lugar señalados por el interesado para la práctica de las notificaciones, la resolución del procedimiento se dictará electrónicamente y garantizará la identidad del órgano competente, así como la autenticidad e integridad del documento que se formalice mediante el empleo de alguno de los instrumentos previstos en esta Ley.

            


            

              5. En ningún caso podrá la Administración abstenerse de resolver so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso, aunque podrá acordarse la inadmisión de las solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el ordenamiento jurídico o manifiestamente carentes de fundamento, sin perjuicio del derecho de petición previsto por el artículo 29 de la Constitución.

            


            

              6. La aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto de la misma.

            


            

              7. Cuando la competencia para instruir y resolver un procedimiento no recaiga en un mismo órgano, será necesario que el instructor eleve al órgano competente para resolver un propuesta de resolución.

            


            

              En los procedimientos de carácter sancionador, la propuesta de resolución deberá ser notificada a los interesados en los términos previstos en el artículo siguiente».


          


          

          

            2.8.2. 

             Obligación de resolver expresamente

          


          Como primera cuestión, y pese a su obviedad, debe recordarse que la Administración tiene la obligación de resolver expresamente todos los procedimientos administrativos que conozca incluyendo los que tramitan recursos administrativos. Es cierto que la propia ley señala cuáles son los efectos del silencio administrativo en vía de recurso, que es desestimatorio, pero lo anterior no le exime de dictar y notificar la resolución expresa. Es por ello que no es contraria a derecho la solicitud dirigida a la Administración con el único fin de que se resuelva expresamente un recurso de alzada, por ejemplo, todo ello sin perjuicio de que los interesados puedan acudir ya a la jurisdicción en impugnación de la falta de resolución.


          La STSJ de Castilla La Mancha de 28-04-2005 lo ha entendido así: «Como decimos, las interesadas presentaron sendos recursos de alzada contra dos resoluciones administrativas, recursos que no fueron resueltos. Ante esta falta de resolución, presentaron el 21/10/ 2003 escrito a la Administración en el que solicitaban la resolución expresa de los recursos, sin obtener respuesta tampoco, ante lo que interpusieron recurso contencioso-administrativo reclamando, exclusivamente, que la Administración dictase la resolución expresa a los recursos planteados.


          La sentencia apelada desestimó el recurso contencioso-administrativo por considerar, en esencia, que, pese a existir la obligación administrativa de resolver y ser "deseable" que la Administración resuelva expresamente, no obstante, al estar regulada por la Ley la figura del silencio administrativo, no procede compeler judicialmente a la Administración a resolver expresamente una solicitud que le haya sido dirigida.


          Ahora bien, la sentencia de instancia comete dos errores. Uno es el de afirmar que una obligación legalmente impuesta a la Administración, y que la sentencia reconoce expresamente como tal, no puede sin embargo ser reclamada de cumplimiento ante los tribunales por personas directamente afectadas en sus intereses y derechos por el incumplimiento de la misma. El otro es de considerar que la figura del silencio administrativo, que se establece como un remedio a favor del administrado frente a la inactividad administrativa, no supone un mero ofrecimiento legal de una posibilidad de actuación, sino que impone una determinada actividad y ciega cualquier otra vía de actuación, cosa que contradice la esencia misma de la institución del silencio administrativo». (…).


          Por otro lado, cabe señalar lo siguiente. «Resulta que las normas oponen al ciudadano la necesidad de acudir a recursos administrativos previos, como privilegio exorbitante de la Administración, antes de poder acudir a los tribunales; pero se pretende aquí que, después de obligarse al ciudadano a cumplir con la obligación previa, soportando que se retrase la posibilidad de acceso a los Tribunales, ni siquiera sea exigible que, al menos, la Administración ejerza el mencionado privilegio mediante la resolución del recurso que se obligó a interponer en su beneficio, y se pretende que se admita que se interprete el citado privilegio prácticamente como un mero plazo de carencia o gracia a la Administración, que quedaría liberada siquiera de la obligación de resolver el recurso que se obligó al ciudadano a interponer, cuando el privilegio lo que pretende es dar a la Administración la oportunidad de pronunciarse previamente.


          Otra cosa es que desde un punto de vista de economía procesal, el interesado pueda pretender no hacer cumplir a la Administración tal obligación y plantee en la vía contencioso-administrativa el fondo del asunto, como sucede habitualmente. Pero si, por las razones que sean (entre las que no es de las más pequeñas la de poder entablar el recurso contencioso-administrativo con conocimiento de la respuesta de la Administración a los alegatos del interesado), se quiere que la Administración cumpla con su obligación, no vemos obstáculo alguno a que pueda darse lugar a tal pretensión».


          Para el TS tampoco hay obstáculos de tipo formal a la estimación de la pretensión de las recurrentes que no es otra sino obligar a la Administración a resolver los recursos de alzada interpuestos:


          

            	

              a)  Por un lado, la cuestión de si el caso es incardinable estrictamente en el supuesto de la inactividad al que se refiere el artículo 29.1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa es intrascendente. La Administración parece entender que, dado que el caso no cae bajo el amparo de esta norma (pues, dice, la Exposición de Motivos de la Ley excluye de su ámbito los procedimientos a instancia del interesado en los que rige la figura del silencio), no hay actuación administrativa recurrible y, por tanto, el recurso contencioso-administrativo debe ser inadmitido. A este respecto hay que efectuar dos observaciones:
	
—  La primera es la de que, aun en el caso de que no fuera incluible el caso en el supuesto estrictamente descrito por el artículo 29 de la L.J.C.A., a la vista de lo que la Ley indica en su Exposición de motivos, ello no habilitaría para negar a las interesadas la posibilidad de reclamar judicialmente por el incumplimiento por la Administración de una obligación palmaria que le compete directamente y que es aplicable sin necesidad de que se dicten nuevas normas o actos de aplicación, y que afecta directamente a aquéllas. Debe consultarse la sentencia del Tribunal Constitucional 136/1995, de 25 de septiembre, frente a la pretensión de que, con olvido de las exigencias derivadas del artículo 24 de la Constitución Española, se quiera limitar el acceso a la jurisdicción por razones formales relativas al pretendido carácter «revisor» de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, y relativas también a la perfección o no de la constitución de actos o títulos jurídico-administrativos susceptibles de ser revisados. El caso de autos sería precisamente un supuesto en el que, frente a la evidencia de una obligación clara de la Administración de actuar y de la existencia de interés legítimo para reclamar su cumplimiento, sería contrario a las más elementales exigencias del acceso a la jurisdicción el pretender que no existe acción para reclamarla sobre la base de una interpretación del artículo 29 que excluya absolutamente y en todo caso cualquier pretensión de esta clase.

	
—  En segundo lugar, lo cierto es que el escrito presentado ante la Administración el 21/10/2003, y al que ya nos referimos anteriormente, puede entenderse como una petición a la Administración de resolver, y, como tal, petición cuya desatención a su vez provoca la desestimación por silencio, acto presunto que sería el objeto de recurso. Que las interesadas hicieran mención expresa al artículo 29 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa en tal escrito nada cambia al respecto (artículo 110.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Procedimiento Administrativo Común).






            	

              b)  Por otro lado, tampoco el plazo de seis meses para interponer el recurso contencioso-administrativo a que se refiere el artículo 46.1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa en caso de silencio supone impedimento alguno. Por un lado, la sentencia da respuesta ya a esta objeción, y a tal respuesta nos remitimos, sin perjuicio de recordar que en cualquier caso esta Sala tiene planteada cuestión de inconstitucionalidad sobre el mencionado precepto. Además de ello, lo cierto es que incluso pasado el plazo de seis meses indicado se mantiene la obligación de resolver, y que la resolución que se dicte reabre, obviamente, el plazo para recurrir, de modo que no hay razón alguna para impedir que el particular r